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Prólogo

En América Latina y el Caribe, una región conocida desde hace tiempo por sus altos nive-
les de desigualdad, existe una literatura cada vez más abundante sobre cómo reducir las 
brechas entre grupos de ingreso y demográficos. La evidencia rigurosa sobre temas rela-
cionados con la inequidad y la desigualdad está aumentando rápidamente. Esto incluye 
evaluaciones de las intervenciones destinadas a promover la participación social y econó-
mica de las personas con discapacidad.

La inclusión es un imperativo económico. Las personas con discapacidad repre-

sentan cerca del 15% de la población en América Latina y el Caribe. La facilitación de 

la participación socioeconómica de una parte tan importante de la población conlleva 

una promesa enorme. La reducción de las barreras a la inclusión puede aumentar los 

niveles de educación, promover el empleo y mejorar la salud, el bienestar general y la 

calidad de vida de las personas con discapacidad. Al mismo tiempo, la inclusión ofrece 

oportunidades para obtener efectos indirectos a nivel social, como las notables contri-

buciones al producto interno bruto que sugieren las simulaciones. La no inclusión de 

personas con discapacidad es una oportunidad perdida.

No obstante estos importantes argumentos, la inclusión de las personas con 

discapacidad se suele considerar una cuestión que atañe únicamente a los derechos 

humanos y no al desarrollo económico. Y si bien la cantidad y calidad de la investiga-

ción causal centrada en la discapacidad ha aumentado significativamente en la última 

década, las políticas de discapacidad todavía carecen de una base de investigación 

rigurosa, sobre todo en los países de ingresos bajos y medios.

Bajo el impulso de importantes imperativos morales y compromisos legales, y de 

las necesidades evidentes de sus poblaciones, los gobiernos de la región han implemen-

tado un amplio conjunto de políticas públicas en materia de discapacidad. Sin embargo, 

las buenas intenciones no siempre se traducen en buenos resultados, dado que estas 

políticas a menudo se adoptan con escaso conocimiento sobre sus verdaderos efectos.

En el Informe microeconómico de América Latina y el Caribe de este año se hace 

una síntesis de la evidencia causal sobre la efectividad de las políticas de inclusión de 

la discapacidad en la educación, la salud, los mercados laborales y la protección social. 

Asimismo, esta síntesis se contextualiza proporcionando análisis actualizados sobre la 
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condición socioeconómica de las personas con discapacidad. El resultado es una ins-

tantánea de las políticas ya ejecutadas en la región respaldadas por evidencia positiva, 

y de otras que están siendo implementadas a pesar de contar con evidencia neutral, 

diversa, negativa o limitada. En el informe también se definen oportunidades para ela-

borar planes piloto y evaluar programas basados en intervenciones exitosas y en evi-

dencia de fuera de la región. Por último, se identifican intervenciones realizadas dentro 

y fuera de América Latina y el Caribe que, aunque carecen de evaluaciones rigurosas, 

incorporan teorías del cambio prometedoras.

Por otro lado, y a la luz del verdadero espíritu de “nada sobre nosotros sin noso-

tros”, en este informe se propone incluir directamente a las personas con discapaci-

dad en la agenda de investigación. Dadas las limitaciones de recursos, tanto de tiempo 

como de financiamiento, es importante entender cuáles son las brechas en la investiga-

ción que la comunidad considera más críticas. Las opiniones de las personas más afec-

tadas por las políticas pertinentes deberían fundamentar esta evaluación. Para esto, el 

Banco Interamericano de Desarrollo está llevando a cabo una encuesta en línea acce-

sible con el fin de recoger las prioridades de las personas en la región, sobre todo de 

las personas con discapacidad y sus familias, para determinar cuáles son las políticas 

e intervenciones en materia de discapacidad que deberían estudiarse en primer térmi-

no.1 De esta manera, esperamos que este informe contribuya a investigaciones futuras 

y a la elaboración de políticas basadas en evidencia que respondan mejor a las inquie-

tudes de la sociedad civil.

Eric Parrado
Economista Jefe

1	 Ver https://accessiblesurveys.com/s2/-NoXa0IViThWvED1daoy/init. El informe presenta los resultados de las 
respuestas a la encuesta hasta mayo de 2024. La encuesta permanecerá abierta hasta junio de 2025.

https://accessiblesurveys.com/s2/-NoXa0IViThWvED1daoy/init
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Resumen ejecutivo

Los datos robustos y contemporáneos sobre discapacidad, así como la evidencia cau-
sal sobre la efectividad de las políticas, son insumos clave para fortalecer la inclusión de 
personas con discapacidad en América Latina y el Caribe. Si bien a menudo se ha pre-
sentado un cuadro nada positivo sobre la situación de las personas con discapacidad en 
los campos de educación, salud, mercados laborales y protección social, la realidad es 
mucho más matizada. En este informe se estudian las brechas de inclusión en los cuatro 
sectores mencionados, así como el panorama de políticas de inclusión que se implemen-
tan en la región. Un examen de la evidencia rigurosa sobre la efectividad de las políticas 
y programas en la región, y en el mundo en general, proporciona una base de conoci-
miento para decidir cuáles son los programas a escalar o bien para pilotear en la región, y 
subraya las brechas de conocimiento donde se requieren estudios causales.

Cifras sobre las personas con discapacidad

Aproximadamente una de cada siete personas en América Latina y el Caribe tiene 
alguna discapacidad.

La prevalencia de la discapacidad aumenta con la edad. Debido al envejecimiento de 
la población de América Latina y el Caribe, se prevé que la tasa de prevalencia de la 
discapacidad en 2050 sea de 5,5 puntos porcentuales por encima de la de 2020, lo cual 
representa aproximadamente 150 millones de personas. Las mujeres constituyen un 
porcentaje mayor de la población total con discapacidad, en parte porque viven más 
años. Sin embargo, hasta los 17 años los varones tienen mayores probabilidades que 
las niñas de tener alguna discapacidad, mientras que en la mayoría de los países la 
prevalencia entre las mujeres es mayor después de los 25 o 30 años.

La mayoría de los niños 1 con discapacidades asisten y completan la escuela primaria, 
aunque persisten brechas, particularmente en los niveles de la escuela secundaria, 
mientras que la educación inclusiva sigue siendo elusiva en la mayoría de los países. 
Un gran porcentaje de niños asiste a escuelas especiales, aunque se registran algunas 
excepciones importantes. 

1    Por razones estrictamente de estilo, en este documento se utiliza el género masculino no marcado inclusivo, 
independientemente del sexo de las personas.
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El acceso a la cobertura de salud no difiere demasiado entre las personas con y sin 
discapacidad, aunque las personas con discapacidad asignan una mayor parte de 
su presupuesto a los gastos de salud, y se enfrentan a barreras de accesibilidad y 
actitudinales que pueden limitar su acceso a servicios específicos de atención sanitaria.

La mayoría de los adultos con discapacidad en edad de trabajar en la región están 
empleados (56,4-68,0%). Sin embargo, tienen menos probabilidades de estar 
empleados formalmente y más probabilidades de ser autoempleados que las personas 
sin discapacidad. Las personas con discapacidad ganan 0,88 centavos por cada 
dólar devengado por sus contrapartes sin discapacidad con la misma experiencia y 
educación.

Los hogares con miembros con discapacidad tienen 5,7 puntos porcentuales más 
probabilidades de ubicarse en los dos quintiles de ingreso más bajos en relación 
con los hogares sin miembros con discapacidad. Estos hogares también tienen más 
probabilidades de sufrir inseguridad alimentaria y de carecer de condiciones básicas 
de vivienda adecuada. 

En una encuesta accesible en línea actualmente en curso se pregunta a los 
encuestados cuáles son las políticas de inclusión que consideran más importantes 
como objeto de estudio. Hasta ahora, la mayoría de los encuestados son personas con 
discapacidad (69%), para quienes la educación es la principal prioridad de investigación, 
por encima del empleo, la protección social y la política sanitaria.2 

La evidencia

En los gráficos R1 a R4 se resumen los principales hallazgos sobre cuáles son las interven-
ciones más utilizadas en la región y cuáles cuentan con la mayor evidencia causal para 
respaldar su uso.

Las intervenciones en el lado derecho de los gráficos (en la columna verde) son 

las que se despliegan habitualmente en la región, mientras que las del lado izquierdo 

(en la columna azul) normalmente no se emplean. Las intervenciones respaldadas por 

evaluaciones rigurosas aparecen por encima de la línea horizontal, mientras que aque-

llas que carecen de evidencia pero que se sustentan en una teoría del cambio prome-

tedora se encuentran por debajo de la línea.

Por lo tanto, el cuadrante superior izquierdo de cada gráfico muestra las interven-

ciones para las cuales se cuenta con un cuerpo sustancial de literatura causal que actual-

mente no se implementan en América Latina y el Caribe. El cuadrante inferior izquierdo 

de cada gráfico incluye intervenciones que no son habituales en la región para las cua-

les la evidencia causal es escasa; sin embargo, estas intervenciones se sustentan en teo-

rías del cambio prometedoras. Así pues, las intervenciones en la columna de la izquierda 

pueden ser consideradas buenas candidatas para programas piloto en la región.

2    La encuesta sigue abierta hasta junio de 2025. Para participar, sírvase consultar: https://accessiblesurveys.
com/survey/-NoXa0IViThWvED1daoy/intro.

https://accessiblesurveys.com/survey/-NoXa0IViThWvED1daoy/intro
https://accessiblesurveys.com/survey/-NoXa0IViThWvED1daoy/intro
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El cuadrante superior derecho de cada gráfico contiene los programas y las polí-

ticas habituales en la región que cuentan con evidencia causal que sustentan su efec-

tividad, aunque en numerosos casos esta evidencia proviene de fuera de la región. El 

cuadrante inferior derecho muestra aquellos programas ampliamente implementados 

en la región pero para los cuales la evidencia causal en materia de efectividad es escasa 

o nula, aunque estas intervenciones se sustentan en teorías del cambio prometedoras. 

Por lo tanto, los programas en los cuadrantes superior e inferior derechos representan 

oportunidades de inversión continua y para realizar evaluaciones locales que contri-

buyan a enriquecer la literatura existente.

Educación 

GRÁFICO R1. |  Intervenciones en educación

Intervenciones CON evaluación rigurosa

Intervenciones SIN evaluación rigurosa pero sustentadas
en una teoría del cambio prometedora
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Fuente: Elaboración del personal del BID.

La evidencia preliminar sugiere que la inclusión de niños con discapacidad en las 

escuelas convencionales mejora su aprendizaje sin afectar adversamente el de sus pares 

sin discapacidad cuando se proporciona apoyo adicional en el aula. La coenseñanza y el 

suministro de tecnologías de asistencia han demostrado tener efectos positivos, si bien 

en algunos pocos estudios de países de ingresos altos, mientras que en América Latina 

y el Caribe la presencia de docentes alternos (coenseñanza) es menos habitual que la de 

tecnologías de asistencia. La evidencia sobre las salas de recursos (espacios designados 

que se encuentran equipados con materiales y tecnologías en las escuelas convenciona-

les) en Brasil sugiere que estas aulas mejoran la matrícula y la promoción a los cursos 
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superiores. Sin embargo, la implementación de las salas de recursos varía regionalmente 

y presenta una oportunidad para evaluar los planes piloto. La evidencia sobre la capacita-

ción docente es limitada, si bien la que existe sugiere la necesidad de que los programas 

de estudio de los profesores incluyan formación en educación especial y para evaluar los 

efectos correspondientes, dado que la capacitación en el trabajo parece no tener efectos 

en el aprendizaje. Aunque la evidencia en Estados Unidos y otros países de ingresos altos 

sugiere que la rehabilitación vocacional en la escuela ayuda a los alumnos con discapacidad 

a hacer la transición a la secundaria, son pocos los países de América Latina y el Caribe 

que cuentan con estos programas. Por otro lado, las evaluaciones iniciales de los siste-

mas de incentivos, como el Programa de Integración Escolar, PIE, de Chile, son positivas.

Los planes educativos individualizados, los programas de accesibilidad escolar, las 

becas y los programas de préstamos estudiantiles no han sido evaluados rigurosamente, 

aunque se sustentan en teorías del cambio positivas. Si bien faltan las evaluaciones rigu-

rosas de las escuelas especiales segregadas, estas deberían ser progresivamente elimi-

nadas, con algunas excepciones, dados los argumentos éticos contra la segregación.

Salud 

 |  Intervenciones en saludGRÁFICO R2.

Intervenciones CON evaluación rigurosa

Intervenciones SIN evaluación rigurosa pero sustentadas
en una teoría del cambio prometedora
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Fuente: Elaboración del personal del BID.

Los programas de tamizaje universal mejoran los resultados del aprendizaje, 

sociales y de desarrollo en niños e infantes, mientras que la intervención temprana y 

el tamizaje en adultos de edad avanzada puede frenar su declive funcional y mejorar 
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su calidad de vida. Sin embargo, numerosos países carecen de programas de tamizaje 

para las personas de edad avanzada. El tamizaje ocupacional para adultos en edad de 

trabajar muestra beneficios potenciales para la salud, pero carece de una evaluación 

rigurosa y no se implementa de manera generalizada. La rehabilitación basada en la 

comunidad puede mejorar los resultados clínicos y la calidad de vida, aunque la cali-

dad de los estudios es generalmente baja y el diseño de la rehabilitación basada en la 

comunidad varía según el país. Los estudios sugieren que los programas tradicionales 

de cobertura sanitaria y los subsidios a la atención sanitaria de personas con discapa-

cidad pueden ser suficientes para hacer frente al aumento de los costos de atención 

sanitaria, aunque esto requiere una evaluación a nivel local.

Los estudios sobre los impactos de la accesibilidad en la atención sanitaria, salud 

móvil, servicios de telesalud y servicios de salud mental basados en la comunidad en 

las personas con discapacidad son escasos o inexistentes. Sin embargo, estas inter-

venciones se sustentan en teorías del cambio prometedoras y deberían ser evaluadas. 

Por último, se identificó una brecha de conocimiento en relación con los estudios rigu-

rosos sobre los programas de atención sanitaria basados en la comunidad para perso-

nas con discapacidad como alternativa a la institucionalización de largo plazo, contra 

la cual existen fuertes argumentos éticos.

Mercados laborales

 |  Intervenciones en el mercado laboralGRÁFICO R3.

Intervenciones CON evaluación rigurosa

Intervenciones SIN evaluación rigurosa pero sustentadas
en una teoría del cambio prometedora
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Source: IDB staff elaboration.
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La investigación señala que la legislación contra la discriminación tiene un impacto 

positivo en el empleo de las personas con discapacidad entre leve y moderada, a pesar 

de sus efectos adversos potenciales de corto plazo en las personas con discapacidad más 

severa, debido al costo que entraña para los empleadores la dotación de ajustes más sus-

tanciales. El financiamiento dirigido a realizar ajustes razonables podría mitigar estos efec-

tos adversos, aunque tales intervenciones no han sido evaluadas. Las cuotas, evaluadas 

tanto en América Latina y el Caribe como en los países de altos ingresos, muestran resul-

tados diversos y a menudo indican que el crecimiento del empleo puede deberse a una 

reclasificación de trabajadores, más que a un aumento en contratación. Sin embargo, las 

intervenciones para mejorar el cumplimiento de las cuotas pueden ser beneficiosas. Los 

subsidios salariales muestran resultados diversos o poco concluyentes, mientras que la 

rehabilitación vocacional y el empleo apoyado están respaldados por evidencia positiva.

Entre las políticas prometedoras que aún no han sido evaluadas figuran los progra-

mas de capacitación del empleador, la capacitación en habilidades técnicas y los servicios 

públicos de empleo focalizados en la discapacidad. Asimismo se carece de evidencia rigu-

rosa sobre los talleres protegidos, aunque la investigación cualitativa ha permitido obser-

var que estos talleres se asocian con prácticas laborales abusivas y con salarios por debajo 

del mínimo. Los talleres protegidos no son habituales en la mayoría de los países de Amé-

rica Latina y el Caribe y por lo tanto no deberían promoverse como estrategia de inclusión.

Social Protection

 |  Intervenciones en protección socialGRÁFICO R4.
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La evidencia sobre las políticas de protección social no es exhaustiva; la mayo-

ría de los estudios se centra en unos pocos temas en los países de ingresos altos. Se 

encuentran resultados positivos en materia de adopción allí donde se simplifican los 

trámites del certificado de discapacidad; esto no ha sido evaluado en América Latina y 

el Caribe, si bien allí se han actualizado numerosos sistemas de certificación. La extensa 

investigación sobre transferencias monetarias por discapacidad revela que estas tienen 

efectos entre leves y moderados en la reducción del trabajo; sin embargo, estos estu-

dios se han llevado a cabo principalmente en los países desarrollados, donde el tra-

bajo informal es escaso. En estudios más recientes se ha observado que los subsidios 

monetarios por discapacidad mejoran significativamente el consumo de los hogares, 

la estabilidad financiera y la calidad de vida, al tiempo que reducen la mortalidad y los 

encarcelamientos. También tienen un impacto positivo en el bienestar de los hijos de 

los beneficiarios. Los estudios causales sobre transferencias en especie de dispositi-

vos de asistencia son limitados; un estudio pequeño en Etiopía muestra que las sillas 

de ruedas aumentan las horas trabajadas y el ingreso, al tiempo que reducen la men-

dicidad. En América Latina y el Caribe se carece de evaluaciones similares.

El apoyo a la vivienda y las políticas de cuidados (como por ejemplo la asisten-

cia personal, los centros diurnos y los programas de vivienda asistida) para personas 

con discapacidad existen en varios países, aunque carecen de evaluación rigurosa. 

Estos programas son cada vez más comunes en América Latina y el Caribe y deberían 

ser evaluados. Por otro lado, varios países proporcionan a las personas con discapaci-

dad exenciones y deducciones fiscales, aunque no está claro qué impacto tienen estos 

beneficios en su bienestar y en el gasto público.
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Capítulo 1
Sembrar las 
semillas de la 
inclusión

Las personas con discapacidad constituyen una proporción cada vez más importante 
de la población de América Latina y el Caribe: aproximadamente una de cada siete per-
sonas en la región tiene alguna discapacidad, y se espera que la prevalencia aumente 
en 60 millones de personas, hasta alcanzar 145,5 millones entre 2020 y 2050 (Berlinski, 
Duryea y Pérez-Vincent, 2021). Sin embargo, las necesidades de las personas con disca-
pacidad y las políticas diseñadas para promover su inclusión no han sido suficientemente 
documentadas y estudiadas.

Este informe tiene tres objetivos. En primer lugar, apunta a describir las condiciones 
en que se encuentran las personas con discapacidad, principalmente mediante el aná-
lisis de encuestas de hogares realizadas recientemente en la región. En segundo lugar, 
presenta el panorama de las políticas públicas en América Latina y el Caribe en lo que res-
pecta específicamente a personas con discapacidad en cuatro ámbitos principales: edu-
cación, salud, mercados laborales y protección social (incluyendo programas de vivienda). 
Por último, el informe examina la evidencia causal rigurosa acerca de las políticas e inter-
venciones dirigidas a promover la inclusión de las personas con discapacidad, especial-
mente la que proviene de evaluaciones de impacto.

Centrarse en estos tres objetivos permite identificar qué políticas se encuentran res-
paldadas por evidencia positiva, y cuáles están siendo implementadas incluso cuando 
la evidencia es neutra, mixta o negativa. En este reporte también se identifican opor-
tunidades para evaluar los efectos de políticas y programas cuya evaluación ha sido 
escasa o nula, así como para considerar intervenciones que actualmente no han sido 
ampliamente adoptadas en la región, pero para las cuales la evidencia de otras partes del 
mundo sugiere impactos positivos. En otras palabras, el objetivo general de este informe 
es sintetizar la investigación disponible para promover las políticas basadas en eviden-
cia sobre la inclusión de personas con discapacidad en América Latina y el Caribe. Por lo 
tanto, el informe se centra en el examen de la evidencia sobre los efectos de las políticas 

1
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y programas en las personas con discapacidad, y si bien es posible que se discutan los 
efectos en otras personas, como por ejemplo miembros de la familia, cuidadores y pares, 
esto no constituye su foco principal.

La discapacidad surge de la interacción de las dificultades individuales con las barre-
ras ambientales y sociales. La Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad (CDPD), ratificada por todos los países de América Latina 
y el Caribe, define que las personas con discapacidad “incluyen a aquellas que tengan 
deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar 
con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, 
en igualdad de condiciones con las demás” (ONU, 2007, Art. 1). Esta definición de disca-
pacidad se aleja de un modelo estrictamente médico y pone el énfasis en las barreras 
ambientales o actitudinales que limitan la participación social y económica. Las políticas 
públicas inclusivas suscriben esta definición de discapacidad y se centran en reducir las 
barreras y promover la participación, en lugar de “curar” la discapacidad.

Los argumentos en favor de la inclusión de las personas con discapacidad son de dos 
tipos. El primero es el argumento ético. Al igual que la raza, la etnicidad, el género o la iden-
tidad sexual, la discapacidad es otra faceta de la diversidad humana. Las personas con y sin 
discapacidad tienen los mismos derechos a la plena participación social y económica. La 
CDPD reconoce el derecho al “ goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los dere-
chos humanos y libertades fundamentales de todas las personas con discapacidad, y a pro-
mover el respeto de su dignidad inherente” (ONU, 2007, Art. 1). Dado que todos los países de 
la región han ratificado la CDPD, no sorprende que 21 de ellos hayan expedido una legisla-
ción nacional específica sobre la inclusión de las personas con discapacidad. El contenido 
de estas leyes es particular a cada país y abarca desde derechos centrados en educación 
inclusiva, hasta la participación en la vida cultural.1 Además, las Constituciones de 10 países 
de la región contienen salvaguardias contra la discriminación por razones de discapacidad 
(Bregaglio Lazarte, 2021). Los países también han establecido marcos jurídicos sobre dis-
capacidad en diversos ámbitos de las políticas públicas, como la educación, la sanidad, los 
mercados laborales y la protección social, según se expone en los demás capítulos de este 
informe. Así pues, los países han asumido importantes compromisos jurídicos en mate-
ria de inclusión de la discapacidad. Sin embargo, esto no garantiza que estén cumpliendo 
dichos compromisos y, en muchos casos, la realidad dista mucho de la norma legal.

El segundo argumento fundamental que respalda la inclusión es de naturaleza 
económica. Integrar a las personas con discapacidad a la sociedad puede mejorar sus 
niveles de educación, favorecer el empleo, mejorar la salud, aumentar las contribucio-
nes tributarias y reducir su dependencia de la protección social. Esto tiene importantes 

1    En Bregaglio Lazarte (2021) se presenta un marco jurídico integral de los derechos de las personas con 
discapacidades en América Latina y el Caribe en relación con la educación, el empleo, la salud, la cultura y los 
deportes, y la autonomía personal y financiera.
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implicaciones para su calidad de vida y bienestar, pero también para el conjunto de la 
sociedad. Por ejemplo, las estimaciones que se han hecho para la región sugieren que la 
inclusión de las personas con discapacidad al mercado laboral podría aumentar el pro-
ducto interno bruto (PIB) entre un 2 y un 3% (Contreras, Riveros y Vargas, 2019). Los dos 
argumentos son transversales en todas las dimensiones de la inclusión.

RECUADRO 1.1  Conceptos clave en la investigación sobre discapacidad

El diseño y la implementación de investigaciones sobre este tema deben comenzar por garantizar la 
existencia de marcos conceptuales y éticos. Los siguientes conceptos y principios, incorporados en 
la Convención Internacional de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad de 2007 (CDPD), son cruciales para la investigación relativa a las personas con discapacidad.

El concepto de discapacidad ha evolucionado en décadas recientes, de un modelo estricta-
mente médico a uno de carácter social. El modelo social define la discapacidad como la interacción 
de algún impedimento prolongado con barreras externas que limitan la participación efectiva en 
la sociedad. En otras palabras, la discapacidad no se define únicamente como un estado de salud, 
sino también como el resultado de limitaciones impuestas por barreras externas. Este concepto 
interactivo se inscribe en el Artículo 1 de la CDPD, que se basa en la Clasificación Internacional del 
Funcionamiento, la Discapacidad y la Salud de la Organización Mundial de la Salud. Por el contra-
rio, el modelo médico considera que la discapacidad es un problema que se origina en el individuo 
y es el resultado de dificultades físicas, sensoriales o cognitivas o bien de alguna condición médica.

La agenda de investigación sobre la inclusión de personas con discapacidad debería enton-
ces enfocarse principalmente en las personas con discapacidad. Los efectos en familiares o en 
pares se pueden considerar como secundarios en la evaluación de programas. El concepto de 
inclusión, en lugar de segregación, es también crucial. En el marco de la CDPD, se considera que 
el trabajo protegido, las escuelas especiales y la mayoría de los servicios de cuidados instituciona-
lizados favorecen la segregación, razón por la cual tales políticas no se contemplan en el examen 
de las intervenciones analizadas en este informe. En la CDPD también se resalta el concepto de 
autodeterminación. La autonomía, así como la potenciación de la capacidad de tomar decisiones 
por parte de las personas con discapacidad, son en sí mismos resultados de interés.

El lema “nada sobre nosotros sin nosotros” se aplica a la participación de las personas con 
discapacidad en la investigación, así como en el establecimiento de prioridades de los programas 
de investigación. Con este fin se envió una encuesta sobre la priorización de las brechas de cono-
cimiento a organizaciones de personas con discapacidad, a organismos públicos dedicados a la 
discapacidad (por ejemplo, los CONADIS y SENADISa de cada país) y a otros grupos dedicados a 
la inclusión de personas con discapacidad. En el recuadro 1.2 se presentan los resultados de esta 
encuesta hasta la fecha. Fin del recuadro

a Consejos nacionales de discapacidad y Secretarías nacionales de discapacidad.

La discapacidad en América Latina y el Caribe

El diseño de una política pública efectiva e inclusiva para personas con discapacidad 
requiere una comprensión precisa sobre lo que implica tener una discapacidad en la 
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región. Por ello, este informe utiliza el análisis de encuestas de hogares recientes de ocho 
países para describir la situación de las personas con discapacidad en función de varias 
características socioeconómicas comparables entre países (recuadro 1.2).

Una gran proporción de la población de América Latina y el Caribe tiene alguna dis-
capacidad. Un análisis de las encuestas de hogares en América Latina y el Caribe sugiere 
que el 15,1% de la población total de la región tiene alguna discapacidad (cuadro 1.1). Sin 
embargo, se registra una heterogeneidad importante en la tasa de prevalencia entre los 
países, la cual oscila entre un 4,8% en Perú y un 28,7% en Chile. Esto indica que, a pesar 
de los esfuerzos dirigidos a usar preguntas comparables en las encuestas de varios paí-
ses para identificar a las personas con discapacidad (cuadro 1.2), es probable que se regis-
tren diferencias importantes en la manera como se recopilan los datos, lo cual incide en 
las estimaciones. Por ejemplo, la calidad de la formación de los encuestadores en la apli-
cación de las preguntas del Grupo de Washington2 es crucial, pero la información sobre 
cómo se llevó a cabo esta preparación en los distintos países es escasa. Aun así, el pro-
medio regional de 15,1% es consistente con otras estimaciones de la prevalencia de la dis-
capacidad. Por ejemplo, en un análisis en que se utilizó un modelo predictivo basado en 
los datos del censo de 2010 para ocho países de la región se estimó que la tasa de preva-
lencia de la discapacidad sería del 14,8% en 2020 (Berlinski, Duryea y Pérez-Vincent, 2021).

CUADRO 1.1  | � Tasas de prevalencia de la discapacidad (%)

País Global Urbana Rural

Promedio 15,1 14,7 16,7

Bolivia 5,6 5,0 7,2

Brasil 27,3 26,7 31,3

Chile 28,7 28,3 32,4

Colombia 15,6 15,3 16,7

Costa Rica 10,2 9,9 11,1

México 16,4 16,0 17,7

Panamá 11,9 12,0 11,8

Perú 4,8 4,5 5,7

Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile 
(2022), Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).

Al examinar las diferencias urbano-rurales se observa que las probabilidades de que las 
personas con discapacidad vivan en zonas rurales son ligeramente más altas (cuadro 1.1). 

2    Un instrumento para identificar a las personas con discapacidad. Véase el numeral 1 del recuadro 1.2 más 
adelante.
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Esto es particularmente cierto para Brasil y Chile, donde las tasas de prevalencia rurales y 
urbanas difieren en 4,7 y 4,2 puntos porcentuales respectivamente (cuadro 1.1).

También cabe destacar que las personas con discapacidad tienen más probabilida-
des de ser mayores. Un análisis del perfil etario muestra que la proporción de personas 
con discapacidad aumenta a medida que la población envejece, lo cual es consistente 
con los patrones de otras regiones (cuadro 1.2). En promedio, el 5,5% de los niños3 meno-
res de seis años tiene alguna discapacidad, en comparación con el 6,3% de los niños entre 
seis y 17 años, el 10,4% de los adultos entre 18 y 54 años y el 37,1% de los adultos mayores 
de 55 años. Esto ilustra el marcado aumento de la discapacidad en los grupos de edad 
más avanzada. Las diferencias en la prevalencia urbano-rural están directamente rela-
cionadas con las relativas a la edad. En promedio, las probabilidades de que las personas 
con discapacidad menores de 55 años vivan en zonas rurales son solo 0,7 puntos porcen-
tuales más altas; en otras palabras, no parece haber ninguna diferencia sistemática. Sin 
embargo, las personas con discapacidad de 55 años o más tienen 5,6 puntos porcentua-
les más probabilidades de vivir en zonas rurales que urbanas; las diferencias en puntos 
porcentuales oscilan entre 2,3 en Panamá y 9,7 en Chile.

CUADRO 1.2  |  Tasas de prevalencia de la discapacidad por edad y género (%)

País

0–6 6–17 18–54 55+

Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres

Promedio 5,5 6,2 4,8 6,3 6,6 5,9 10,4 9,8 11,0 37,1 34,9 39,0

Bolivia 0,7 0,9 0,5 1,7 1,7 1,7 3,0 3,1 2,9 23,9 22,4 25,2

Brasil 10,3 11,4 9,3 12,5 12,9 12,1 22,3 19,6 24,8 57,1 53,1 60,4

Chile 11,5 13,4 9,5 15,0 15,1 14,9 20,2 17,7 22,7 56,9 52,3 60,8

Colombia 9,9 10,3 9,5 5,9 6,4 5,4 10,8 10,6 11,0 40,5 39,1 41,7

Costa Rica 2,3 2,6 2,0 3,8 4,5 2,9 6,1 6,3 5,9 24,4 24,1 24,6

México 3,0 3,1 2,8 5,7 6,3 5,1 11,3 11,6 11,1 47,4 45,3 49,0

Panamá 5,3 6,6 4,0 3,5 3,6 3,5 6,8 6,2 7,4 33,3 29,5 36,7

Perú 1,4 1,8 0,9 2,1 2,5 1,7 2,8 3,2 2,4 13,4 13,2 13,6

Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile (2022), 
Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).

Esto también puede ilustrarse considerando la proporción de personas de cierta 
edad entre todas las personas con discapacidad (gráfico 1.1). En siete de los ocho países 
analizados, más de la mitad de todas las personas con discapacidad tiene 55 años o más. 
Aquellas entre 18 y 54 años representan entre el 26,5 y el 45,7% de todas las personas con 

3    Por cuestiones estrictamente de estilo, en este documento se usa el género masculino no marcado inclu-
sivo, independientemente del sexo de las personas.
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discapacidad, mientras que las personas menores de 18 años representan entre el 7,5 y 
el 12,6%. Estas cifras demuestran la fuerte correlación entre discapacidad y edad. Ade-
más, la edad promedio de las personas con discapacidad en todos los países analizados 
es 54 años, frente a 32 años de las personas sin discapacidad. Dada la evidente relación 
entre discapacidad y edad, esta última debe tenerse en cuenta a la hora de analizar los 
datos socioeconómicos sobre discapacidad y de diseñar políticas.
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 |  Distribución de edad entre personas con discapacidadGRÁFICO 1.1

Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile 
(2022), Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).

Por ejemplo, una comparación del nivel de educación entre personas con y sin disca-
pacidad, sin desagregar por grupo etario, podría sugerir que las personas con discapaci-
dad tienen un nivel de educación menor. Sin embargo, esta observación también podría 
reflejar los menores niveles de educación de generaciones de edad avanzada. Actual-
mente, la mayoría de los niños con discapacidad en la región asisten a la escuela y com-
pletan su educación primaria (capítulo 2).

Dado que las mujeres viven más en promedio, y que la discapacidad está íntimamente 
asociada con la edad avanzada, no sorprende que en promedio la prevalencia de la dis-
capacidad sea más alta entre las mujeres. En todos los países, excepto en Perú, hay más 
mujeres que hombres con discapacidad; las diferencias de género más marcadas se regis-
tran en Brasil y Chile, países que también exhiben la prevalencia de discapacidad más alta. 
Sin embargo, hasta los 17 años la prevalencia de la discapacidad es mayor en los hom-
bres que en las mujeres. A partir de los 18 años, aproximadamente, hay más mujeres que 
hombres con discapacidad, y la proporción aumenta con la edad. Ahora bien, aunque en 
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promedio la discapacidad es más prevalente en las mujeres que en los hombres, se debe 
reconocer que esto varía con la edad y por lo tanto el análisis de las políticas debe conside-
rar estos patrones por género y edad. Se necesita más información sobre las características 
demográficas y las condiciones de vida de las personas con discapacidad en instituciones 
residenciales a gran escala de la región, incluidos hospitales psiquiátricos, orfanatos y pri-
siones, ya sean de gestión pública o privada. En la mayoría de los países, estas instituciones 
están excluidas de los censos y las encuestas, y sus condiciones no se supervisan sistemá-
ticamente, en parte porque muchas están gestionadas por organizaciones no guberna-
mentales. Aunque algunos países han establecido normas e indicadores de calidad, como 
la limitación del número de residentes por centro, sigue sin estar claro si estas normas se 
supervisan activamente o se hacen cumplir. Varios informes sobre instituciones específi-
cas en la región han encontrado condiciones abusivas y una falta de mecanismos especí-
ficos para impedir los internamientos involuntarios (Ríos-Espinosa 2018; Rodríguez 2015). 
Además, entre los programas gubernamentales no residenciales dirigidos a personas con 
discapacidad, muy pocos monitorean condiciones de abuso y negligencia.

RECUADRO 1.2  Nota sobre las fuentes de datos

El análisis sobre la situación de las personas con discapacidad en América Latina y el Caribe se ha 
podido realizar gracias al uso de múltiples fuentes de datos de la región. Para la elaboración de 
este informe se establecieron los siguientes criterios para decidir las fuentes a utilizar:

	y Incluye la lista breve de preguntas del Grupo de Washington: Las encuestas incluyen varios 
métodos para identificar a las personas con discapacidad. Sin embargo, la lista breve de pre-
guntas del Grupo de Washington suscribe el modelo social de la discapacidad (recuadro 1.1), 
es concisa y ha sido validada en múltiples contextos (Groce y Mont, 2017).
	y Hace posible las comparaciones entre personas con y sin discapacidad: Es imposible esti-

mar las brechas por discapacidad sin datos sobre las personas con y sin discapacidad.
	y Contemporaneidad: Para asegurar que las estadísticas sean contemporáneas y evitar com-

paraciones intertemporales, se emplearon exclusivamente encuestas de 2021 en adelante.
	y Muestras de gran tamaño: No es posible hacer estimaciones representativas con muestras de 

tamaño reducido, especialmente cuando se trata de indicadores asociados con la educación 
que a menudo tienen que ser desagregados por edad y género, aunque la prevalencia de la 
discapacidad entre los niños es menor.
	y Exhaustividad de los indicadores: Teniendo en cuenta que este informe abarca múltiples 

ámbitos de la política pública, era imperativo que las fuentes de datos cubrieran una amplia 
gama de indicadores socioeconómicos.

Este informe se basa principalmente en análisis de las siguientes encuestas de hogares de 
la región, para las cuales se cumplen todos los criterios.

Si bien para este informe se consideraron otras fuentes de datos, se las excluyó porque no 
cumplían con todos los criterios. Por ejemplo, las Encuestas de Indicadores Múltiples por Con-
glomerados (MICS) o las Encuestas de Demografía y Salud (DHS) de la región tienen tamaños de 

(continúa en la página siguiente)
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muestra reducidos y no capturan la misma gama amplia de datos demográficos y socioeconómi-
cos. En la mayoría de los países de la región, la ronda de 2010 es el censo más reciente disponible, y 
en ese momento las preguntas del Grupo de Washington solo se incluían en algunos países. Dado 
que esta información data de hace poco más de 14 años, ya no ofrece representaciones actualiza-
das del estado de la inclusión de la discapacidad. Por último, algunos países de América Latina y el 
Caribe han realizado encuestas sobre discapacidad, aunque muchas se han llevado a cabo exclu-
sivamente entre personas con discapacidad, lo cual limita la posibilidad de hacer comparaciones 
con personas sin discapacidad. Además, las encuestas de discapacidad suelen ser extensas por lo 
que se enfocan en muestras más pequeñas, lo cual limita la posibilidad de hacer análisis desagre-
gados representativos. Por lo tanto, los censos poblacionales, las Encuestas de Indicadores Múl-
tiples por Conglomerados (MICS), las Encuestas de Demografía y Salud (DHS), y las encuestas de 
discapacidad no son las principales fuentes de datos de este informe, en el cual de todas mane-
ras se citan los resultados de análisis anteriores de las mismas, cuando se considera pertinente.

CUADRO R1.1  |  Fuentes de los datos

País Nombre de la encuesta Año

Brasil Pesquisa Nacional por Amostra de Domicílios Contínua (PNADC) 2022

Bolivia Encuesta Continua de Hogares (ECH) 2021

Chile Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN) 2022

Colombia Gran Encuesta Integrada de Hogares (GEIH) 2022

Costa Rica Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO) 2022

México Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (ENIGH) 2022

Panamá Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples (EHPM) 2022

Perú Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO) 2022

Nota: Aunque la gran mayoría de los países que utilizan estas preguntas siguen las directrices del Grupo de 
Washington (la lista breve del Grupo de Washington sobre funcionalidad [WG-SS]), hay dos excepciones: 
Costa Rica (ENAHO, 2022) y Perú (ENAHO, 2022). Si bien estos dos países usan las preguntas del WG-SS, 
allí las opciones de respuesta son binarias (sí/no), en lugar de una escala de dificultad (ninguna dificultad/
alguna dificultad/mucha dificultad/no puedo hacerlo). Fin del recuadro

Principios de la política de inclusión de la discapacidad

Las personas con discapacidad y sus familias deben poder postular y beneficiarse de todas 
las políticas, programas y servicios públicos disponibles en igualdad de condiciones que 
los demás. Para garantizar un acceso equitativo a los principales programas gubernamen-
tales, los proveedores de servicios deben tener en cuenta las necesidades de las personas 
con discapacidad. Con este objetivo, los gobiernos pueden beneficiarse de la aplicación 
de cuatro principios fundamentales en todas sus políticas y oferta programática: (1) diseño 
universal y accesibilidad, (2) ajustes razonables, (3) desestigmatización y esfuerzos de sen-
sibilización, y (4) autonomía y capacidad jurídica. Dado que estos principios rigen en todos 

RECUADRO 1.2  Nota sobre las fuentes de datos(continuación)
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los ámbitos de las políticas públicas, se abordan directamente en esta introducción y no 
en los capítulos individuales sobre educación, salud, mercados laborales y protección 
social. La evidencia rigurosa sobre intervenciones centradas en estos principios es escasa 
o nula, razón por la cual no se dedica un capítulo separado a su discusión.

Diseño universal y accesibilidad

El concepto de diseño universal se desarrolló inicialmente en el contexto de la arqui-
tectura, para que todas las edificaciones e infraestructuras se diseñaran considerando 
desde el comienzo la accesibilidad, es decir, para que todas las personas pudieran usarlas 
y evitar adaptaciones costosas después. Por ejemplo, al construir una entrada con rampa, 
los planificadores aseguran que las personas que tienen dificultades para subir escaleras 
puedan entrar. Esto no solo incluye a los usuarios de sillas de ruedas, sino también a per-
sonas de edad avanzada o a quienes transportan o empujan objetos con ruedas. Modifi-
car una entrada existente para incluir una rampa después de que la edificación ha sido 
construida resulta mucho más complejo y costoso.

En la actualidad, los conceptos de diseño universal y accesibilidad no solo se utilizan 
para orientar la construcción, sino también para guiar el diseño de la experiencia de usua-
rio. Esto es particularmente relevante en la prestación de servicios públicos. Por ejem-
plo, una oficina pública que ofrece información impresa en diversos formatos como letra 
grande o en varias lenguas puede evitar tener que pagar por las traducciones o intérpre-
tes que se necesitarían si, por ejemplo, la letra del texto fuera demasiado pequeña como 
para que lo pueda leer una persona con discapacidad visual o si el beneficiario sola-
mente hablara una lengua indígena. Esto también aumentaría la eficiencia de la presta-
ción de los servicios. Por eso, cuando desde el comienzo se planifican la infraestructura 
y los servicios teniendo en cuenta el diseño universal y la accesibilidad, los costos futuros 
de adecuación se reducen, al tiempo que se asegura la eficiencia y un acceso equitativo. 
La mayoría de los países de la región han expedido marcos jurídicos que rigen la acce-
sibilidad universal en la infraestructura pública, particularmente en las construcciones 
nuevas, incluidas las instalaciones de los sectores de la salud y la educación (Bregaglio 
Lazarte, 2021). Aunque la mayoría de los países de América Latina y el Caribe han incluido 
estas disposiciones en la legislación nacional, la accesibilidad de los servicios públicos 
sigue siendo poca para las personas con discapacidad, porque los requisitos legales no 
están descritos en regulaciones coherentes y consistentes, y porque la vigilancia del cum-
plimiento es deficiente (World Bank, 2021).

La información disponible sobre accesibilidad de los servicios es escasa. Sin embargo, 
es probable que muchos servicios e infraestructura públicos no sean accesibles, lo cual 
impide el uso de los programas que allí se ofrecen. Sin embargo, muchos países están 
realizando esfuerzos importantes dirigidos a promoverla. Por ejemplo, varios países, entre 
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ellos Chile y la República Dominicana, están evaluando y mejorando la accesibilidad digi-

tal de sitios web y plataformas públicas para cumplir con las normas internacionales. En 

Colombia, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, MINTIC, 

junto con la Agencia Nacional Digital, ha desarrollado guías y contenidos para apoyar a 

las entidades públicas en la implementación de la accesibilidad digital (Correa-Barros et 

al., 2024). Por su parte, el gobierno de Brasil ha elaborado una guía de mejores prácticas 

sobre accesibilidad digital con apoyo del gobierno del Reino Unido. Brasil destaca, entre 

otros países, por el aprovechamiento de la inteligencia artificial para crear un intérprete 

animado o avatar disponible en los sitios web gubernamentales, el cual proporciona 

interpretación automática en tiempo real del portugués a la lengua de señas brasilera 

(Libras). La presencia del intérprete animado es particularmente útil en casos de videos 

sin subtitulado, ante la falta de intérpretes humanos de lengua de señas (SGD/MGI et al., 

2023). La plataforma está disponible en 120.000 sitios web y proporciona tres millones de 

traducciones por mes. A pesar de estos esfuerzos innovadores, todavía queda un largo 

camino por recorrer. Por ejemplo, un análisis de las principales plataformas públicas de 

los países de América Latina y el Caribe revela que hay cuatro países cuyas plataformas 

son completamente ilegibles para usuarios de lectores de pantalla, mientras que en los 

otros 19 países son parcialmente accesibles pero necesitan mejoras; solamente la plata-

forma de Ecuador es plenamente accesible para usuarios de lectores de pantalla (Pallero 

y Márquez, 2023).

Ajustes razonables

Si bien el diseño universal y la accesibilidad garantizan que la mayoría de las personas 

puedan usar las instalaciones y los servicios, es posible que algunas requieran ajustes 

adicionales. Por ajustes se entienden todas aquellas adaptaciones del entorno o en los 

servicios que facilitan el acceso y la participación (Duryea, Salazar y Pinzón, 2019). Se con-

sideran razonables cuando no imponen dificultades excesivas —monetarias o de otro 

tipo— a la institución que presta el servicio. Aunque el concepto de ajuste razonable es 

más conocido en el contexto del empleo y la educación (véanse los capítulos 2 y 4), es 

igualmente pertinente en todos los entornos donde se prestan servicios públicos. Por 

ejemplo, incluso cuando una institución de salud es plenamente accesible, algunas per-

sonas ciegas pueden necesitar la ayuda de un perro guía para desplazarse por sus insta-

laciones. Sería poco razonable e inseguro permitir la entrada de cualquier animal, pero 

debería contemplarse una excepción para los perros guía y animales de servicio. Esto 

constituiría un ajuste razonable, dado que no impone dificultades excesivas la institución 

del caso. De hecho, la mayoría de ajustes razonables son de bajo costo y solo requieren 

adaptaciones sencillas.
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Aun así, existe la necesidad imperiosa de contar con sistemas para financiar y coor-
dinar dichos ajustes razonables, especialmente los más complejos y de costos elevados, 
como por ejemplo la interpretación en lengua de señas. Si bien la mayoría de las legis-
laciones de los países de América Latina y el Caribe (al menos en 19 de ellos) incluyen 
disposiciones relacionadas con el derecho a ajustes razonables (Bregaglio Lazarte, 2021), 
existen pocas iniciativas en gran escala destinadas a financiarlos y a proporcionarlos en 
el ámbito de los servicios gubernamentales.

Una excepción importante son los programas públicos de interpretación en lengua 
de señas. Por ejemplo, en Colombia el Ministerio de las Tecnologías de Información y 
Comunicaciones, junto con la Federación Nacional de Sordos de Colombia (FENASCOL), 
financia y gestiona el Centro de Relevo de la Interpretación. El centro emplea intérpre-
tes de lengua de señas que prestan los respectivos servicios para las personas y trabaja-
dores públicos sordos a través de videollamada. Esta herramienta disminuye los costos 
y las barreras asociadas con tener que contar con intérpretes de turno y en persona en 
todos los organismos públicos, a la vez que constituye un ajuste razonable para quienes 
lo requieran. A marzo de 2024, el Centro de Relevo de Colombia reporta haber benefi-
ciado a cerca de 60.000 personas mediante la interpretación de cerca de seis millones de 
llamadas (Gobierno de Colombia, s.f.). Otros países están implementando servicios simi-
lares de interpretación virtual en lengua de señas en tiempo real; tal es el caso del cuerpo 
policial Carabineros de Chile, y el de los servicios municipales de Guadalajara en México.

Desestigmatización y sensibilización

Muchas de las concepciones erróneas sobre la discapacidad perduran en la sociedad. 
Existe la creencia más o menos generalizada, y equivocada, de que las personas con dis-
capacidad son incapaces de estudiar, trabajar, tomar sus propias decisiones, tener una 
familia, y en general llevar una vida “normal”. Esto se deriva de suposiciones incorrectas 
acerca de que las personas con discapacidad están enfermas y/o carecen de la capaci-
dad intelectual o física necesaria para ser independientes. En algunos contextos, cier-
tas comunidades han llegado a creer que la discapacidad es una forma de castigo. A una 
larga historia de exclusión social y económica, durante la cual se han establecido incluso 
instituciones segregadas y aisladas de la sociedad, se suma este tipo de creencias que 
han dado lugar a la estigmatización de la discapacidad, un fenómeno que prevalece 
(Duryea, Salazar y Pinzón, 2019). Tal actitud puede conducir a una discriminación abierta 
de las personas con discapacidad en la prestación de servicios públicos, al tiempo que las 
desincentiva a participar en programas públicos. La región de América Latina y el Caribe 
no es la excepción, por lo que varios países en la actualidad reconocen activamente en 
su legislación el derecho a la no discriminación por razones de discapacidad (Bregaglio 
Lazarte, 2021).
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Las políticas públicas deben ir acompañadas de iniciativas que promuevan la sen-
sibilización para reducir el estigma y la discriminación, especialmente entre trabajado-
res del sector público, las propias personas con discapacidad y la sociedad en general. 
Las campañas de comunicación públicas, la formación focalizada de empleados guber-
namentales y los sistemas de denuncia por acoso y discriminación son ejemplos de tales 
iniciativas. La representación general de las personas con discapacidad en los medios 
de comunicación masivos también es esencial, y las iniciativas como los juegos paralím-
picos pueden contribuir a cambiar las percepciones erróneas (Heumann, Salas y Hess, 
2019). Asimismo, los programas públicos deben evitar la prestación segregada de ser-
vicios generales para evitar que se perpetúe la idea de “nosotros” versus “ellos”. Esto no 
significa, sin embargo, que los gobiernos no deban ofrecer programas focalizados para 
abordar las necesidades específicas de las personas con discapacidad.

Autonomía

Históricamente, el enfoque de las políticas públicas de discapacidad ha sido muy pater-
nalista debido a la idea errónea de que las personas con discapacidad no son aptas para 
tomar sus propias decisiones y vivir de forma independiente (Duryea, Salazar y Pinzón, 
2019). Es imperativo que las propias políticas y programas públicos no perpetúen acti-
tudes paternalistas hacia la discapacidad y que promuevan la autodeterminación de las 
personas con discapacidad. Al hacerlo, las personas sin discapacidad pueden apoyar a las 
personas con discapacidad para que vivan de forma independiente y contribuyan activa-
mente a la sociedad.

El proceso comienza por implementar importantes reformas legislativas en rela-
ción con la capacidad jurídica, es decir, la capacidad de las personas de tomar sus pro-
pias decisiones y ejercer sus derechos por sí mismas. El artículo 12 de la CDPD obliga 
a los países a proporcionar a las personas con discapacidad acceso al apoyo que pue-
dan requerir para ejercer su capacidad jurídica. Esto incluye a las personas con disca-
pacidad intelectual o psicosocial, que históricamente han sido sometidas a tutela o 
interdicción sencillamente por el hecho de tener una discapacidad, sin que se hayan 
sometido a una evaluación integral y exhaustiva de su capacidad para tomar sus pro-
pias decisiones.

Costa Rica, Colombia, México y Perú están a la vanguardia mundial en materia de 
legislación sobre capacidad jurídica, pues han adoptado reformas que eliminan la inter-
dicción basada en la discapacidad, sustituyéndola por diversas formas de apoyo. Sin 
embargo, todavía hay mucho por hacer en lo que se refiere a implementar y monitorear 
estos cambios legislativos, que deben traducirse en cambios concretos en las políticas 
y programas públicos. Por ejemplo, algunos países están transformando sus progra-
mas de transferencias monetarias por discapacidad, de modo que estas sean recibidas y 
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gestionadas directamente por los beneficiarios con discapacidad y no por otro miembro 
de la familia (véase el capítulo 5).

Entonces, ¿qué otras medidas se pueden tomar?

Todas las políticas y programas deben considerar el diseño universal, la accesibilidad, la 
implementación de ajustes razonables, la desestigmatización, la sensibilización y la pro-
moción de la autonomía. Garantizar que la prestación de servicios públicos esté orien-
tada por estos principios es el primer paso para lograr que los principales programas sean 
inclusivos de las personas con discapacidad. Sin embargo, las personas con discapacidad 
también se enfrentan a otras barreras y brechas que los programas públicos convencio-
nales no abordan y que son específicas a los distintos ámbitos de política pública, fun-
damentalmente relacionados con la educación, la salud, el empleo y la protección social. 
Muchos países han puesto en marcha políticas y programas específicos en materia de 
discapacidad para abordar estas barreras y brechas, cuyos niveles de inversión varían.

Un estudio reciente en el que se examina el gasto fiscal en políticas y programas de 
discapacidad en ocho países de la región (Argentina, Brasil, Chile, Guatemala, México, 
Paraguay, Perú y Uruguay), sugiere que los recursos dedicados a la inclusión varían 
ampliamente entre países (Astudillo y Pessino, próximo a publicarse). El análisis fiscal 
considera iniciativas dirigidas a financiar programas cuyo objetivo específico sea abor-
dar temas de discapacidad; no se incluyeron gastos indirectos, como por ejemplo el otor-
gamiento de subsidios a personas con discapacidad dentro de programas generales de 
transferencias monetarias. Los autores establecen que el gasto asignado a los programas 
de discapacidad varía entre el 0,04 y el 6% del presupuesto global de un determinado 
país, o entre el 0,01 y 1,5% del PIB nacional. En la mayoría de los países, los porcentajes son 
considerablemente inferiores al promedio de 2,6% del PIB de los países europeos (Portillo 
et al., 2021). No obstante, los países de América Latina y el Caribe están asumiendo impor-
tantes compromisos fiscales para la inclusión de la discapacidad. Es imperativo garanti-
zar que este gasto se destine a políticas y programas basados en evidencia y altamente 
efectivos. Dado que la base empírica es incipiente y los datos sobre costos también son 
limitados, este informe se centra principalmente en la eficacia de las políticas. A conti-
nuación se resumen las principales conclusiones que surgen del análisis de las cifras, del 
mapeo de las políticas y del examen de la evidencia que se ofrece en cada capítulo del 
presente documento.

El capítulo 2 se centra en examinar evidencia relativa a la política de educación. 
Varios países han tenido éxito en lo que se refiere a cerrar la brecha de matrícula en la 
escuela primaria entre los alumnos con y sin discapacidad, y en algunos, especialmente 
en Brasil y Chile, prácticamente se ha logrado cerrar también la brecha en la secundaria. 
Sin embargo, en países como Bolivia y Perú todavía se registran brechas considerables 
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en todos los niveles, mientras que en varios países hay una proporción considerable de 
estudiantes con discapacidad en escuelas especiales. Cabe destacar que Brasil y Chile, 
que han tenido más éxito en reducir los diferenciales de matrícula, también tienen una 
menor proporción de estudiantes con discapacidad en escuelas especiales. Estos dos 
países han adoptado diferentes modelos para lograr la inclusión en las escuelas regula-
res. En Chile, las escuelas reciben un bono especial por cada alumno con discapacidad 
matriculado, mientras que Brasil ha ampliado la disponibilidad de salas de recursos. Por 
otra parte, existe evidencia positiva sobre el efecto de las intervenciones vocacionales en 
los países desarrollados, particularmente cuando se implementan en la escuela secunda-
ria. Esta prometedora estrategia podría implementarse en la región, para posteriormente 
evaluarla de manera rigurosa.

En el capítulo 3 se estudia la evidencia correspondiente a políticas públicas de salud. 
Los datos disponibles no indican disparidades significativas por condición de discapaci-
dad en el acceso a seguro de salud. Sin embargo, sí sugieren que las personas con dis-
capacidad asignan una mayor parte de su presupuesto a estos gastos, lo cual puede 
constituir una señal de que existe una necesidad insatisfecha de servicios adicionales. 
Además, si bien no se registran diferencias en los niveles de cobertura, sí es probable que 
haya brechas para las personas con discapacidad en la búsqueda y obtención de asis-
tencia médica cuando la necesitan, tal y como lo muestran los datos de las encuestas de 
discapacidad. Dado que las encuestas de hogares no incluyen preguntas sobre servicios 
médicos específicos, no es posible estimar las verdaderas necesidades de atención de 
salud insatisfechas para las personas con discapacidad, siendo este un ámbito en el que 
se podrían mejorar las encuestas en toda la región. La mayoría de los países ofrecen pro-
gramas de tamizaje neonatales y la evidencia respalda firmemente esta intervención. Sin 
embargo, las condiciones sujetas a tamizaje difieren de un país a otro.

El capítulo 4 se centra en examinar la evidencia sobre la política de mercado laboral. 
Las personas con discapacidad tienen menos acceso a empleo, especialmente en el sec-
tor formal, y a menudo reciben salarios más bajos, incluso después de considerar su edu-
cación y experiencia. Varios países de la región han adoptado cuotas de empleo para las 
personas con discapacidad, aunque la evidencia en relación con su efectividad es diversa. 
Otras políticas de mercado laboral, como la gestión de casos y los subsidios salariales, 
han tenido impactos positivos en los países desarrollados. Sin embargo, estas estrategias 
no han sido estudiadas ni implementadas ampliamente en la región.

El capítulo 5 se centra en estudiar la evidencia relativa a programas de protec-
ción social. Aunque las tasas de pobreza tienden a ser mayores en los hogares con 
algún miembro con discapacidad, esto no ocurre en todos los países. Sin embargo, sí 
se observa que los hogares donde hay algún miembro con discapacidad tienen más 
probabilidades de pertenecer a los quintiles de ingresos familiares más bajos. El 22,6% 
de los hogares con algún miembro con discapacidad se encuentran en el quintil de 
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ingresos más bajos, comparados con el 16,8% de los hogares sin miembros con dis-
capacidad. Al mismo tiempo, los hogares con miembros con discapacidad tienden a 
tener gastos de salud más altos y mayor inseguridad alimentaria. En la región, las trans-
ferencias monetarias tradicionales y las pensiones no contributivas cubren a las perso-
nas con discapacidad, y deberían considerarse como un mecanismo idóneo para llegar 
a ellas. Asimismo, los niveles de subsidios deberían tener en cuenta las necesidades de 
gastos más altos en los hogares donde hay algún miembro con discapacidad. Las ini-
ciativas presupuestarias específicas dirigidas a las personas con discapacidad varían 
considerablemente de un país a otro. Y aunque Argentina, Brasil y Uruguay se acer-
can a los compromisos fiscales de los países europeos, otros solo gastan aproximada-
mente el 0,01% de su presupuesto (capítulo 5). En relación con programas de cuidado 
y apoyo para personas con discapacidad, la región ha implementado diversas políticas 
de alcance limitado, pero se requiere evidencia sistemática sobre sus efectos y costos. 
Sin embargo, en los siete países, los gastos en protección social —particularmente en 
transferencias no contributivas por discapacidad— representan los porcentajes más 
altos del gasto en discapacidad. La región ha implementado diversas transferencias 
monetarias por discapacidad, las cuales representan la mayor parte del presupuesto 
dedicado a la discapacidad en Argentina, Chile, Brasil, México, Paraguay y Uruguay 
(Astudillo y Pessino, próximo a publicarse).

Este informe es una invitación a reexaminar lo que sabemos sobre las políticas en 
materia de discapacidad y a identificar las principales brechas de conocimiento. El aná-
lisis de la efectividad de diferentes políticas públicas revela oportunidades para mejorar 
la inclusión en la región y documenta numerosas áreas en las que se necesita evidencia 
más sólida. La priorización de la agenda de investigación, así como la investigación en sí, 
deben ser un proceso inclusivo. En el cuadro 1.3 se describe una primera etapa de lo que 
será un proceso de largo plazo.

RECUADRO 1.3  Establecer prioridades de investigación

En este informe se documentan las importantes brechas de conocimiento que existen sobre las 
políticas, medidas y programas que funcionan cuando se trata de promover la inclusión de per-
sonas con discapacidad. Dado que los recursos —tanto de tiempo como de financiamiento— son 
limitados, es importante establecer cuáles son las brechas de investigación que se consideran 
críticas por parte de las personas más interesadas.

El Banco Interamericano de Desarrollo está llevando a cabo una encuesta en línea en tres 
idiomas (inglés, portugués y español) para conocer los puntos de vista de las personas de la región, 
especialmente de las personas con discapacidad y sus familias, sobre cuáles son las políticas e 
intervenciones que deberían estudiarse en primer lugar. La encuesta es accesible y permite a 
los participantes ajustar el texto, el contraste y el color, además de que es plenamente compa-
tible con tecnologías de asistencia como son los lectores de pantalla. Además, los encuestados 

(continúa en la página siguiente)
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pueden responderla en formatos fáciles de leer, de conversión de texto a voz y de contestación 
vía voz, utilizando el habla en vez del teclado. A mayo de 2024, 17 encuestados (11%) habían uti-
lizado estos formatos alternativos para responder la encuesta. En este recuadro se presentan 
los resultados obtenidos hasta esa fecha. Sin embargo, la encuesta sigue aceptando respuestas 
hasta junio de 2025.a

Si bien la tasa de respuestas a la encuesta hasta ahora ha sido baja (150 respuestas de 20 paí-
ses de la región), se registra una alta proporción de encuestados con discapacidad o de personas 
que viven con familiares con discapacidad (69 y 15% respectivamente). Por lo tanto, aunque sus 
resultados distan mucho de ser representativos, dadas las dificultades para encuestar a personas 
con discapacidad, sí proporcionan puntos de vista que se pueden analizar en mayor profundidad 
en futuras iniciativas. Los participantes han sido predominantemente mujeres (68%) y residentes 
de zonas urbanas (81%). La edad promedio de los encuestados es 46 años.

A los encuestados se les pregunta qué ámbitos de las políticas consideran más importantes 
como tema de estudio. Sus puntos de vista se pueden resumir de la siguiente manera:
	y La prioridad sectorial número uno son las políticas públicas sobre educación. El 50% de los 

encuestados opinó que este es el tema de investigación más importante, relativo a las áreas 
de empleo, protección social y salud (19, 18 y 13% respectivamente). El estudio de políticas públi-
cas educativas es la principal prioridad, independientemente de si el encuestado tiene expe-
riencia o no con la educación especial (ya sea la suya propia o la de un miembro de su familia).
	y El 75% de los encuestados expresó que estudiar las sinergias e interacciones entre políticas y 

programas de discapacidad es un asunto de vital importancia (en una escala de cinco puntos 
que va desde no importante en absoluto hasta absolutamente importante).
	y El 78% de los encuestados declaró que el estudio de los efectos de las campañas de toma de 

conciencia centradas en la discapacidad también es absolutamente importante (en una escala 
de cinco puntos que va desde no importante en absoluto hasta absolutamente importante).

También se preguntó a los encuestados qué políticas específicas dentro de la educación, el 
empleo, la protección social y la política de salud consideraban más importantes como tema de 
estudio. Los resultados de la encuesta para cada ámbito obtenidos a mayo de 2024 se resumen 
en recuadros al final de los capítulos correspondientes del presente informe. Fin del recuadro

a Si usted quiere expresar su opinión sobre las prioridades de investigación para la inclusión de las 
personas con discapacidad, por favor llene la encuesta en el siguiente enlace hasta junio de 2025: 
https://accessiblesurveys.com/s2/-NoXa0IViThWvED1daoy.

RECUADRO 1.3  Establecer prioridades de investigación (continuación)
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Capítulo 2

Educación

Cómo asegurar una educación equitativa para niños y niñas con 
discapacidad

Los niños1 con discapacidad y dificultades de aprendizaje representan aproximadamente 
entre el 10 y el 15% de la población en edad escolar (es decir, entre los 6 y los 17 años) en 
América Latina y el Caribe. Esto equivale a entre 12,5 y 18, 9 millones de niños que tie-
nen alguna combinación de: (1) discapacidades visuales, auditivas, físicas y psicosociales; 
(2) dificultades de aprendizaje, a saber, desafíos en la manera en que el cerebro recibe y 
procesa información; o (3) discapacidades de aprendizaje, es decir, dificultades específi-
cas que influyen en su capacidad de aprender (recuadro 2.1). Al igual que los demás, los 
niños con discapacidad tienen derecho a ir a la escuela y a recibir una educación de cali-
dad. La educación inclusiva, en la cual los niños con y sin discapacidad aprenden juntos 
en la misma aula beneficiándose de un programa de estudios común, aunque diferen-
ciado, se considera a la vez un derecho y un medio para asegurar el acceso a las mismas 
oportunidades. A lo anterior se agrega un argumento económico para invertir en la edu-
cación de los niños con discapacidad: además de constituir un entorno donde los alum-
nos adquieren habilidades interpersonales y de autodeterminación, la escuela fomenta 
destrezas que aumentarán la productividad laboral posteriormente. Así, la escuela eleva 
el potencial de ingresos futuros y disminuye la probabilidad de vivir en la pobreza o de 
tener que depender de sistemas de protección social en la edad adulta.

La educación inclusiva está avalada por diversos marcos jurídicos internacionales y 
nacionales. El derecho de las personas con discapacidad a tener acceso a la educación en 
condiciones de igualdad está consagrado en el Artículo 24 de la Convención de las Nacio-
nes Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) (ONU, 2007), 

1    Por cuestiones estrictamente de estilo, en adelante se usará el género masculino no marcado inclusivo, 
independientemente del sexo de las personas.

2
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la cual ha sido ratificada por todos los países de América Latina y el Caribe. El objetivo 4.5 
de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de las Naciones Unidas destaca especí-
ficamente la necesidad de asegurar la igualdad de acceso para las personas con disca-
pacidad en la creación y provisión de entornos de aprendizaje de alta calidad (ONU, s.f.). 
El marco para una educación inclusiva fue elaborado por la Conferencia Mundial sobre 
Necesidades Educativas Especiales de 1994 (Ainscow y César, 2006). Se considera que 
la Declaración de Salamanca, aprobada por la Conferencia, es el primer instrumento 
internacional que avaló la educación inclusiva para los niños con necesidades diversas 
(UNESCO, 1994). En el ámbito nacional, numerosos países de América Latina y el Caribe 
han demostrado un compromiso legal con la escolarización inclusiva de los niños con 
discapacidad. Hasta 2021, 16 países de la región habían reconocido el derecho a ajustes 
razonables en la educación en los niveles de primaria y secundaria, y 11 lo habían recono-
cido para el nivel terciario.2

RECUADRO 2.1  �Población objetivo: niños y jóvenes con discapacidad y 
dificultades de aprendizaje

Entre los desafíos conocidos que surgen en la medición e identificación de la discapacidad en niños, 
algunos son particularmente relevantes para el sector educativo. Primero está el patrón común 
del subreporte de la discapacidad en niños en encuestas de hogares y censos, incluso cuando se 
utilizan los estándares más altos de medición, a saber, las preguntas del Grupo de Washington 
(GW).a Tanto padres como maestros pueden temer a estigmatizar o a etiquetar a los niños, o pue-
den no ser capaces de interpretar las preguntas sobre dificultades funcionales. Asimismo, los niños 
tienen menos probabilidades de pasar por procesos de certificación nacional de discapacidad en 
comparación con los adultos, dado que también es posible que los padres deseen evitar que se 
etiquete a sus hijos. Cabe notar igualmente que los programas sociales disponibles para niños con 
certificación de discapacidad por lo general no proporcionan subsidios monetarios, o cuando sí los 
otorgan se entregan en montos inferiores a los de los programas de adultos.

En aras de mejorar la identificación de la discapacidad en niños, se han desarrollado ins-
trumentos específicos como el Módulo sobre el Funcionamiento de Niños (CFM por las siglas en 
inglés de Child Functioning Module) de GW/UNICEF, el cual consta de 24 preguntas para niños 
entre 5 y 17 años, respondidas por uno de sus padres, el principal responsable de su cuidado o un 
maestro. La estimación de que entre el 10 y el 15% de los niños de 5 a 17 años en la región tiene 
alguna discapacidad se basa en un cálculo global realizado para 44 países utilizando las pregun-
tas del módulo mencionado (Emerson y Llewellyn, 2023), así como en estimaciones realizadas para 
Chile, donde tanto las encuestas de hogares como los datos del censo y fuentes administrativas 

2    Solo dos países no reconocen jurídicamente este derecho en el ámbito de la escuela primaria (Barbados y 
Surinam), mientras que siete no lo reconocen para el nivel terciario (Barbados, Bahamas, Belice, Guyana, Haití, 
Jamaica y Surinam). Por otro lado, 13 países cuentan con leyes que obligan a que la infraestructura educa-
tiva en todos los niveles sea físicamente accesible (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador, Haití, Honduras, 
México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay), mientras que en seis existe la obligación 
de que el gobierno proporcione materiales de aprendizaje accesibles (Brasil, Costa Rica, Honduras, México, 
Paraguay y Perú).

(continúa en la página siguiente)
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proporcionan cifras dentro de ese rango. El CFM contiene un mayor número de preguntas que el 
GW y suele incluirse con mayor frecuencia en encuestas específicas sobre bienestar infantil que 
en censos, encuestas de hogares o encuestas del mercado laboral. En las encuestas de hogares 
empleadas en este informe se utilizan las preguntas tradicionales del GW, aunque algunos paí-
ses (como Chile) están comenzando a implementar el CFM en sus encuestas de hogares y censos.

Un desafío relacionado tiene que ver con la medición de las dificultades de aprendizaje 
de niños y jóvenes. En numerosos entornos educativos se utiliza el término “necesidades espe-
ciales” para referirse tanto a los alumnos con discapacidad como a aquellos con dificultades de 
aprendizaje. Estas últimas caben en la definición de discapacidad si constituyen una barrera a la 
participación. Los niños con dificultades de aprendizaje configuran una población en riesgo de 
desarrollar discapacidades de aprendizaje, si es que todavía no las han desarrollado. En este capí-
tulo se consideran diversos instrumentos que se pueden utilizar para detectar y evaluar correc-
tamente a los estudiantes con discapacidad y dificultades de aprendizaje. De acuerdo con la 
literatura, cuando se hace referencia a los niños con discapacidades se incluye a los niños con 
dificultades de aprendizaje. Fin del recuadro

a Un instrumento para identificar a las personas con discapacidad. Véase el numeral 1 del recuadro 1.2 en 
el capítulo 1.

Si bien es cierto que hay un compromiso sólido orientado a promover la educación 
inclusiva, la región aún no ha abandonado del todo las modalidades segregadas (Brega-
glio Lazarte, 2021). Existen circunstancias en las que los niños con discapacidad se pue-
den beneficiar cuando asisten a escuelas especiales o reciben una instrucción separada 
en escuelas regulares. Por ejemplo, los niños sordos se pueden beneficiar de la exposi-
ción cultural y lingüística que obtienen al estudiar en escuelas para sordos. El Artículo 24 
de la CDPD favorece los entornos que maximizan el desarrollo académico y social de los 
niños sordos y ciegos.

Dado el interés en promover la escolarización de niños con discapacidad, es impe-
rativo prestar apoyo a los países de la región en la tarea de comprender qué funciona en 
la educación inclusiva y cómo se puede mejorar el aprendizaje de los alumnos. En este 
capítulo se abordan: (1) el estado de la educación para las personas con discapacidad en 
la región, y (2) los resultados de intervenciones previas focalizadas en estudiantes con 
discapacidad.

Alumnos con discapacidad en la región: estadísticas y tendencias

En la región, la mayoría de niños con discapacidad se encuentran matriculados en la 
escuela y completan como mínimo seis años de educación. Sin embargo, la compara-
ción de estos resultados con los resultados educativos de todos los adultos con y sin dis-
capacidad revela discrepancias importantes. Las brechas en indicadores de educación 

RECUADRO 2.1  �Población objetivo: niños y jóvenes con discapacidad y 
dificultades de aprendizaje (continuación)
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entre adultos con y sin discapacidad a menudo son marcadas, pero estos resultados por 
lo general son matizados cuando se consideran factores como la edad. Las experiencias 
educativas de muchos adultos ocurrieron hace décadas, lo cual es particularmente cierto 
en el caso de personas con discapacidad, que suelen tener un perfil de edad mayor. Para 
una evaluación más precisa del desempeño de los sistemas educativos, en el siguiente 
análisis se comparan los resultados por estatus de discapacidad entre cohortes recientes 
utilizando encuestas de hogares y datos administrativos actuales.3

Como se observa en el gráfico 2.1, las tasas de matrícula de los niños con discapaci-
dad en edad de asistir a la escuela primaria (de 6 a 11 años) son del 70% o más en los ocho 
países con encuestas de hogares recientes disponibles.4 En cinco de estos ocho, esas 
tasas son similares a las de sus pares sin discapacidad, siendo las brechas de entre 1,0 y 
5,4 puntos porcentuales. Sin embargo, en Perú, Bolivia y Colombia las brechas de matrí-
cula en niños en edad de asistir a la escuela primaria son considerables.5
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GRÁFICO 2.1 Tasas de matrícula de niños en edad de asistir a la escuela primaria,
6 a 11 años (%)
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile 
(2022), Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
Nota: Las estimaciones utilizan las preguntas del Grupo de Washington (GW) para identificar a los niños con 
discapacidad. Las dificultades de aprendizaje son capturadas por las preguntas del GW en relación con la 
comunicación y la cognición.

3    Uno de los problemas de los datos de las encuestas de hogares es que no incluyen a los niños que viven 
en instituciones. Se trata de un área donde se requieren mediciones más precisas.
4    Las tasas de matrícula siguen la metodología de la UNESCO (UNESCO, 2024a) según la cual las edades 
de educación primaria comprenden a niños entre 6 y 11 años y las de secundaria a niños entre 12 y 17 y años. 
El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF, 2022) sigue la misma metodología. La discapacidad 
se evalúa con base en las preguntas del Grupo de Washington.
5    Las brechas más marcadas en Perú y Bolivia pueden reflejar las tasas de prevalencia más bajas registradas 
en las encuestas de los hogares, dado que tales tasas tienden a detectar niveles más elevados de discapacidad.
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En algunos países —sobre todo en Brasil y Chile—, más de dos tercios de los niños 
culminan la escuela secundaria, y la brecha entre aquellos que se matriculan en la escuela 
primaria y en la secundaria es reducida. Sin embargo, por lo general las brechas de matrí-
cula son mayores en las edades correspondientes a secundaria. La brecha promedio 
aumenta de 7,5 puntos porcentuales en los años de primaria a 10 en la secundaria. Esto 
sugiere que los esfuerzos encaminados a reducirlas deberían centrarse en la educación 
secundaria. Con más de 20 puntos porcentuales, Bolivia y Perú registran brechas espe-
cialmente pronunciadas de matrícula en la secundaria (gráfico 2.2), las cuales se prolon-
gan a partir de las observadas desde la primaria. Esto implica una dificultad generalizada 
para lograr inclusión en la matrícula, independientemente del nivel educativo.
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GRÁFICO 2.2 Brechas en las tasas de matrícula en edades de escuela secundaria,
12–17 años (%)
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile 
(2022), Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
Nota: Véase la nota en el gráfico 2.1.

A pesar de que existe un marco jurídico sólido, los sistemas, políticas y prácticas edu-
cativos no han sido diseñados tradicionalmente para incluir a los niños con discapacidad. 
En Argentina y Bolivia, entre el 49 y el 61% de estos alumnos asisten a escuelas espe-
ciales. Incluso en aquellos países donde las diferencias en la matrícula son reducidas, 
como Costa Rica, un porcentaje importante de niños con discapacidad sigue asistiendo 
a escuelas especiales y separadas (cuadro 2.1). Concretamente, en Costa Rica, Ecuador, 
Perú y República Dominicana, entre el 20 y el 25% de los estudiantes con discapacidad 
se encuentran en entornos educativos separados. En cambio, en Chile y Brasil se registra 
un porcentaje mucho menor de alumnos con discapacidad y dificultades de aprendizaje 
que estudia en entornos segregados (cuadro 2.1).
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La presencia de un número reducido de alumnos con discapacidad en las escuelas 
regulares en algunos países sugiere que la transición hacia la educación inclusiva es inci-
piente, y que existen dificultades de economía política para implementar la inclusión.

CUADRO 2.1  | � Datos administrativos sobre la matrícula de alumnos con 
discapacidad y dificultades de aprendizaje (EDDA) en educación 
primaria y secundaria

  Total EDDA matriculados

País Año 

Escuelas 
convencionales con 

programas inclusivos
 Escuelas 

especiales

% de EDDA 
en escuelas 
especiales

Argentina 2018 91.244 40.857 44,8
Brasil* 2022 1.373.486 154.307 10,1
Chile 2020 342.900 41.141 10,7
Costa Rica 2023 9.769 2.919 23,0
Ecuador 2013 24.959 6.239 20,0
Perú 2023 32.356 9.705 23,1
República Dominicana 2015 39.636 12.831 24,5
Uruguay 2022 ND 9175 ND

Fuente: Cálculos del personal del BID utilizando datos de informes administrativos de los Ministerios de 
Educación de Argentina (2019), Chile (2021), Costa Rica (2023), Ecuador (2023), Perú (2016), República Dominicana 
(2014) y Uruguay (2022). Todas las fuentes se encuentran en la sección de referencias bibliográficas.
Nota: El número estimado de alumnos abarca a todos aquellos con discapacidad y dificultades de aprendizaje 
en las escuelas primaria y secundaria, según reportes del Ministerio de Educación de cada país. Las estimaciones 
no incluyen a alumnos de preescolar y educación terciaria.
* En Brasil, el porcentaje estimado de alumnos con discapacidad en escuelas especiales también incluye a los 
niños en las escuelas regulares a los que se enseña en aulas separadas y que no comparten ningún tiempo de 
aprendizaje con sus pares sin discapacidad.

Dado que “años de escolarización completados” que recogen las encuestas de hoga-
res no dan cuenta de la calidad de la institución, es difícil formular comparaciones estric-
tas, especialmente en lo que se refiere a años completados en escuelas regulares versus 
especiales. Nuestro análisis indica que dos terceras partes o más de los niños con disca-
pacidad entre 14 y 18 años han completado seis o más años de escolarización.6 Asimismo, 
el análisis sugiere que las tasas de matrículas más bajas se traducen en tasas inferiores de 
culminación de estudios, particularmente en los niveles de enseñanza secundaria y ter-
ciaria, lo cual confirma resultados previos (Hincapié, Duryea e Hincapié, 2019).

Por ejemplo, en Costa Rica, México y Panamá las pequeñas brechas en las tasas de 
matrícula en la escuela primaria (2,35, 5,41 y 1,79 puntos porcentuales respectivamente) 
no se traducen en el cierre de brechas a nivel de secundaria (6, 7,85 y 7,32 respectiva-
mente). A su vez, esta tendencia se manifiesta en brechas aún más amplias en las tasas 
de culminación de estudios en niveles educativos más altos (cuadro 2.2). En cambio, Brasil 

6    Este análisis sigue la metodología de la UNESCO (2024b).
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y Chile muestran una tendencia más positiva, pues las brechas de matrícula en primaria 
y secundaria se sitúan por debajo de los tres puntos porcentuales y más del 68% de las 
personas con discapacidad tienen probabilidades de completar ambos niveles de educa-
ción. Las tasas de culminación de estudios entre estudiantes con discapacidad se sitúan 
en menos de 10 puntos porcentuales por debajo de las de sus pares sin discapacidad.

En Bolivia y Perú, las brechas de matrícula y de culminación de estudios son muy 
marcadas en todos los niveles educativos. Concretamente, las brechas en la culminación 
de estudios son de 21,6 y 33,5 puntos porcentuales en primaria, de 30,0 y 48,4 en secun-
daria, mientras que en el nivel de educación terciaria son de 19,9 y 38,0 respectivamente 
(cuadro 2.2). Estos resultados pueden estar relacionados con las menores tasas de pre-
valencia de la discapacidad en estos países, que pueden estar captando principalmente 
a personas con mayores niveles de dificultad funcional (véase el cuadro 1.1). A menudo 
existe una relación inversa entre las tasas de prevalencia y las diferencias en diversos indi-
cadores de bienestar, incluidos los resultados educativos. Es preciso seguir investigando 
sobre este aspecto. No obstante, estos hallazgos sugieren que, si bien los niños y jóve-
nes con discapacidad no son excluidos de la escuela, particularmente en la primaria, sí 
se registran disparidades importantes tanto en la matrícula como en la culminación de 
estudios, que persisten en los niveles educativos más altos. Por otro lado, y con pocas 
excepciones, la inclusión de los alumnos con discapacidad en escuelas y aulas regulares 
continúa siendo un reto importante.

CUADRO 2.2  | � Brechas de las tasas de culminación de estudios entre personas 
con y sin discapacidad

País
Primaria 

 (14 a 18 años)
Secundaria 

(20 a 24 años)
Cualquier terciaria 

(20 a 24 años)

Bolivia 21,6 30,0 19,9

Brasil 5,8 7,6 5,2

Chile 0,3 3,2 2,4

Colombia 14,1 8,8 4,1

Costa Rica 7,9 6,0 15,5

Mexico 5,9 13,2 7,7

Panamá 4,7 10,5 9,6

Perú 33,5 48,4 38,0

Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile 
(2022), Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
Nota: Las brechas en cada grupo etario se definen como la tasa de culminación de estudios promedio de 
las personas sin discapacidad menos la tasa de culminación promedio de personas con discapacidad. La 
culminación de la educación primaria se define como haber completado al menos 6 años de educación. La 
culminación de la educación secundaria se define como haber completado el último año de escolarización 
(equivalente a 11 o 12 años, según el país). La culminación de cualquier tipo de educación terciaria se define 
como haber completado al menos un año de educación postsecundaria.
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En suma, en la región los niños y jóvenes con discapacidad asisten a la escuela, prin-
cipalmente a la primaria.7 Sin embargo, las pequeñas brechas que se registran a nivel de 
primaria aumentan en los niveles educativos más altos.

Es probable que las diferencias en asistencia, culminación de estudios y acceso a esco-
larización inclusiva tengan consecuencias importantes en las diferencias de desempeño de 
aprendizaje entre niños con y sin discapacidad. Solo unos pocos países en América Latina y 
el Caribe recopilan datos sobre el desempeño de los alumnos con discapacidad. Por ejem-
plo, en 2019 el Ministerio de Educación de Perú reportó que 3.230 estudiantes de una mues-
tra aleatoria de escuelas participaron en la Evaluación Nacional de Logros de Aprendizaje, 
ENLA, con la cual se evalúa a quienes cursan los grados segundo, cuarto y décimo. La mayo-
ría de los estudiantes con discapacidad obtuvieron puntajes por debajo del nivel satisfac-
torio, independientemente de su grado educativo (Ministerio de Educación de Perú, 2020). 
Sin embargo, los datos de la ENLA no están a disposición del público, por lo que no se pue-
den comparar los resultados de las pruebas de los alumnos con y sin discapacidad.

En Chile, el Sistema de Medición de la Calidad de la Educación, SIMCE, permite 
comparar los resultados de las pruebas de los alumnos con y sin discapacidad de los 
grados cuarto y décimo. Sin embargo, para las pruebas se identifican específicamente, 
y se proveen ajustes razonables, únicamente para quienes tienen discapacidades sen-
soriales y no de otros tipos. Esto impide tener plena certeza sobre el desempeño de 
los alumnos con otros tipos de discapacidad en comparación con quienes no las tie-
nen. Aun así, los resultados de 2022 sugieren que los alumnos con discapacidad visual y 
auditiva obtienen, por lo general, puntuaciones más bajas que sus compañeros sin dis-
capacidad. Por ejemplo, los alumnos de cuarto grado sin discapacidad obtienen mejo-
res resultados que quienes tienen discapacidad auditiva, tanto en lectura como en 
matemáticas (gráfico 2.3). Asimismo, obtienen puntajes más altos en matemáticas que 
quienes tienen discapacidad visual total; no sucede lo mismo en lectura, donde quie-
nes tienen discapacidad visual total obtienen puntajes más elevados (gráfico 2.3). Los 
puntajes de los alumnos con discapacidad visual parcial solo son ligeramente inferiores 
a los de sus pares sin discapacidad visual y auditiva (gráfico 2.3).

Los resultados del SIMCE para el cuarto grado revelan que el desempeño de los alum-
nos con discapacidad visual y auditiva en las escuelas regulares suele ser mejor que el 
de aquellos que estudian en escuelas especiales (gráfico 2.4). Esto sugiere que la inclu-
sión podría ser más efectiva que la segregación. Sin embargo, también es posible que los 
alumnos que requieren un mayor apoyo educativo o cuyo desempeño es inferior elijan 
predominantemente escuelas especiales o se matriculen en ellas. Se requiere más inves-
tigación para entender con claridad las diferencias de desempeño entre los alumnos con 
y sin discapacidad, así como los efectos de la escolarización inclusiva versus segregada.

7    En el análisis no se encuentra ninguna diferencia sistemática por género.
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en el Informe Nacional del SIMCE 2023 (2024).
Nota: El informe no proporciona información sobre los tamaños de las muestras, pero sí garantiza que los 
resultados son representativos. Aquí se omiten los resultados para los alumnos con discapacidad visual total 
en las escuelas regulares, dado que no son representativos.
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Panorama de políticas

Educación primaria y secundaria

Frente a las brechas pronunciadas en el desempeño educativo por discapacidad, los paí-
ses de América Latina y el Caribe han respondido diseñando una amplia variedad de polí-
ticas y programas educativos. Chile y Brasil destacan por poner en práctica las medidas 
más integrales. Además, estos dos países han tenido éxito incentivando la transición de 
la segregación a la inclusión.

En Chile, el Programa de Integración Escolar, PIE, ofrece subsidios a las escuelas con 
financiamiento público que acepten alumnos con discapacidad. Por cada alumno admi-
tido en el marco del PIE, la institución educativa recibe un subsidio especial que equivale 
a tres veces el monto del subsidio regular de educación pública. Cada escuela puede reci-
bir hasta siete subsidios de escolaridad especial por aula: dos para niños con necesidades 
de apoyo a largo plazo y cinco para niños con dificultades de aprendizaje.8 El PIE exige 
que las escuelas cuenten con personal especializado y estrategias de enseñanza diferen-
ciadas, de manera que sean inclusivos y accesibles para todos los alumnos.

Dado el carácter integral del PIE, este ha sido considerado como mejor práctica para 
la educación inclusiva en la región. Al PIE, y al proceso de admisión centralizado, se les 
atribuye la disminución considerable del número de alumnos matriculados en escuelas 
especiales en Chile. Es posible que los niños que se salen de las escuelas especiales se 
incorporen al PIE, y que también lleguen al PIE niños que antes no recibían apoyo.

El enfoque de inclusión de Chile sobresale en la región porque vincula directamente 
los recursos fiscales y educativos con las escuelas que matriculan a alumnos que tie-
nen discapacidad y dificultades de aprendizaje. Asimismo, y por principio, el proceso de 
admisión centralizado no los discrimina, en la medida en que les permite tener acceso 
a cualquier escuela que reciba fondos públicos. Sin embargo, el carácter voluntario del 
programa PIE hace que sus alumnos se concentren en escuelas vulnerables. La vulnera-
bilidad se define sobre la base de la puntuación de una escuela en el Índice de Vulnera-
bilidad Escolar, que se construye utilizando las tasas de pobreza de los estudiantes y los 
indicadores que sugieren un bajo rendimiento académico a nivel escolar. El índice tiene 
en cuenta si la escuela tiene un promedio bajo de resultados en los exámenes estandari-
zados, un promedio bajo de calificaciones, un índice bajo de asistencia, una probabilidad 
alta de repetición de curso y una probabilidad alta de abandono escolar. En 2022, el 58% 
de las escuelas financiadas con fondos públicos tenía PIE, y de estas cerca del 60% tenía 
más de cinco alumnos del PIE por aula (Zúñiga, Carpentier y Barilari, 2023).

En Brasil, en 2007 se lanzó el programa de apoyo educativo especializado (Atendi-
mento Educacional Especializado, AEE) para prestar apoyo al aprendizaje de los alumnos 

8    A partir de 2023 se eliminó el límite para los alumnos con necesidades permanentes.
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con discapacidades en salas de recursos en escuelas regulares. Estas salas son aulas de 

apoyo donde los estudiantes con discapacidad reciben asistencia adicional, incluyendo 

tutorías y capacitación. Baptista (2019) observa una marcada disminución en la educa-

ción segregada (el aprendizaje exclusivamente en escuelas o aulas separadas) desde de 

que se adoptara esta política. El objetivo de las salas de recursos consiste en promover la 

inclusión en las aulas regulares y reforzar, no sustituir, el aprendizaje que tiene lugar ahí. 

Otros países de la región, entre ellos El Salvador y la República Dominicana, utilizan salas 

de recursos para promover la inclusión y el aprendizaje.
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en datos administrativos del Ministerio de Educación de Brasil 
y del Instituto Rodrigo Mendes (2024).

Aunque con diferentes estrategias, tanto Chile como Brasil han demostrado que sí 

es posible expandir la inclusión. En ambos países, la mayoría de los alumnos con disca-

pacidad y dificultades de aprendizaje estudia en aulas regulares. Es de esperar que los 

niños que salen de las escuelas especiales se incorporen al PIE o al AEE. Adicionalmente, 

el PIE y el AEE pueden estar llegando a niños que antes no recibían apoyo. La transición 

ha sido más rápida en Brasil que en Chile. En Brasil, entre 2014 y 2021 el número de alum-

nos en entornos totalmente segregados disminuyó en un 17,3%, mientras que el número 

de alumnos con discapacidad en escuelas regulares aumentó en un 69,5% (gráfico 2.5). 

En Chile, durante el mismo período el número de alumnos en escuelas separadas dis-

minuyó en un 7,4%, mientras que el número de alumnos con discapacidad en escue-

las regulares aumentó en un 36,5% (gráfico 2.6). Sin embargo, estos números no indican 
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que el programa AEE en Brasil muestre un mejor desempeño que el PIE en Chile. El pro-
grama de Chile cubre una fracción mucho mayor de niños con discapacidad (el 15,8% de 
todos los alumnos de primaria) que el programa de Brasil (3,2% de los alumnos de educa-
ción básica). Más aún, las brechas en las tasas de matrícula y culminación de estudios son 
ligeramente superiores en Brasil que en Chile (gráfico 2.2 y cuadro 2.2). Ambos sistemas 
requieren de un análisis más profundo.

2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021

Porcentaje de niños con discapacidad y dificultades de
aprendizaje matriculados en escuelas primarias especiales y en
el PIE en Chile, como porcentaje del estudiantado total, 2014–2021
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en datos administrativos del Ministerio de Educación de Chile.

Detección y evaluación

El enfoque empleado en la región para la detección y evaluación de alumnos con disca-
pacidad y dificultades de aprendizaje no es uniforme, a diferencia del tamizaje neonatal 
y de niños en el sector de salud (ver capítulo 3). Los países utilizan instrumentos diferen-
tes, sin que exista un estándar por categorías de edad o grado. Con base en ellos se eva-
lúa a los alumnos por dificultades específicas. El manejo de varios de estos instrumentos 
de evaluación, que no están estandarizados o adaptados para las poblaciones de Amé-
rica Latina y el Caribe, requiere una capacitación que no está ampliamente disponible. 
Las evaluaciones de la discapacidad de aprendizaje a menudo exigen obtener licencias 
muy costosas que no están al alcance de numerosos países.

A través de estos procesos de detección y evaluación se busca garantizar que los niños 
con discapacidad o dificultades de aprendizaje tengan acceso a recursos adecuados para 
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asegurar su inclusión en actividades académicas y no académicas. Por ejemplo, el Minis-
terio de Educación de las Bahamas implementó el Programa Nacional de Detección de 
las Bahamas para localizar, identificar y derivar a todos los alumnos de primer grado que 
presenten dificultades de aprendizaje y que puedan tener alguna discapacidad (The 
Bahamas Ministry of Education & Technical & Vocational Training, 2019). Al igual que las 
Bahamas, numerosos países centran sus esfuerzos de detección en las edades de prees-
colar y en las primeras etapas de la escuela primaria para impedir que se acumulen las 
brechas de aprendizaje.

Varios países proporcionan servicios de detección y evaluación en el sistema de 
educación básica. En algunos, como El Salvador, los maestros utilizan los sistemas 
de  información de los alumnos (EMIS por las siglas en inglés de Education Manage-
ment Information Systems) para detectar discapacidades y dificultades de aprendizaje. 
Otros, como Belice, están experimentando con informes de maestros sobre el desem-
peño funcional de sus alumnos utilizando una versión para maestros del Módulo sobre 
el Funcionamiento de Niños (CFM-TV, por sus siglas en inglés). Chile y Brasil llevan a 
cabo evaluaciones durante toda la educación básica para diferentes tipos de discapa-
cidades y dificultades de aprendizaje, y requieren actualizaciones periódicas depen-
diendo del tipo de discapacidad o dificultad de aprendizaje. En cambio, los países más 
pequeños o con recursos reducidos solo pueden prestar servicios para tipos específi-
cos de discapacidad. Por ejemplo, el Ministerio de Educación de Belice ofrece pruebas 
auditivas y audífonos gratuitos a través de su Unidad de Educación Especial (Ministerio 
de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, Belice 2024). De manera similar, Republica 
Dominicana ofrece pruebas para alumnos con discapacidad visual a través del Centro 
Nacional de Recursos Educativos Olga Estrella para la Discapacidad Visual (Ortiz Bosch, 
2002).

Las iniciativas de detección y evaluación se diseñan para ser complementadas con 
servicios adecuados. En Ecuador, por ejemplo, el Ministerio de Educación financia las 
Unidades Distritales de Apoyo a la Discapacidad, UDAI, que ofrecen servicios de detec-
ción, derivación y apoyos psicoeducativos a estudiantes con discapacidad en cada uno 
de los distritos designados. En 2022 había 140 unidades que cubrían todos los distritos en 
el país; en total, las UDAI atendían entonces a 56.370 alumnos con discapacidad, de los 
cuales el 82% asistía a escuelas regulares (Ministerio de Educación de Ecuador, s.f.).

Los planes de educación individualizada (PEI) son cada vez más comunes en la región. 
Estos planes son elaborados por un equipo de personas que suele incluir a los padres del 
niño, el maestro y otro personal escolar que conoce las herramientas de evaluación y las 
necesidades del alumno. El plan describe los objetivos educativos, los servicios y los ajus-
tes razonables que el alumno recibirá en la escuela. Sin embargo, el despliegue de los PEI 
en la región no está exento de dificultades. Por ejemplo, en Guyana y Chile los investiga-
dores han observado desajustes entre las necesidades identificadas en las evaluaciones 
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y el apoyo proporcionado, lo que ha creado algunas dudas sobre si los PEI están adecua-
damente monitoreados y adaptados (Spencer-Ernandez et al., 2023).

Dispositivos de asistencia y materiales adaptados

La dotación de tecnologías de asistencia (como magnificadores de pantallas y progra-
mas informáticos para la lectura en pantalla) y materiales adaptados (como libros Brai-
lle), o incluso recursos de bajo costo como lápices fáciles de manejar, es menos habitual 
en América Latina y el Caribe que en Europa o América del Norte.9 Varios programas 
nacionales distribuyen materiales de aprendizaje accesibles a los alumnos con discapaci-
dad en escuelas tanto inclusivas como especiales. Lo más común es que los programas 
se centren en distribuir materiales de aprendizaje de manera presencial o en línea para 
los estudiantes que son ciegos o con visión reducida, incluyendo libros en Braille, textos 
en letra grande, audiolibros y otros materiales didácticos. En Brasil, las escuelas pueden 
solicitar que se adquieran y distribuyan materiales adaptados a través del Ministerio de 
Educación (Serviços e Informações do Brasil, 2023). Por su parte, Argentina tiene un pro-
grama a través del cual alumnos, maestros y escuelas pueden solicitar que los materia-
les impresos se conviertan a Braille o a versiones en audio (Gobierno de Argentina, s.f.-b). 
El programa está gestionado por las organizaciones sin fines de lucro Editora Nacional 
Braille y Libro Parlante, con fondos del Ministerio de Educación y del Servicio Nacional de 
la Discapacidad, SENADIS. Este enfoque ejemplifica cómo los países de la región han uti-
lizado las asociaciones público-privadas para aprovechar el conocimiento de las organi-
zaciones sin fines de lucro especializadas y de la sociedad civil, con el fin de mejorar la 
prestación de servicios públicos.

Durante la pandemia del COVID-19, numerosos países desarrollaron plataformas en 
línea y materiales de aprendizaje por radio y televisión para promover la educación a 
distancia. Algunos de ellos adoptaron otras medidas para asegurar que los materiales y 
las oportunidades de aprendizaje fueran accesibles a los alumnos con discapacidad. En 
unos pocos casos, los recursos y materiales dirigidos a padres y maestros incluían forma-
ción sobre varios temas relativos a la educación inclusiva. Si bien muchas de estas ini-
ciativas no se siguieron implementando, otras perduraron y siguen siendo usadas por 
alumnos con discapacidad, sus familias y maestros. Por ejemplo, durante la pandemia el 
Ministerio de Educación de Perú adaptó más de 500 materiales de aprendizaje y recur-
sos para “Aprendo en casa,” una plataforma en línea de aprendizaje a distancia. Estos 
recursos están disponibles ahora en una plataforma actualizada, “PerúEduca”, a la que se 
añaden constantemente nuevos materiales adaptados. En Argentina, Chile, Colombia, El 

9    Si bien la detección de la discapacidad visual y de audición a menudo se hace en las escuelas, por lo general 
es el sistema de salud, no el educativo, el que proporciona dispositivos de asistencia como audífonos o anteojos.
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Salvador y Guatemala (Kreussler et al., 2020) se han observado iniciativas similares para 
crear y distribuir recursos accesibles en línea. Estos siguen estando a disposición de los 
usuarios a través de las plataformas de aprendizaje de los Ministerios de Educación. Sor-
prendentemente, Brasil es el único país que tiene un programa en gran escala para mejo-
rar la accesibilidad de las escuelas para los niños con discapacidad. A través del Programa 
de Escuela Accesible (Programa Escola Acessível), los planteles educativos pueden solici-
tar recursos para realizar adaptaciones arquitectónicas o estructurales. Estas adaptacio-
nes incluyen la construcción y el equipamiento de salas de recursos.

La mejora de la accesibilidad a las pruebas estandarizadas es crucial para evaluar el 
desempeño de los estudiantes con discapacidad, y cumple un papel fundamental en su 
progreso académico. Chile, Colombia, Ecuador y Perú, entre otros países, han modificado 
los materiales y procedimientos de las pruebas estandarizadas, asegurándose de que 
los exámenes estén disponibles en formatos con fuentes de alto contraste y haciendo 
ajustes razonables en los entornos de pruebas para los alumnos con discapacidad; esto 
incluye permitir que presenten el examen en salones con menos estímulos u otorgar 
tiempo adicional para asegurar que esos alumnos alcancen el mejor desempeño.

Subsidios educativos

Suministrar materiales de aprendizaje adaptados y tecnología de asistencia es una 
manera de disminuir las brechas de aprendizaje entre los niños con y sin discapaci-
dad. Otra estrategia se centra en proporcionar a los estudiantes con discapacidad y a 
sus familias los recursos monetarios necesarios para que ellos mismos puedan cubrir 
estas necesidades. En algunos casos, solo a través de la educación privada es posible 
obtener recursos especializados. Pocos países ofrecen programas de becas financia-
das con recursos públicos para ampliar el acceso a la educación primaria y secundaria 
de los estudiantes con discapacidad. En Ecuador, por ejemplo, los alumnos de prima-
ria y secundaria con discapacidad pueden postular a una beca de US$4.250, renova-
ble anualmente. Los fondos de las becas se pueden utilizar en educación, transporte y 
gastos del hogar (Secretaría de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación de 
Ecuador, 2022).

Los maestros

A pesar de que cada vez más se reconoce la importancia de preparar a todos los maes-
tros para que trabajen eficazmente con alumnos diversos, incluyendo a aquellos con 
discapacidades y dificultades de aprendizaje, existen variaciones muy marcadas en tér-
minos del alcance y profundidad de la formación en educación inclusiva. En algunos sis-
temas educativos, esta capacitación se ofrece solamente a través de cursos dedicados 
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o de especializaciones en educación especial en los programas de formación docente. 
Como resultado, muchos de los nuevos profesores pueden ingresar a la fuerza laboral 
con poco o ningún conocimiento sobre cómo implementar prácticas inclusivas.

Si bien algunos maestros en América Latina y el Caribe reciben formación inicial 
básica en pedagogía inclusiva, son pocos los sistemas educativos que ofrecen oportuni-
dades de capacitación en servicio o de desarrollo profesional continuo (Payà, 2020). Más 
de la mitad de los maestros entrevistados en tres países de la región indicaron que existe 
un nivel elevado de necesidades insatisfechas de capacitación en educación inclusiva 
(UNESCO, 2020). Algunas prácticas de apoyo comunes en otras partes del mundo están 
ausentes en la región, como la provisión de asistentes de enseñanza capacitados que 
acompañen a los alumnos con discapacidad en las aulas regulares, como es habitual en 
Estados Unidos, Canadá y Europa. Por otro lado, en América Latina y el Caribe son esca-
sas las políticas de recursos humanos que favorecen la contratación de maestros con 
discapacidad.

Educación terciaria y transiciones de la escuela al trabajo

En América Latina y el Caribe, algunos países cuentan con programas de apoyo a estu-
diantes de secundaria con discapacidad en su transición a la vida después de la gradua-
ción. La mayoría se centra en desarrollar habilidades mediante programas de educación 
y formación técnica y vocacional (TVET por las siglas en inglés de Technical and Voca-
tional Education and Training). Algunos países los han creado exclusivamente para jóve-
nes con discapacidades o con componentes específicos para estos dentro de programas 
más amplios.

En Perú, por ejemplo, hasta 100 alumnos con discapacidad reciben becas comple-
tas a través del Programa Nacional de Becas y Crédito Educativo del Ministerio de Educa-
ción, PRONABEC, para tomar cursos técnicos productivos cortos. Además de financiar la 
matrícula, la beca cubre vivienda, alimentación y transporte, así como los materiales edu-
cativos necesarios durante cuatro meses de estudio (PRONABEC, 2023a). En Argentina, el 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social financia el costo de cursos técnicos para 
personas con discapacidad (Gobierno de Argentina, s.f.-a). En Costa Rica, el programa 
Empléate ofrece cursos técnicos profesionales para hombres y mujeres jóvenes que ni 
estudian ni trabajan. Este programa tiene una modalidad específica para discapacidad, 
Empléate Inclusivo, la cual permite que las personas entre 17 y 35 años con discapacidad 
tengan acceso a formación gratuita (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Gobierno de 
Costa Rica, 2023; OIT, 2017). Otros países de América Latina y el Caribe cuentan con pro-
gramas similares centrados en alentar a los jóvenes con discapacidad a desarrollar habi-
lidades técnicas. Sin embargo, ningún país ha implementado programas integrales para 
apoyar a los estudiantes en su transición de la escuela al trabajo de manera comparable 
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a los programas generalizados de rehabilitación vocacional en las escuelas, como es la 
norma en Estados Unidos y otros países de ingresos altos.

En lo relativo a la educación superior, unos pocos países ofrecen programas de apoyo 
a los estudiantes con discapacidad mediante ayudas y programas de préstamos. Además 
de las ayudas dirigidas a quienes acceden a una capacitación técnico-productiva, PRO-
NABEC en Perú también financia 10 becas completas para alumnos con discapacidad 
aceptados en institutos universitarios o técnicos. Además de cubrir matrícula, vivienda, 
alimentación y transporte a lo largo de toda la formación, este programa también dota a 
cada beneficiario de un computador portátil (PRONABEC, 2023b). En Colombia, el Insti-
tuto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior, ICETEX, ofrece 
un programa de préstamos para poblaciones vulnerables que incluye a las personas 
con discapacidad; los alumnos comienzan a pagar sus préstamos solo después de que 
hayan culminado los estudios, a una tasa de interés subsidiada de 1,03% al mes (ICETEX 
s.f.). En 2021, el ICETEX anunció que los estudiantes de bajos ingresos con discapacidad 
podían postular a ayudas que cubrían el 100% de los gastos de matrícula y manutención 
(ICETEX, 2021). Chile ofrece apoyos para educación superior que benefician a cerca de 
1000 estudiantes con discapacidad (Programa de Apoyo a Estudiantes con Discapacidad 
en Educación Superior). Las ayudas oscilan entre US$1.000 y US$4.700, y cubren gastos 
como asistencia personal, transporte, cuidados y materiales como computadores o pro-
gramas informáticos. Este tipo de iniciativas es particularmente importante en zonas que 
no cuentan con otros mecanismos que apoyen el acceso a la educación superior de las 
personas con discapacidad.

¿Qué dice la evidencia?

La evidencia rigurosa proveniente de países de ingresos bajos y medios acerca de las 
intervenciones centradas en mejorar el desempeño educativo de los niños con discapa-
cidad es limitada; la mayoría de los datos proviene de países de altos ingresos. Aun así, las 
conclusiones de los estudios en países de altos ingresos pueden proporcionar una orien-
tación importante para América Latina y el Caribe, tanto en términos de políticas como 
de investigación. En esta sección se analiza la evidencia de intervenciones en escuelas, 
maestros y estudiantes que han sido rigurosamente evaluadas, y se exploran sus implica-
ciones en materia de políticas públicas y de investigación para la región.

El debate sobre inclusión versus segregación en la educación es crucial y merece un 
estudio riguroso. Por una parte, los partidarios de la educación inclusiva sostienen que 
permitir a los niños con discapacidad estudiar junto con sus pares sin discapacidad no es 
solo un derecho, sino que también puede mejorar su desempeño educativo. Asimismo, 
es posible que se produzcan importantes efectos indirectos a través de los cuales los 
alumnos con discapacidad se benefician de estudiar junto a sus pares sin discapacidad. 



SEMBRAR INCLUSIÓN

34

Además, cuando estudian en escuelas inclusivas, los alumnos con discapacidad pueden 
estar expuestos a estándares de aprendizaje más altos que aquellos que normalmente 
rigen en las escuelas especiales. Entre tanto, los partidarios de escuelas especiales y sepa-
radas sostienen que las escuelas regulares pueden no estar equipadas, tanto en términos 
de recursos como de formación docente, para satisfacer las necesidades de estudian-
tes con discapacidad. Así, es esencial construir una base de evidencia sólida que per-
mita determinar si la educación inclusiva mejora los resultados de aprendizaje de todos 
los alumnos.

Investigaciones incipientes sugieren que los efectos en el aprendizaje de la inclusión 
de los niños con discapacidad en escuelas regulares son neutros o positivos. Por ejemplo, 
Hanushek, Kain y Rivkin (2002) observan que la inclusión de niños con discapacidad en 
un aula convencional en Texas aumentó su desempeño educativo entre 3 y 4 puntos por-
centuales. Por su parte Myklebust (2007), utilizando datos sobre educación secundaria 
superior en Noruega, observa que los estudiantes inscritos en centros educativos inclu-
sivos tenían un 75% más de probabilidades de obtener un certificado profesional o aca-
démico, en comparación con aquellos que recibían una educación adaptada en clases 
especiales. Asimismo, en varios estudios se señala que la inclusión es una solución donde 
todos los agentes involucrados salen ganando. La literatura que analiza sus efectos indi-
rectos sugiere que, con los apoyos adecuados y una proporción razonable de estudiantes 
con discapacidad en relación con estudiantes sin discapacidad, no se observan efectos 
negativos significativos en el desempeño de estos últimos. Entre tanto, Hanushek, Kain 
y Rivkin (2002); Friesen, Hickey y Krauth (2010); y Ruijs (2017) observan que la inclusión 
de estudiantes con discapacidad en aulas regulares en Estados Unidos, Canadá y Países 
Bajos, respectivamente, no tiene un impacto significativo en los resultados académicos 
de quienes no tienen discapacidad. Si bien la educación inclusiva es generalmente con-
siderada como beneficiosa, en unos pocos estudios se registran efectos indirectos nega-
tivos asociados con esta modalidad (Fletcher, 2010; Kristoffersen et al., 2015). Por ejemplo, 
Balestra, Eugster y Liebert (2022) muestran un efecto negativo en los pares sin discapa-
cidad cuando la proporción de alumnos que sí la tienen era superior en un 15 a 20%. Sin 
embargo, es probable que estos efectos adversos se puedan mitigar con el apoyo ade-
cuado. Por ejemplo, Contreras et al. (2020) observan que, si bien la integración de niños 
con discapacidad a las aulas regulares en Chile tiene efectos negativos reducidos en los 
puntajes de las pruebas de matemáticas y lectura de los alumnos sin discapacidad, tales 
efectos desaparecían cuando se proporcionaban recursos y protocolos de apoyo adicio-
nales para la educación inclusiva. Esto sugiere que, con el apoyo adecuado, las dificulta-
des de la educación inclusiva se pueden afrontar eficazmente.

En países de altos ingresos como Canadá, Estados Unidos, Portugal y el Reino Unido, 
un enfoque común consiste en tener asistentes de enseñanza para los alumnos con dis-
capacidad en las aulas regulares. La coenseñanza reduce la proporción de estudiantes 
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por maestro y ofrece a estos últimos la experticia necesaria en el aula para apoyar el 
aprendizaje diferencial.10 En un estudio reciente en Estados Unidos se observó que un 
aula de coenseñanza mejora los puntajes de las pruebas de los estudiantes con y sin dis-
capacidad, particularmente en matemáticas (Jones y Winters, 2022). En el mismo estu-
dio se señala que los beneficios de la coenseñanza son mayores en la enseñanza media 
que en la escuela primaria.

En resumen, incluir a los niños con discapacidad en las escuelas regulares puede 
mejorar sus resultados educativos sin sacrificar el aprendizaje de aquellos sin discapaci-
dades. Sin embargo, dado que estos estudios se llevan a cabo en países de altos ingre-
sos, no está claro si los efectos de la inclusión serían similares en países de ingresos bajos 
y medios. En entornos de ingresos altos, existen numerosas condiciones previas que 
aseguran el éxito de la educación inclusiva, entre ellas la existencia de infraestructura 
accesible, formación extensiva de docentes y acceso de los alumnos a tecnologías de 
asistencia. Por ejemplo en Chile, como ya se señaló, la estrategia de apoyo a la educa-
ción inclusiva es mucho más integral que en otros países de América Latina y el Caribe. 
No está claro si los mismos resultados se producirían en entornos donde los recursos son 
limitados y donde las medidas integrales podrían no ser viables. Para resolver esta duda 
es clave hacer investigación continua sobre cómo implementar efectivamente la educa-
ción inclusiva en la región, asegurando que no se comprometan los resultados de apren-
dizaje de ningún alumno.

Como se describió anteriormente, en numerosos países de la región las estrategias 
de inclusión se han centrado principalmente en proporcionar un apoyo focalizado en los 
estudiantes con discapacidad, en lugar de implementar programas integrales en gran 
escala como el PIE de Chile. El apoyo focalizado que se ha prestado hasta la fecha incluye 
el acceso a tecnologías de asistencia, materiales adaptados y enseñanza especializada. 
Aunque la mayoría de estas intervenciones no se han evaluado formalmente, hay eviden-
cia de otras regiones que sugiere que las intervenciones aisladas pueden beneficiar sig-
nificativamente a los alumnos con discapacidad, demostrando el potencial de resultados 
positivos incluso en ausencia de programas de inclusión más amplios.

Por ejemplo, dotar de anteojos a niños con dificultades de visión tiene beneficios 
que incluyen un mejor desempeño académico y mayor bienestar psicológico. Glewwe, 
Park y Zhao (2016) descubrieron que la distribución de anteojos entre los alumnos de las 
escuelas primarias en China aumentaba los puntajes de las pruebas, sobre todo en aque-
llos estudiantes con niveles más bajos de logro académico. De la misma manera, Han-
num y Zhang (2012) observaron resultados positivos en los puntajes de matemáticas y 
lectura, así como en la promoción de un grado a otro. Sin embargo, un estudio realizado 

10    En Europa, los términos asistente de aprendizaje y asistente de apoyo son habituales, mientras que en 
Estados Unidos se suele utilizar ayudante o asistente del maestro.
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por Glewwe, West y Lee (2018) en escuelas de bajos ingresos en Estados Unidos reveló 
que el solo hecho de detectar los problemas de visión era insuficiente para mejorar el 
desempeño de los alumnos. A pesar de que proveer anteojos de forma gratuita mejoró 
inicialmente los puntajes de las pruebas, los efectos disminuyeron con el tiempo, indi-
cando así la necesidad de proporcionar mecanismos de apoyo continuos para mantener 
el progreso académico. Guan et al. (2018) observaron que, si bien los anteojos reducían 
los niveles generales de ansiedad entre los alumnos, también exacerbaban la ansiedad 
relacionada con el aprendizaje en algunos de ellos. Sin embargo, en general la evidencia 
sobre la dotación de anteojos a niños en edad escolar muestra impactos positivos en los 
resultados del aprendizaje.

Se espera que el suministro de otros tipos de tecnologías de asistencia como son 
los audífonos o las prótesis, al igual que el de materiales de aprendizaje adaptados, ten-
gan impactos similares. Dado que la mayoría de los países de la región tiene progra-
mas para distribuir materiales de aprendizaje adaptados y/o tecnologías de asistencia, es 
importante evaluarlos. Lo mismo en lo que se refiere a las iniciativas regionales relevan-
tes implementadas hasta la fecha. Vidigal (2023) analizó los efectos de dotar a las escue-
las en Brasil de una amplia una gama de recursos, entre ellos lectores de pantallas de 
texto a audio y mobiliario adaptado para las salas de recursos, cuyo equipamiento pro-
dujo un aumento considerable de la matrícula y de la promoción de alumnos con disca-
pacidad en los grados de sexto a doce. En su investigación, Contreras, Duryea y Martínez 
(2023) subrayan el impacto desproporcionado del COVID-19 en los alumnos de secun-
daria con discapacidad, lo que indica la importancia de los recursos escolares, cuya dis-
ponibilidad estuvo limitada durante la pandemia debido al cierre generalizado de los 
planteles educativos.

La evidencia sobre el impacto de la formación docente en la inclusión es reducida. 
Feng y Sass (2013) analizaron los efectos de la formación en la educación especial en 
Florida, Estados Unidos. Estos autores encontraron que contar con un profesor certifi-
cado en educación especial mejoraba significativamente los logros en matemáticas 
y lectura de los alumnos con discapacidad, con aumentos de 0,01 a 0,02 desviaciones 
estándar y 0,02 a 0,03 desviaciones estándar respectivamente. Sin embargo, la presen-
cia de estos maestros en el aula disminuía ligeramente el nivel de logro de los alum-
nos sin discapacidad: 0,01 desviaciones estándar en ambas asignaturas. En particular, 
la influencia positiva de los maestros capacitados en educación especial aumenta con 
los años de experiencia, lo cual destaca la importancia de la retención temprana en la 
carrera. Sorpresivamente, en el estudio también se observó que la formación en servi-
cio parecía no afectar el desempeño de los alumnos con discapacidad. Estas observa-
ciones subrayan la importancia de incorporar la formación en educación especial a los 
programas de estudios universitarios de los educadores, así como el desafío de llevar esa 
formación a la práctica. Jones y Winters (2022) estudiaron el impacto de la coenseñanza 
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en Massachusetts, Estados Unidos, y observaron que esta mejoraba los puntajes de las 
pruebas de matemáticas de los alumnos con y sin discapacidad. Los estudiantes con dis-
capacidades que pasaron de un aula con un solo maestro a un entorno de coenseñanza 
vieron sus puntajes aumentar en un 2,6% de una desviación estándar, mientras que los 
puntajes de los estudiantes sin discapacidades aumentaron en 1,2 puntos porcentuales.

Las intervenciones escuela-trabajo para alumnos con discapacidad, estudiadas fun-
damentalmente para Estados Unidos, muestran resultados prometedores. Yin, Siwach 
y Lin (2023) examinaron el impacto de los programas de rehabilitación vocacional en el 
estado de Maine. Estos programas se encuentran a cargo de orientadores que ayudan 
a los alumnos de secundaria con discapacidad a desarrollar planes de trabajo persona-
lizados cuyo fin es cumplir con sus objetivos de empleo y conectarlos con los servicios 
pertinentes. Estos servicios incluyen formación (en el trabajo o en programas de edu-
cación superior) y formación en servicio (equivalente a apprenticeship), apoyo laboral, 
colocación en el empleo, herramientas laborales o adecuaciones, y asesoría en habi-
lidades laborales, entre otros. En el estudio se observaron beneficios considerables: 
aquellos estudiantes con un plan de empleo individualizado registraron un aumento de 
15,4 puntos porcentuales en el empleo y un aumento de 84% en los ingresos trimestra-
les promedio, los cuales ascendían a US$1.442 (en US$ de 2018). Los efectos eran par-
ticularmente pronunciados entre los participantes menores de 18 años. De la misma 
manera, Langi et al. (2017) observaron que aquellos programas de rehabilitación profe-
sional impartidos en la escuela que incluyen una colocación laboral focalizada y basada 
en contratos son más efectivos que la rehabilitación vocacional tradicional impartida 
por fuera de la escuela. Estas conclusiones destacan el potencial de integrar el apoyo 
profesional en los entornos educativos para mejorar las perspectivas laborales de los 
jóvenes con discapacidad.

Lecciones clave

En el examen de los datos y programas existentes en América Latina y el Caribe se 
observa que a los niños y jóvenes con discapacidad no se los excluye de la escuela, par-
ticularmente en la primaria. Sin embargo, su inclusión en escuelas regulares accesibles 
con programas de estudios diferenciados y tecnologías de asistencia sigue siendo un 
reto. En la región, así como en el mundo en general, se cuenta con una base de evidencia 
cada vez mayor sobre intervenciones que apoyan el aprendizaje de niños con discapaci-
dad. A partir de este análisis surgen diversas conclusiones y recomendaciones.

Es importante construir una base de conocimientos a partir de la evaluación de prác-
ticas prometedoras. Esto permitiría obtener datos concretos sobre lo que funciona y lo 
que no. Quizás la práctica general prometedora más importante es la inclusión misma, 
seguida de la dotación de tecnologías de asistencia y materiales adaptados. Por ejemplo, 
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valdría la pena explorar las preguntas que surgen en relación con el número óptimo de 
alumnos con discapacidad por aula. Además, es importante determinar si la inclusión 
por sí sola tiene efectos positivos o si las intervenciones que la acompañan (como la dota-
ción de recursos en la escuela) son necesarias para producir efectos positivos, como se 
deduce de Contreras et al. (2020).

Evaluar programas de alto costo y amplia implementación es crucial para asegu-
rar el uso eficiente de los recursos en educación. Estos incluyen programas que distri-
buyen tecnologías de asistencia y materiales adaptados, predominantes en los países 
de la región. Si bien la evidencia sobre la dotación de anteojos sugiere que es probable 
que este tipo de iniciativas tenga impactos positivos, es importante determinar en qué 
medida son suficientes para mejorar los resultados de aprendizaje.

Por otro lado, la evidencia preliminar del PIE de Chile y el AEE de Brasil es positiva. Es 
importante evaluar si las políticas basadas en incentivos tienen mejores resultados que 
otros enfoques de inclusión en la promoción de la integración y mejora de resultados 
de aprendizaje. Hacerlo puede ayudar a establecer cuán efectivos en función de los cos-
tos son los diferentes paquetes de políticas, una consideración critica en muchos países. 
Explorar los sistemas de incentivos basados en el desempeño también podría ser útil. 
Hasta ahora, ningún país ha evaluado estos enfoques para asegurar que los niños con 
discapacidad no solo sean admitidos en las escuelas regulares, sino que además reciban 
el apoyo necesario para mejorar sus resultados de aprendizaje.

La falta de conocimientos sobre estrategias efectivas para ayudar a las personas con 
discapacidad a realizar la transición de la escuela al trabajo es preocupante. Algunos paí-
ses de América Latina y el Caribe cuentan con programas amplios de becas y présta-
mos educativos, pero no se dispone de evidencia sólida sobre su efectividad. En Estados 
Unidos se han estudiado en cierta medida los ajustes razonables y los programas que faci-
litan la transición de la escuela al trabajo. Es imperativo ampliar la base de conocimien-
tos sobre cómo apoyar a los alumnos que terminan la educación secundaria. Al mismo 
tiempo, es notable que no se registre una disminución sistemática de la matrícula de la 
educación secundaria a la terciaria.

El examen sugiere que los países de América Latina y el Caribe podrían beneficiarse 
de la adopción de programas de coenseñanza mediante la evaluación de la formación 
docente y el monitoreo de los PEI. Si bien la evidencia sobre su eficacia es de reciente 
aparición, es aconsejable ampliar estas prácticas en toda la región.

En la medida en que continúen recopilando evidencia y realizando evaluaciones, 
los países de la región podrán tomar decisiones informadas sobre todas aquellas políti-
cas y prácticas educativas que mejoran las experiencias y resultados de aprendizaje de 
los estudiantes con discapacidad, promoviendo un entorno educativo más inclusivo y 
equitativo.
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RECUADRO 2.2  �Prioridades de la investigación en educación

Como se indicó en el recuadro 1.3, el BID está llevando a cabo una encuesta en línea para conocer 
las opiniones en la región, particularmente de las personas con discapacidad y sus familias, sobre 
cuáles son las políticas y medidas de inclusión de la discapacidad que deberían priorizarse en las 
agendas de investigación. En este recuadro se presentan los resultados de las respuestas recibidas 
a mayo de 2024.a Si bien estos resultados se basan en solo 150 respuestas a la encuesta, y por lo 
tanto no son representativos, sí pueden presentar perspectivas interesantes para iniciativas futu-
ras, especialmente dadas las dificultades asociadas con encuestar a personas con discapacidad. 
Como se observó en el recuadro 1.3, los encuestados identificaron el enfoque en la investigación 
en educación como su principal prioridad. Dentro de esta área de políticas, las tres principales 
prioridades de investigación se registran en el gráfico R.2.2.

En general, las principales prioridades son investigar los efectos de la inclusión de los niños 
con y sin discapacidad en los resultados de aprendizaje, capacitar a los maestros en pedagogía 
inclusiva e identificar a los niños con discapacidad y dificultades de aprendizaje. Estos resultados 
son interesantes teniendo en cuenta que la mayoría de los encuestados tiene una experiencia 
directa o indirecta con la escolaridad especial: el 17% había asistido a una escuela especial y sepa-
rada durante un promedio de siete años, y el 60% tenía un hijo o una persona dependiente que 
había asistido a una escuela especial durante un promedio de 10 años. Las prioridades de la inves-
tigación no varían en función de la edad de los encuestados.

   Prioridades en la investigación en educación
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GRÁFICO R.2.2 |    

Fuente: Cálculos de personal del BID con base en los resultados de la encuesta en línea. Fin del recuadro

a Si usted quiere expresar su opinión sobre las prioridades de investigación para la inclusión de las 
personas con discapacidad, por favor llene la encuesta en el siguiente enlace hasta junio de 2025:: 
https://accessiblesurveys.com/s2/-NoXa0IViThWvED1daoy.
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Capítulo 3

Salud

Los beneficios de la atención de salud inclusiva

El Artículo 25 de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad de Naciones Unidas (CDPD) reconoce su derecho a acceder, sin discrimi-
nación, al nivel más alto de atención sanitaria (ONU, 2007). Tener una discapacidad no 
equivale a tener mala salud. Por ejemplo, numerosas personas con discapacidad auditiva 
solo necesitan visitas periódicas para calibrar sus audífonos y no requieren ningún otro 
tratamiento asociado a su discapacidad. Aun así, y al igual que las demás personas, quie-
nes tienen discapacidad se enferman y tienen que acudir a los servicios de salud para 
efectos de prevención, diagnóstico y tratamiento. Además, las personas con discapaci-
dad tienen, en promedio, mayores necesidades de atención sanitaria. Algunas de estas 
necesidades están directamente relacionadas con impedimentos específicos, mientras 
que otras son el resultado de comorbilidades (Kuper y Heydt, 2019; Kuper et al., 2014). 
Por ejemplo, las personas con lesiones de médula espinal y discapacidades de movilidad 
resultantes a menudo necesitan cuidados médicos periódicos para el manejo del dolor, 
los espasmos y las disfunciones asociadas de vejiga e intestino (Schwartz y Unni, 2021). 
Las personas con discapacidad también merecen igualdad de acceso a tratamientos de 
calidad para su bienestar y para evitar una mayor disminución funcional, independiente-
mente de si sus necesidades de cuidados médicos específicos están asociadas o no con 
su discapacidad.1 Dotar de acceso a atención sanitaria confiable y de calidad a las perso-
nas con discapacidad es un compromiso fundamental del Estado.

1    Una limitación funcional se define por el nivel de dificultad que una persona tenga en aspectos clave del 
funcionamiento corporal, lo cual incluye la vista, el oído, la movilidad, la comunicación, la cognición y el auto-
cuidado. El deterioro funcional es el aumento de la limitación funcional a lo largo del tiempo, es decir, de la 
habilidad para desenvolverse independientemente en esos aspectos esenciales (National Center for Health 
Statistics del US Centers for Disease Control, 2024).

3
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Dado que todos los países en América Latina y el Caribe —entre ellos los 26 países 
miembros del Banco Interamericano de Desarrollo en la región— han ratificado la CDPD, 
reconocen inherentemente dichas obligaciones. De estos, 19 países consagran en su legis-
lación local tanto el derecho a la atención sanitaria integral como el derecho a la rehabi-
litación para personas con discapacidad, mientras que cuatro reconocen uno solo, y tres 
(Surinam, Belice y Barbados) —notables excepciones— no reconocen ninguno. Los servi-
cios de rehabilitación son intervenciones médicas diseñadas para ayudar a mantener o 
mejorar el funcionamiento de una persona. Dichos servicios pueden incluir fisioterapia, 
fonoaudiología, terapia psicosocial, terapia ocupacional y acceso a dispositivos de asisten-
cia adecuados junto con regímenes de medicación. La mayor parte de la rehabilitación es 
temporal, asociada a las necesidades inmediatas de afrontar un cambio en la funcionali-
dad o facilitar una transición vital (como la vuelta al trabajo o a los estudios). No obstante, 
algunas personas con discapacidad pueden necesitar servicios de rehabilitación durante 
periodos más largos. La rehabilitación ha sido considerada una de las estrategias principa-
les para mejorar la salud y el funcionamiento de las personas con discapacidad. Además, 
siete países en la región (Brasil, Perú, El Salvador, Honduras, México, Nicaragua y Panamá) 
tienen leyes que reconocen el derecho a la no discriminación por discapacidad cuando se 
trata de obtener seguros privados (Bregaglio Lazarte, 2021). Sin embargo, algunos países 
aún no han alineado sus marcos regulatorios con la CDPD. Muchas de las normas proble-
máticas se asocian con la negación de capacidad jurídica, y con la ausencia de procedi-
mientos adecuados para determinarla, así como con la falta de mecanismos que faciliten 
la ayuda para la toma de decisiones.2 Por ejemplo, 22 países de América Latina y el Caribe 
cuentan con regulaciones que permiten que los profesionales de la medicina reasignen el 
consentimiento a un tercero cuando se trata de personas con discapacidad intelectual o 
psicosocial, y 23 países todavía permiten la esterilización quirúrgica involuntaria de perso-
nas con discapacidad bajo ciertas condiciones, especialmente de las mujeres con disca-
pacidad intelectual (Bregaglio Lazarte, 2021). Evidentemente, aún queda un largo camino 
por recorrer para mejorar el marco legislativo de salud para las personas con discapacidad.

Además de los argumentos de índole jurídica y moral, son varias las razones eco-
nómicas que favorecen la promoción de la inclusión de la discapacidad en el sector de 
la salud. Aumentar la inclusión de personas con discapacidad en los servicios de salud 

2    El artículo 12 de la CDPD reconoce el derecho de las personas con discapacidad a gozar de la misma 
capacidad jurídica que los demás. Por capacidad jurídica se entiende la aptitud que tiene una persona de 
tomar sus propias decisiones en el marco de la ley. Se trata de una condición jurídica que no pueden declarar 
arbitrariamente los profesionales de la salud, si bien a menudo se les consulta cuando se busca determinar 
legalmente que una persona tiene una capacidad jurídica limitada y se pone bajo custodia o tutela. Cada 
vez es más frecuente que los requisitos alternativos menos restrictivos en caso de que exista una capacidad 
jurídica disminuida incluyan la provisión de tecnologías de asistencia y el apoyo en la toma de decisiones. 
Esto último es una alternativa a tener un tutor legal y permite que las personas con discapacidad conserven 
sus derechos y su aptitud de tomar decisiones con la ayuda de asesores de confianza como pueden ser los 
amigos, la familia o los profesionales (Pope, 2023).



Salud

43

puede conducir a una mejora en la asistencia escolar y en los resultados de aprendizaje 
de los niños, lo que a la postre puede mejorar su productividad laboral y su potencial de 
ingresos en el largo plazo. A su vez, esto puede disminuir su dependencia de los sistemas 
de protección social en el largo plazo, reduciendo el gasto público (véase el capítulo 5).

En cambio, el acceso tardío a los servicios médicos puede conducir al deterioro del 
funcionamiento de las personas con discapacidad, aumentando sus gastos médicos indi-
viduales en el largo plazo. Las personas con discapacidad pueden tener que afrontar cos-
tos generales de salud mayores en comparación con sus pares sin discapacidad, debido 
a condiciones subyacentes que requieren atención periódica. Esto, además de que a 
menudo se enfrentan a barreras de accesibilidad y actitudinales para obtener servicios de 
salud. Lo anterior puede impedir que obtengan cuidados oportunos y conducir posterior-
mente al agravamiento o complicación de las enfermedades, lo que a su vez puede impli-
car costos más altos que si recibieran atención a tiempo (Banks, Kuper y Polack, 2017). 
Para las personas con discapacidad, las probabilidades de tener que afrontar gastos de 
salud catastróficos también son mayores (Azzani, Roslani y Su, 2019).3 En efecto, según 
el Informe Mundial sobre la Discapacidad, estas tienen una probabilidad 50% mayor de 
reportar gastos de salud catastróficos en comparación con quienes no tienen discapa-
cidad (OMS y Banco Mundial, 2011). En análisis más recientes conducidos en Argentina 
también se muestra que las personas con discapacidad incurren en gastos de salud más 
altos (Puentes, próximo a publicarse). Estos gastos médicos extraordinarios pueden per-
petuar el ciclo de pobreza de las personas con discapacidad y de sus familias.

La exclusión de la atención médica también puede imponer grandes costos sociales. 
Las mejoras en salud pueden traducirse en ganancias de productividad a nivel macro-
económico, reflejándose en el producto interno bruto. Además, involucrar a las perso-
nas con discapacidad en las campañas de salud pública para reducir la prevalencia de 
enfermedades prevenibles puede tener efectos secundarios positivos importantes para 
la sociedad en general (Banks y Polack, 2014).

Existe una línea muy fina entre las intervenciones de salud general y aquellas enfo-
cadas en la salud de las personas con discapacidad. Las primeras se centran en prevenir, 
tratar y potencialmente curar las condiciones médicas subyacentes, y no constituyen el 
objeto de este capítulo, que se centra en cambio en la política de salud relativa a la dis-
capacidad, es decir, la que se busca sostener o mejorar el funcionamiento de las perso-
nas que ya tienen una discapacidad o de quienes pudieran desarrollarla. Por ejemplo, 
prevenir una condición congénita ofreciendo vitaminas prenatales se considera una 

3    Por gastos de salud catastróficos se entienden aquellos costos médicos que son tan significativos en relación 
con los ingresos o recursos financieros de una persona que constituyen una carga severa, la cual a menudo 
genera sufrimiento financiero o empobrecimiento. Estos gastos normalmente se originan en eventos ines-
perados o médicos graves, como por ejemplo una cirugía mayor, hospitalización prolongada o enfermedades 
crónicas. En la literatura se suele considerar que los gastos de salud catastróficos superan el 25% del ingreso 
del hogar o de los gastos del año anterior (Observatorio Mundial de la Salud, s.f.).
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intervención de salud que puede reducir la carga de salud de ciertas enfermedades. 
En cambio, facilitar una intervención temprana en los niños con autismo con el fin de 
maximizar su potencial de desarrollo, o proporcionar anteojos a quienes tienen dificul-
tades de visión, se consideran intervenciones de discapacidad. Dadas las importantes 
distinciones entre estos dos marcos, en el recuadro 3.1 se presenta un análisis de la ter-
minología de salud y discapacidad utilizada para calcular la Carga Global de Enfermedad.

En suma, las intervenciones consideradas en este capítulo son aquellas cuyo obje-
tivo es mejorar el bienestar de las personas con discapacidad, incluyendo las dirigidas a 
identificar a quienes tienen discapacidad y a quienes se encuentran en riesgo de desa-
rrollarla; las que apuntan a abordar sus necesidades de salud; y las que pretenden reducir 
las barreras que encuentran en los servicios de atención sanitaria.

RECUADRO 3.1  La carga global de la mala salud (¡no de la discapacidad!)

La Carga Global de Enfermedad es un estudio anual realizado por el Instituto de Métricas y Evalua-
ción de la Salud con el respaldo de la Organización Mundial de la Salud. Es uno de los principales 
productos analíticos que fundamentan la política sanitaria en todo el mundo. Su objetivo es estimar 
la “carga” nacional y regional de diferentes condiciones para la sociedad con base en las siguientes 
tres medidas, proporcionando así un marco para priorizar las intervenciones de salud:

	y Años de vida perdidos (AVP) son los años de vida perdidos debido a una muerte prema-
tura. Se calculan multiplicando el total de muertes asociadas con una determinada enfer-
medad por la esperanza de vida estándar a la edad de muerte promedio de las personas con 
esa enfermedad.
	y Años vividos con discapacidad (AVD) es el número total de años que una persona vive con 

una discapacidad debido a una condición específica. También pueden entenderse como la 
calidad de vida perdida debido a la discapacidad. Se calculan multiplicando la tasa de preva-
lencia de una enfermedad dada por el producto de la duración promedio de esa condición y 
una ponderación de la discapacidad. El término ponderado sirve para representar la gravedad 
de la afección dada en función de cómo afecta la calidad de vida.
	y Años de vida ajustados por discapacidad (AVAD) son los años de vida saludables que se pier-

den como resultado de una afección. Se calculan sumando los AVP y los AVD.

Cabe señalar que la operacionalización de la discapacidad en forma de cálculos de AVD y 
AVAD ha sido considerada controvertida. La principal crítica que se le hace a esta metodología 
es que mide las consecuencias de las condiciones de salud, no de la discapacidad, mientras que 
el uso del término ponderado “ajustado por discapacidad” tiene consecuencias no deseadas. La 
ponderación por discapacidad de cada afección se establece mediante encuestas donde se soli-
cita a las personas que califiquen cuáles afecciones consideran que impactan más severamente 
la calidad de vida. Los valores de las ponderaciones se determinan con base en este proceso —
asignando valores de cero a uno— y luego se evalúa la deseabilidad de diferentes afecciones. Esto 
representa un rango de severidad, desde afecciones que no tienen ningún efecto en la calidad de 
vida, hasta las que tienen tal grado de severidad que un año vivido con ellas es matemáticamente 
igual a la muerte. Equiparar inadvertidamente la discapacidad con la muerte promueve la noción 

(continúa en la página siguiente)
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de que vivir las vidas de las personas con discapacidad no merece la pena. Esto puede conducir 
a que las vidas de las personas con discapacidad sean desvalorizadas en la formulación de políti-
cas, si bien la intención nunca fue que los AVAD se utilizaran como valores estadísticos para la vida 
(Mont, 2007). Además, las encuestas utilizadas para establecer estas ponderaciones a menudo no 
son representativas de las personas con discapacidad. En algunos estudios se encuentra que las 
personas sin discapacidad perciben un impacto más negativo de las afecciones médicas asocia-
das a la discapacidad en la calidad de vida que las personas con discapacidad que tienen dichas 
afecciones (Mont, 2007). Estos inconvenientes no intencionales se evitarían si los métodos utiliza-
dos en la literatura sobre la carga de la enfermedad pasaran de los AVD y los AVAD a los años de 
vida con afecciones médicas y los años de vida ajustados por salud (AVAS), de forma que la disca-
pacidad dejara de equipararse directamente con la enfermedad y la baja calidad de vida. Además, 
es fundamental que se incluya a las personas con discapacidad en los esfuerzos de recopilación 
de datos utilizados para estimar la carga de las distintas enfermedades y afecciones. Fin del recuadro

Prestar apoyo a los países de la región en la promoción de la salud y el bienestar 
de las personas con discapacidad es esencial. La promoción del acceso a una atención 
médica oportuna, de calidad y accesible comienza por evaluar aquello que funciona en la 
atención sanitaria inclusiva. En este capítulo se abordan: (1) el estado de la atención sani-
taria para las personas con discapacidad en América Latina y el Caribe, (2) la evidencia 
rigurosa sobre la efectividad de las intervenciones de salud para las personas con disca-
pacidad, y (3) las prioridades de la sociedad civil en materia de investigación sobre políti-
cas de salud dirigidas a las personas con discapacidad.

Las necesidades de atención de salud de las personas con 
discapacidad

Si bien la discapacidad no implica enfermedad, las personas con discapacidad tienen 
más necesidades médicas en promedio que sus pares sin discapacidad, sobre todo en 
los países de ingresos bajos y medios (Kuper y Heydt, 2019; Kuper et al., 2014). Estas mayo-
res necesidades de salud en promedio se deben a factores específicamente relacionados 
con la naturaleza de la discapacidad. Las personas con discapacidad a menudo requieren 
atención médica para obtener y aprender a utilizar tecnologías de asistencia (por ejemplo 
sillas de ruedas, prótesis, dispositivos auditivos o anteojos), además de otros servicios de 
rehabilitación. Asimismo, para algunos la discapacidad está asociada con problemas de 
salud subyacentes que requieren tratamiento médico y/o medicamentos para mejorar su 
calidad de vida y reducir el riesgo de morbilidad o mortalidad. Adicionalmente, dado que 
la discapacidad se asocia en buena medida con la edad avanzada (véase el capítulo 1), las 
personas con discapacidad son más vulnerables a las enfermedades relacionadas con la 

RECUADRO 3.1  La carga global de la mala salud (¡no de la discapacidad!)
(continuación)
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edad (OMS y Banco Mundial, 2011). Algunas personas con discapacidad también son más 
propensas al envejecimiento prematuro, y por lo tanto a desarrollar más temprano enfer-
medades relacionadas con la edad; por ejemplo, entre los adultos cuyas edades oscilan 
entre los 40 y los 50 años, la incidencia del Alzheimer es significativamente mayor entre 
quienes sufren síndrome de Down (Zigman et al., 2004; Holland et al., 1998; McGlinchey, 
McCallion y McCarron, 2020).

En algunas partes de América Latina y el Caribe, la inseguridad alimentaria y las tasas 
de pobreza son más altas entre las personas con discapacidad que entre sus pares sin 
discapacidad (véase el capítulo 5). Esto sitúa a las personas con discapacidad ante un 
riesgo mayor de tener resultados de salud adversos. En algunos países de la región, las 
personas con discapacidad que viven en la pobreza también pueden tener que afron-
tar riesgos de salud mayores debido a un acceso inadecuado a agua y saneamiento, en 
comparación con sus pares (Duryea, Pinzón y Pereira, próximo a publicarse). Además, el 
ingreso reducido de los hogares puede limitar las inversiones en salud. Estas condiciones 
pueden poner a las personas con discapacidad en una situación de riesgo desproporcio-
nado de padecer alguna enfermedad, en comparación con sus pares sin discapacidad.

Las barreras en el entorno también agravan su riesgo de exclusión de los servicios de 
salud. Es posible que las personas con discapacidad encuentren importantes obstáculos 
para acceder a tratamientos médicos, dado que las instalaciones públicas son a menudo 
inaccesibles, sobre todo en los sectores de salud y transporte. En efecto, ningún país de 
América Latina y el Caribe cuenta con leyes que reconozcan el derecho a ajustes razonables 
en los servicios de salud, y solo cuatro (Brasil, Bolivia, Colombia y México) tienen normas que 
establecen la obligación de contar con instalaciones de salud accesibles. En otras palabras, 
en la mayoría de los países de la región los consultorios médicos, clínicas y hospitales no 
están específicamente obligados a cumplir las normas de accesibilidad, aunque es posible 
que en algunos de ellos rijan códigos de construcción generales relacionados con ella. Sin 
embargo, incluso en lugares donde existen tales códigos, el acceso a las instalaciones públi-
cas sigue siendo difícil para las personas con discapacidad. Esto se debe a que los requisi-
tos legales no están descritos en un lenguaje coherente y las regulaciones, como los códigos 
de construcción, son inconsistentes, lo que impide la implementación de un acceso uni-
versal (García Mora, Schwartz Orellana y Freire, 2021). También es posible que las personas 
con discapacidad tengan dificultades para obtener información importante de tipo médico, 
debido a la inaccesibilidad de las campañas de salud pública (porque, por ejemplo, no ofre-
cen información en formatos fáciles de leer, en letra grande y/o en modalidades digitales 
accesibles, o con interpretación en lengua de señas o con subtítulos); solo en Chile, México, 
Perú y Venezuela existen requisitos legales que obligan a que la información y la comuni-
cación en torno a la salud pública sean accesibles (Bregaglio Lazarte, 2021). Las dificultades 
para tener acceso oportuno a la atención médica exponen a las personas con discapacidad 
a un mayor riesgo de declive funcional, y de desarrollar complicaciones y comorbilidades.
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Algunos estudios limitados sugieren que, en los países de ingresos altos, la prevalen-
cia de las enfermedades no transmisibles es mayor entre las personas con discapacidad 
que entre las personas sin discapacidad. Sin embargo, estos estudios se limitan a unos 
pocos países en condiciones específicas (MBI y CHAI, 2022). Hace falta mucho más análi-
sis, también para América Latina y el Caribe.

La falta de accesibilidad en los espacios públicos, incluidas las calles y los lugares 
de trabajo, expone a las personas con discapacidad a un mayor riesgo de accidentes. 
En varios estudios se ha encontrado que las personas con discapacidad corren un mayor 
riesgo de sufrir lesiones relacionadas con caídas, así como de tipo ocupacional y no ocu-
pacional (Shi et al., 2015; Lee et al., 2008). En una reseña de estudios realizados en Australia, 
Estados Unidos, Gran Bretaña y Suecia se observó que la discapacidad aumenta signifi-
cativamente los riesgos de sufrir lesiones ocasionadas por accidentes de tránsito, proba-
blemente debido a la inaccesibilidad de las vías (Schwartz et al., 2022). La dificultad de 
acceso a los espacios públicos también puede exponer a las personas con discapacidad a 
un mayor riesgo de tener bajos niveles de actividad física. Por lo tanto, no sorprende que 
en la investigación de Estados Unidos se observe que algunas personas con discapacidad, 
sobre todo los adultos con discapacidades de desarrollo, corren un mayor riesgo de sufrir 
afecciones crónicas de salud relacionadas con el sedentarismo, entre ellas presión arterial 
elevada, enfermedades cardiovasculares y diabetes (Havercamp, Scandlin y Roth, 2004).

Las personas con discapacidad también se enfrentan a barreras actitudinales y exclu-
sión, lo que las expone a un mayor riesgo de abuso y negligencia. En Estados Unidos, los 
incidentes documentados de violencia contra personas con discapacidad han sido de 4 a 
10 veces más elevados que los de las personas sin discapacidad (Marge, 2003). Los datos 
administrativos de Perú muestran más de 3.500 casos denunciados de violencia contra per-
sonas con discapacidad en 2023, lo cual representa aproximadamente el 2,1% de todos los 
casos denunciados, que en su mayoría (71,1%) corresponden a incidentes de violencia con-
tra las mujeres (Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables de Perú, 2023). Estos datos 
solo representan el número de casos denunciados. La cifra para personas con discapacidad 
que son víctimas de abuso y negligencia es probablemente mucho mayor. Por ejemplo, el 
análisis de una encuesta sobre violencia contra las mujeres en Colombia mostró que el 72% 
de aquellas que tienen alguna discapacidad y que han estado casadas o vivido en pareja 
sufrió durante sus vidas por lo menos un tipo de violencia (psicológica, física, sexual o eco-
nómica) a manos de su pareja; para las mujeres sin discapacidad la proporción es del 67% 
(Marques Garcia Ozemela, Ortiz y Urban, 2019). En Costa Rica, los resultados de la Encuesta 
Nacional de Discapacidad de 2018 indican que el 38,1% de los hombres con discapacidad y el 
61,9% de las mujeres con la misma condición habían sido objeto de violencia o abuso sexual 
(INEC, 2019). Dado que las personas con discapacidad en América Latina y el Caribe están 
expuestas a un riesgo más alto de violencia, es más probable que desarrollen enfermedades 
relacionadas con los abusos (por ejemplo, enfermedades de transmisión sexual), lesiones 
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relacionadas con la violencia, y enfermedades de salud mental relacionadas con traumas 
(por ejemplo, trastorno de estrés postraumático, depresión y ansiedad).

Asimismo, estudios realizados en Australia, Estados Unidos, Canadá y Ruanda han mos-
trado que las personas con discapacidad están expuestas a un mayor riesgo de adoptar 
conductas que entrañan riesgos para la salud como el tabaquismo, el consumo de alcohol y 
el uso de drogas recreativas (Schulz et al., 2022; Rimmer y Rowland, 2008; Woodcock y Pole, 
2007). Estas conductas pueden vincularse directamente con el sufrimiento psicológico y los 
traumas relacionados con los abusos, así como con la exclusión de la participación social.

Algunos datos también sugieren que existe una mayor probabilidad de que las perso-
nas con discapacidad sufran afecciones de salud mental. Por ejemplo, Emerson y Llewelyn 
(2023) estiman las diferencias en las tasas de prevalencia de estas enfermedades entre los 
niños con y sin discapacidad en 44 países, utilizando para ello la ronda más reciente de 
datos de la Encuesta de Indicadores Múltiples (MICS por las siglas en inglés de Multiple 
Indicators Cluster Surveys). Con base en los informes parentales de signos de ansiedad y 
depresión para estimar las tasas de prevalencia, estos autores observan que las proba-
bilidades de que los padres de jóvenes con discapacidad declaren que sus hijos mues-
tran a diario señales de ansiedad y depresión son dos veces y media más altas (Emerson 
y Llewelyn, 2023). En términos generales, estos autores estiman que aproximadamente el 
20% de los jóvenes con ansiedad o depresión frecuentes también tienen alguna discapa-
cidad. Si se tienen en cuenta solo sus resultados para países de América Latina y el Caribe 
(Argentina, Costa Rica, Guyana, Honduras y República Dominicana) se observa que, en 
promedio, las probabilidades de que los niños y jóvenes con discapacidad sufran de ansie-
dad son 3,08 veces más altas, las de depresión 3,62 veces más altas, y las de los dos trastor-
nos en comorbilidad 4,23 veces más altas. Aunque las cifras comparables para los adultos 
con discapacidad son escasas, es de esperar que el patrón sea similar.

Por lo tanto, no sorprende que los datos de América Latina y el Caribe también mues-
tren que las necesidades médicas de las personas con discapacidad son mayores. El aná-
lisis de las cifras provenientes de las encuestas de hogares de Chile, México y Perú sugiere 
que las personas con discapacidad tienen problemas de salud más a menudo que sus 
pares sin discapacidad. Por ejemplo, en Chile el 26,4% de las personas con discapacidad 
declararon haber sufrido algún problema médico en los últimos tres meses, en com-
paración con el 13,6% de sus pares sin discapacidad. México y Perú muestran patrones 
similares evidentes (gráfico 3.1). Más aún, los resultados de la encuesta nacional de dis-
capacidad de Chile también sugieren que el 70,7% de los adultos con discapacidad tiene 
tres o más enfermedades o afecciones de largo plazo, en comparación con solo el 25,4% 
de adultos sin discapacidad; entre los niños, la diferencia también es muy marcada: el 
35,3% de aquellos entre 2 y 17 años con discapacidad tiene tres o más enfermedades o 
afecciones de largo plazo, en comparación con solo el 4,5% de sus pares sin discapaci-
dad (Rozas Assael et al., 2023). La encuesta sobre discapacidad de 2018 para Costa Rica 
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muestra que el 63,9% de los adultos con discapacidad considera que su salud es entre 
regular y muy mala, en comparación con solo el 18,9% de los adultos sin discapacidad 
(INEC, 2019). Estos hallazgos coinciden con la tendencia global más general, la cual mues-
tra que las personas con discapacidad tienen más necesidades de atención de salud.
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Chile (2022), México (2022) y Perú 
(2022).
Nota: El período de referencia varía según el país. En Chile se pregunta a las personas sobre cualquier problema 
de salud que hayan tenido en los últimos tres meses. En Perú, el período de referencia abarca las últimas 
cuatro semanas. En México se solicita a las personas que informen sobre problemas de salud históricos y 
las respuestas cubren el período de 1955 a 2022. Por lo tanto, el análisis se centra en aquellas personas que 
reportaron su problema de salud más reciente entre junio y diciembre de 2022.

Las necesidades insatisfechas como un asunto de accesibilidad y 
calidad, no de cobertura

Los estudios realizados en regiones distintas a América Latina y el Caribe sugieren que las 
mayores necesidades de atención de salud de las personas con discapacidad a menudo 
no son satisfechas (Kuper y Heydt, 2019). Por el contrario, si bien en América Latina y el 
Caribe la cobertura general es baja en algunos países (gráfico 3.2), las personas con disca-
pacidad no parecen ser sistemáticamente excluidas de la cobertura de atención sanitaria. 
Esto podría responder a que las personas con discapacidad buscan activamente seguro 
médico debido a sus necesidades de salud, así como a iniciativas gubernamentales des-
tinadas a ampliar la cobertura de atención sanitaria para los grupos pobres y vulnerables. 

Es importante notar que la no exclusión de la cobertura de salud no garantiza el 
acceso a servicios de alta calidad. Las personas con discapacidad se enfrentan a barreras 
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particulares: servicios de salud especializados limitados, infraestructura de salud y trans-
porte a menudo inaccesible, y falta de trabajadores de la salud capacitados y con las 
competencias necesarias para trabajar con ellas. Como señalan Kuper y Heydt (2019), se 
registra un déficit global significativo de profesionales de la rehabilitación —fisiotera-
pistas, profesionales de salud mental, terapeutas ocupacionales y fonoaudiólogos, entre 
otros—, así como de técnicos expertos en prótesis y órtesis. Más aún, los programas de 
formación de los trabajadores de la salud rara vez incluyen temas concernientes a habi-
lidades, información y toma de conciencia en relación con la discapacidad. Por ejemplo, 
en un estudio de la Organización Mundial de la Salud sobre los países del Pacífico se esta-
bleció que solo el 8% de los programas de medicina incorporaba información relacionada 
con la discapacidad en la formación de los estudiantes universitarios (OMS, 2017).
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en datos de encuestas de hogares: de Bolivia (2021), Chile (2022), 
Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
Nota: Las tasas de cobertura incluyen tanto los seguros de salud públicos como los privados, excepto en el caso 
de Colombia y Panamá, que solo consideran la cobertura de los seguros de salud públicos en las herramientas 
de sus encuestas de hogares.

La encuesta de discapacidad de Chile de 2022 revela que el 39,6% de los adultos con 
discapacidad declaran haber tenido dificultades para acceder y utilizar los servicios de 
atención sanitaria, en comparación con el 10,6% de sus pares sin discapacidad. Si bien se 
observa una disminución muy marcada (9,7 puntos porcentuales) en la percepción de las 
barreras entre las personas sin discapacidad en comparación con los resultados de 2015, 
esta es ligeramente menor entre personas con discapacidad (solo 6,8 puntos porcentuales) 
(Rozas Assael et al., 2023; Servicio Nacional de la Discapacidad de Chile 2016). En El Salvador, 



Salud

51

en la encuesta nacional de personas con discapacidad de 2015 se observa que el 62,7% de 

los adultos con discapacidad declaran tener dificultades para utilizar los servicios de aten-

ción de salud (CONAIPD, 2016). En un estudio realizado en Perú, en el cual se emplean datos 

de la encuesta sobre discapacidad de 2012, se observa que solo el 43,6% de los encuesta-

dos con discapacidad de las zonas rurales reportaba la existencia de un centro de rehabili-

tación cercano, versus el 96,2% de los encuestados con discapacidad en las zonas urbanas. 

En el mismo estudio se indica que la ausencia de rampas, barandillas, ascensores, mostra-

dores de información y baños con las debidas adecuaciones, así como las dificultades en 

el uso de los sistemas de transporte público, están asociadas con la existencia de meno-

res probabilidades —entre el 20 y el 40% menos— de acudir a centros de rehabilitación; 

esto controlando por edad, género, residencia urbana o rural, titularidad de un seguro de 

salud y número de discapacidades de la persona (Moscoso-Porras, Fuhs y Carbone, 2019). 

Los  resultados anteriores pueden reflejar una insatisfacción general con la calidad de la 

atención sanitaria. Sin embargo, se requiere más investigación en este ámbito.

Más aún, la investigación descrita anteriormente no tiene en cuenta las diferencias 

en la búsqueda y obtención de tipos específicos de asistencia médica. El análisis de los 

datos de las encuestas de hogares de Chile también muestra disparidades en la detec-

ción de cáncer de mama y cervical, especialmente entre las mujeres mayores. En prome-

dio, las probabilidades de que las mujeres con discapacidad de 65 años o más en Chile 

se hayan sometido a una prueba de Papanicolau en los últimos tres años son menores 

en 13,65 puntos porcentuales, en comparación con sus pares sin discapacidad; para las 

mujeres entre 19 y 64 años la diferencia es de 2,36 puntos porcentuales menos. En rela-

ción con la detección del cáncer de mama, las probabilidades de que las mujeres con dis-

capacidad entre los 35 y los 64 años se hayan hecho una mamografía en los últimos tres 

años son menores en 2,73 puntos porcentuales, mientras que para las mujeres de 65 años 

o más la diferencia es de 13,65 puntos porcentuales.4 Estos resultados son consistentes 

con los de países de altos ingresos, los cuales muestran que las mujeres con discapaci-

dad tienen 0,78 menos probabilidades y 0,63 menos probabilidades de someterse a exá-

menes de detección de cáncer de mama (intervalo de confianza del 95%: 0,72-0,84) y de 

cáncer cervical (intervalo de confianza del 95%: 0,45-0,88) respectivamente, en compa-

ración con las mujeres sin discapacidad (Andiwijaya et al., 2022). En otras palabras, y al 

igual que lo que sucede con la detección de cáncer cervical y de mama, es posible que 

haya ciertos servicios médicos para los cuales las personas con discapacidad encuentren 

barreras de acceso específicas.

Dado que las personas con discapacidad tienen menores probabilidades de estar 

empleadas y que sus salarios son más bajos, surge una preocupación adicional en torno 

a la asequibilidad de la atención sanitaria (véase el capítulo 4). Más aún, los datos de las 

4    Cálculos de los autores.
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encuestas de hogares de Bolivia, y los de la encuesta de gastos de Argentina, sugieren 
que los hogares de las personas con discapacidad gastan significativamente más en 
salud que aquellos sin personas con discapacidad. En el caso de Bolivia se observa que el 
gasto en salud de hogares de personas con discapacidad es un 82% mayor. En Argentina, 
en un estudio se observa que, dependiendo de la especificación del modelo utilizado, los 
gastos en atención sanitaria son entre un 24 y un 30% mayores en los hogares donde hay 
personas con discapacidad que en aquellos donde no las hay, y que estos hogares tam-
bién tienen una probabilidad significativamente mayor de incurrir en gastos de salud 
catastróficos (recuadro 3.2). Ese mayor gasto en salud de las personas con discapacidad 
ocurre incluso cuando sus probabilidades de estar cubiertas por un seguro médico de 
atención sanitaria pública son notablemente más elevadas (recuadro 3.2). Esto sugiere 
que, aunque las personas con discapacidad no estén sistemáticamente excluidas de los 
sistemas de cobertura, la atención médica pública y gratuita no cubre todas sus necesi-
dades de salud.

RECUADRO 3.2  �Mayores gastos de salud de las personas con 
discapacidad en Argentina

Son pocos los estudios en los cuales se estiman los costos adicionales de la discapacidad en paí-
ses en vías de desarrollo. Puentes (próximo a publicarse) utiliza datos de la encuesta de gastos de 
los hogares en Argentina para estimar el gasto adicional de los hogares con y sin miembros con 
discapacidad. Para evitar confundir la discapacidad con la edad avanzada, el autor solo considera 
los hogares con miembros de 60 años o menos.

Puentes observa que, dependiendo de la especificación utilizada, los hogares argentinos 
que tienen un miembro con alguna discapacidad incurren en costos adicionales relacionados, los 
cuales representan entre el 25 y el 49% del gasto de los hogares que no tienen un miembro con 
alguna discapacidad. Si bien en el estudio se consideran diversas categorías de gastos del hogar, 
los costos de atención medica son la única categoría con diferencias significativas y grandes en 
el gasto. En efecto, se observó que estos gastos eran entre un 24 y un 30% más altos en los hoga-
res con personas con discapacidad en comparación con los hogares sin personas con discapaci-
dad, dependiendo de la especificación utilizada. La mayoría de estos gastos adicionales se pueden 
atribuir a diferencias en el gasto en productos farmacéuticos y cuidados ambulatorios. Los hoga-
res con personas con discapacidad también tenían una probabilidad significativamente mayor 
de afrontar gastos catastróficos en salud, entendidos como aquellos que constituyen entre el 10 y 
el 25% del gasto total de los hogares. Para el umbral del 10%, la probabilidad aumenta de 12 a 16% 
en los hogares donde hay miembros con discapacidad. Para el umbral del 25%, la probabilidad 
es de más del doble: aumenta del 2 al 5%. En estos hogares, las probabilidades de tener seguro 
privado de salud eran menores, y mayores las de tener cobertura del sistema de salud público, lo 
que sugiere que este último no cubre todas sus necesidades de atención médica. Finalmente, el 
autor también establece que el porcentaje del gasto relacionado con la salud en el presupuesto 
total era mayor en los hogares más ricos con miembros con discapacidad que en los hogares 
menos ricos con miembros con discapacidad. Es posible que los hogares más pobres den priori-
dad al gasto en otros bienes, como alimentos y vivienda, y no puedan permitirse los bienes y ser-
vicios sanitarios necesarios. Fin del recuadro
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Panorama de políticas

En América Latina y el Caribe, los gobiernos han desarrollado varias políticas de salud que 
tienen en cuenta la discapacidad. Algunas se centran en el acceso universal a las insta-
laciones y servicios de salud, mientras que en otras se abordan aquellas necesidades de 
salud que son más comunes entre las personas con discapacidad. En esta sección se dis-
cuten los diversos tipos de programas.

Cómo hacer más accesibles las instituciones de atención sanitaria y 
los servicios generales de salud

En términos generales, en la región los esfuerzos sistemáticos dirigidos a asegurar la 
accesibilidad de las instalaciones y de los servicios de atención sanitaria, así como a las 
campañas de salud pública, han sido limitados, aunque en algunos países los ministe-
rios de salud proporcionan subvenciones a instituciones de salud para hacer que sus 
instalaciones o servicios sean más accesibles. Sin embargo, estos ejemplos por lo gene-
ral representan iniciativas aisladas, a menudo en pequeña escala. De hecho, no existen 
iniciativas en gran escala para hacer que los servicios de atención sanitaria sean más 
accesibles.

Múltiples ministerios de salud han elaborado guías para los profesionales de la salud 
sobre cómo tratar e interactuar con pacientes con discapacidad. Por ejemplo, el Ministerio 
de Salud y Protección Social de Colombia diseñó un manual integral para la prestación de 
servicios inclusivos dirigido a su entidades y agencias asociadas, incluidos los hospitales. 
El manual abarca temas de accesibilidad física, accesibilidad en línea y móvil, y servicio al 
cliente inclusivo, lo cual comprende pautas sobre la utilización de terminología adecuada 
(Ministerio de Salud y Protección Social de Colombia, 2021). Sin embargo, no está claro 
hasta qué punto los profesionales de la salud en Colombia y en otros países reciben una 
formación activa sobre manuales de este tipo.

Durante la pandemia, la demanda de servicios virtuales aumentó exponencialmente, 
lo que impulsó a varios gobiernos a ampliar sus actividades en este ámbito. En algunos 
países, los sistemas de contacto para servicios de emergencia y atención al cliente intro-
dujeron formas alternativas de contacto, como WhatsApp o servicios de interpretación 
en lengua de señas, lo que ayudó a las personas con discapacidad o dificultad auditiva 
a acceder a esos servicios. Por ejemplo, Chile ofrece interpretación en lengua de señas 
mediante videollamada, lo que permite a las personas sordas o con problemas de audi-
ción utilizar Salud Responde, la línea telefónica del Ministerio de Salud donde médicos, 
profesionales de la enfermería y otros trabajadores de la salud pública están disponibles 
para responder preguntas relacionadas con la salud y sus servicios (Ministerio de Salud 
de Chile, 2024).
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Identificación y detección de la discapacidad y necesidades de 
atención médica

Los programas de salud para personas con discapacidad dependen de la identificación 
de la discapacidad y sus necesidades médicas asociadas. En efecto, la detección tem-
prana de condiciones relacionadas con la discapacidad es crucial para que las personas 
con discapacidad puedan identificar y acceder a intervenciones (médicas y de otro tipo) 
que les ayuden a integrarse en la sociedad, impedir un mayor deterioro funcional y preve-
nir el desarrollo de afecciones de salud graves asociadas con ciertas discapacidades. Por 
lo menos 16 países de América Latina y el Caribe cuentan con programas obligatorios de 
tamizaje neonatal implementados a nivel nacional (cuadro 3.1). La mayoría de estos paí-
ses se centran en la elaboración de perfiles bioquímicos utilizando muestras de sangre 
de los recién nacidos y espectrometría de masas en tándem.5 Muchas de las deficiencias 
y enfermedades congénitas que se pueden identificar mediante perfiles bioquímicos se 
asocian con el desarrollo de discapacidades intelectuales o físicas. Además, por lo menos 
nueve países conducen exámenes de audición neonatal y seis tienen programas univer-
sales de examen de visión (cuadro 3.1).

CUADRO 3.1  | � Tipos de detección incluidos en los programas universales 
de tamizaje neonatal en América Latina y el Caribe

Bioquímico

País Audición Visión Cardíaco AA BD CAH CF CH FAO G6PDD GAL Hbpx MSUD OA PKU

Argentina          

Bolivia    

Brasil          

Chile         

Colombia    

Costa Rica             

Ecuador    

El Salvador 

Guatemala     

5    La espectrometría de masas en tándem es un método para identificar y medir las cantidades de las 
distintas moléculas presentes en una muestra de sangre. Funciona convirtiendo primero las moléculas en 
partículas cargadas para clasificarlas por tamaño y carga, y luego descomponerlas en piezas más pequeñas 
que serán analizadas con el fin de determinar cuáles eran las moléculas originales. Esta técnica proporciona 
información detallada sobre la composición química de la sangre de un recién nacido, lo que a su vez puede 
ayudar a identificar posibles trastornos metabólicos y enfermedades genéticas.

(continúa en la página siguiente)
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Bioquímico

País Audición Visión Cardíaco AA BD CAH CF CH FAO G6PDD GAL Hbpx MSUD OA PKU

Honduras     

México        

Nicaragua 

Panamá          

Paraguay   

Perú       

Uruguay            

Fuente: BID con base en información de Giugliani et al. (2022) e informes y comunicaciones de los ministerios 
de salud de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú y Uruguay.
Nota: AA = trastornos de aminoácidos; BD = deficiencia de biotinidasa; CAH = hiperplasia suprarrenal congénita; 
CF = fibrosis quística; CH = hipotiroidismo congénito; FAO = trastornos de oxidación de los ácidos grasos; 
G6PDD = deficiencia de glucosa -6- fosfato deshidrogenasa; GAL = galactosemia; Hbpx = hemoglobinopatías; 
MSUD = enfermedad de orina con olor a sirope de arce; OA = acidemia orgánica; PKU = fenilcetonuria.

En América Latina y el Caribe también son habituales los programas universales de 
detección entre los niños en edad preescolar y escolar. La detección previa al ingreso a la 
escuela normalmente se implementa a través de los ministerios de salud (véase el capí-
tulo 2). Estos programas son cruciales para asegurar que los niños con discapacidades, o 
que corran el riesgo de desarrollarlas, tengan acceso a los servicios que puedan requerir. 
Sin embargo, la discapacidad no es exclusiva de bebés y niños pequeños.

Los programas de certificación de discapacidad, que requieren prueba médica de 
discapacidad, contribuyen a identificar a las personas con discapacidad y sus necesida-
des (véase el capítulo 5), y pueden ayudar a conectarlas con los programas adecuados. 
Sin embargo, es importante señalar que el proceso de certificación de discapacidad es 
voluntario y por lo tanto no proporciona datos representativos sobre las necesidades rela-
cionadas con la salud de todas las personas con discapacidad (véase el capítulo 5). Aun 
así, estos programas pueden constituir un punto de partida útil para desarrollar planes de 
atención médica personalizada para aquellos que se certifiquen.

Mejora de la cobertura y subsidios para servicios de atención de salud 
específicos a la discapacidad

Algunos gobiernos han creado programas de cobertura de atención médica focalizados 
o proporcionan prestaciones específicas para las personas con discapacidad. Por ejem-
plo, el programa federal Incluir Salud de Argentina ofrece cobertura a quienes tienen una 

(continuación)
CUADRO 3.1  | � Tipos de detección incluidos en los programas universales 

de tamizaje neonatal en América Latina y el Caribe
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pensión no contributiva por discapacidad y carecen de cobertura médica del Sistema 
Nacional del Seguro de Salud o de la seguridad social provincial. Además de servicios 
de salud, este programa ofrece servicios médicos como tecnologías de asistencia, apa-
ratos de tecnología biomédica y alimentos para personas con discapacidad. Brasil tiene 
un programa similar llamado Red de Cuidados para Personas con Discapacidad, el cual 
funciona bajo el Sistema Único de Salud (SUS). Las personas con discapacidad elegi-
bles obtienen acceso a un amplio conjunto de servicios de salud gratuitos que incluyen 
atención dental, terapia, rehabilitación y talleres ortopédicos en centros de rehabilita-
ción especializados, centros diurnos y hospitales, o bien servicios de salud en el hogar. 
Además de proporcionar atención médica subvencionada, los programas de Argentina y 
Brasil realizan esfuerzos activos para invitar a las personas con discapacidad a que bus-
quen atención médica a través de campañas focalizadas.

Sin embargo, estos programas integrales pueden resultar muy costosos. Por lo 
tanto, algunos países se han centrado en subsidiar solo un grupo selecto de servi-
cios de atención de salud, fundamentalmente de rehabilitación y suministro de tec-
nologías de asistencia y prótesis. Países como Chile, Colombia, Barbados y El Salvador 
cuentan con amplios servicios de rehabilitación para personas con discapacidad. Por 
ejemplo, el Servicio Nacional de la Discapacidad, SENADIS, de Chile, ofrece acceso a 
servicios de rehabilitación para aquellas personas con discapacidad que son beneficia-
rias del Fondo Nacional de Salud y están registradas en sus Centros de Salud Familiar 
correspondientes. Por lo tanto, el programa de rehabilitación es gratuito. El SENADIS 
también proporciona financiamiento a organizaciones públicas y privadas que ofre-
cen rehabilitación (ayudas de cerca de US$21.500 para cada proyecto seleccionado); 
en 2021, el SENADIS financió ocho proyectos (Servicio Nacional de la Discapacidad de 
Chile, 2020).

La dotación de tecnologías de asistencia y prótesis también es común. En Argentina, 
Chile, Ecuador, El Salvador y Perú existen programas a través de los cuales se proporciona 
directamente o se subvenciona la compra de dispositivos como sillas de ruedas, basto-
nes, andadores, muletas o dispositivos auditivos. En Argentina, el programa es especial-
mente integral. La Agencia Nacional de Discapacidad no solo proporciona directamente 
dispositivos a las personas con discapacidad no cubiertas bajo Incluir Salud, sino que 
además gestiona el programa Banco Descentralizado de Ayudas Técnicas mediante el 
cual se garantiza que haya dispositivos disponibles en los organismos públicos provincia-
les (incluyendo los servicios de salud) y en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Estos 
organismos pueden presentar propuestas de proyectos para distribuir dispositivos de 
asistencia, recibiendo un máximo de aproximadamente US$12.000 (Agencia Nacional de 
Discapacidad de Argentina, s.f.). En países como Chile, El Salvador y Jamaica, los progra-
mas también financian órtesis y prótesis. Por ejemplo, en Jamaica el Ministerio de Salud 
y Bienestar, en coordinación con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, crearon el 
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programa “New Limb, New Life” mediante el cual se financian prótesis de piernas y bra-
zos (Angus, 2023).

Existen, asimismo, programas centrados en problemas de salud a menudo asocia-
dos con la discapacidad, en los cuales los beneficiarios con discapacidad pueden tener 
una alta representación. Este es probablemente el caso de iniciativas como los bancos 
de medicamentos para enfermedades raras y catastróficas como el Banco de Drogas de 
Argentina. En Ecuador, el Bono Joaquín Gallegos Lara, cuyo objetivo es dar ayuda para 
cubrir los altos costos de la atención médica, proporciona transferencias mensuales equi-
valentes a US$386,88 (PPA de 2024) destinadas a las personas con discapacidad con altos 
niveles de necesidad de apoyo en ingresos o a quienes sufren enfermedades catastrófi-
cas. A septiembre de 2023, el programa tenía 42.736 beneficiarios (Ministerio de Econo-
mía y Finanzas de Ecuador, 2023).

Otros ejemplos de programas relevantes de atención médica general importantes 
para las personas con discapacidad son los de salud móvil y telesalud, en la medida en 
que pueden constituir adecuaciones importantes para aquellos pacientes con discapaci-
dad que encuentran obstáculos de acceso considerables en el transporte o en las insta-
laciones de salud. Varios países de América Latina y el Caribe cuentan con programas de 
este tipo, muchos de los cuales fueron desarrollados durante la pandemia del COVID-19, 
o con el fin de proporcionar acceso a servicios de salud en las zonas rurales. Por ejemplo, 
Bolivia ha implementado desde 2014 un programa de telesalud para llegar a las comuni-
dades rurales, el cual fue ampliado a lo largo de 2019-2021 durante la pandemia. En 2021, 
con base en los resultados de una encuesta entre 1.440 profesionales de la salud se pudo 
establecer que, entre los países de América Latina y el Caribe, el uso de la telemedicina 
fue mayor en Chile, Perú y Uruguay (Saigí-Rubió et al., 2021). Sin embargo, según la misma 
encuesta hasta un 82,6% de los profesionales de la salud en la región no la había utilizado 
(Saigí-Rubió et al. 2021). En resumidas cuentas, los sistemas de telemedicina todavía son 
incipientes en la región. Sin embargo, este tipo de programas puede ser especialmente 
pertinente para aquellas personas con discapacidad que encuentran barreras importan-
tes para obtener servicios de atención médica en persona debido a la falta de accesibi-
lidad en las instalaciones públicas y el transporte, y también porque la interpretación en 
tiempo real en lengua de señas se puede incorporar fácilmente a los servicios virtuales. 
Por lo tanto, es importante seguir promocionando estos programas e incorporando las 
lecciones que dejaron las iniciativas surgidas a raíz de la pandemia.

Los programas de salud mental también son especialmente relevantes, dadas las altas 
tasas de depresión y ansiedad entre las personas con discapacidad (Emerson y Llewellyn, 
2023). Por ejemplo, a través de la Red de Atención Psicosocial (Rede de Atenção Psicoso-
cial, RAPS), el Ministerio de Salud de Brasil coordina los servicios de salud mental —aten-
ción primaria y hospitalización de corto plazo—, además de que supervisa los centros 
comunitarios de salud mental (Centros de Atención Psicosocial). En Argentina, después 
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de que la ley de salud mental fuera sometida a una reforma legislativa entre 2020 y 2021, 
el número de personas que residían en hospitales e instituciones psiquiátricas en Buenos 
Aires disminuyó de 1.810 a 1.391 (Subsecretaría de Salud Mental, Consumos Problemáticos 
y Violencias en el Ámbito de la Salud Pública de Argentina, 2021). Estos esfuerzos mues-
tran un mayor compromiso con la prestación de servicios comunitarios de salud men-
tal, en lugar de recurrir a la institucionalización. Sin embargo, en la región todavía queda 
mucho por hacer en relación con la cobertura y la calidad de estos servicios.

En 2020, la mediana del gasto público en servicios de salud mental para personas con y 
sin discapacidad en las Américas representaba solo el 3% del presupuesto total de la salud, 
y casi la mitad (43%) estaba destinado a financiar hospitales psiquiátricos en lugar de inicia-
tivas de base comunitaria (OPS, 2023). Los recursos destinados a la salud mental son insu-
ficientes, su uso es ineficiente y su distribución inequitativa. Por lo tanto, no sorprende que 
en las Américas solo el 18% de las personas con psicosis hubiera recibido tratamiento en 
2020, o que el 73% de los adultos con depresión en la región no hubiera obtenido ningún 
tipo de tratamiento (OPS, 2023). Más aún, el 28% de todas las hospitalizaciones psiquiátricas 
en las Américas duran más de cinco años, lo que supera a todas las demás regiones y sus-
cita graves preocupaciones a propósito de la institucionalización (OPS, 2023). Estas estima-
ciones incluyen cifras de Estados Unidos y Canadá —que por lo general disponen de más 
servicios de salud mental—, por lo cual es probable que el número de personas con psi-
cosis o depresión que reciben tratamiento en América Latina y el Caribe sea menor y que 
el de las internaciones hospitalarias prolongadas (institucionalización efectiva) sea mayor.

¿Qué dice la evidencia?

La literatura sobre la evidencia causal de los impactos de las intervenciones de salud en 
las personas con discapacidad es por lo general limitada, y las investigaciones se basan 
mayoritariamente en experimentos en pequeña escala. En esta sección se discuten solo 
estudios respaldados por un cuerpo de evidencia consolidado a través de metaanálisis de 
múltiples investigaciones. Cuando no es así, y al igual que en algunos de los demás capí-
tulos, el enfoque privilegia las investigaciones experimentales y cuasi experimentales de 
mayor escala. Estos estudios se enfocan principalmente en evaluar programas de iden-
tificación e intervención temprana, programas de detección en adultos e intervenciones 
dirigidas a expandir la cobertura de la atención médica.

La evidencia que respalda los programas de identificación temprana y de detección 
universal es amplia, si bien proviene de los países de altos ingresos. Las evaluaciones 
de tamizaje universal mediante exámenes de audición neonatal (UNHS por la sigla en 
inglés de Universal Neonatal Hearing Screening) en Estados Unidos, Alemania y otros 
países de ingresos altos sugieren que la UNHS reduce considerablemente la edad del 
diagnóstico y de las intervenciones, y que conduce a mejoras en el desarrollo cognitivo y 
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del lenguaje (Wolff et al., 2010; Neumann et al., 2006; Yoshinaga-Itano, 2004). Por ejem-
plo, los adolescentes de una cohorte de nacimiento de 157.000 niños del sur de Inglaterra 
que se sometieron a la UNHS mostraron mejor comprensión de lectura que los niños de 
esa misma cohorte que no fueron examinados al nacer (Pimperton et al., 2016). Los resul-
tados son similares en las evaluaciones de exámenes de visión en los recién nacidos. 
Algunos experimentos médicos preliminares en pequeña escala también sugieren que 
la identificación e intervención tempranas en bebés menores de 24 meses (aproxima-
damente dos años) con autismo pueden tener efectos positivos: mayor aceptación por 
parte de los padres, mejor implementación de los tratamientos, y mejoras en las habilida-
des de comunicación social y desarrollo (Bradshaw et al., 2015).

Los programas de detección universal en las escuelas también son relevantes, sobre 
todo cuando se trata de identificar discapacidades de índole auditiva, visual, psicoso-
cial o intelectual. Estos programas pueden tener efectos significativos en el desempeño 
de los niños en edad preescolar y escolar (véase el capítulo 2). En efecto, la detección de 
la discapacidad en niños pequeños puede garantizar el acceso a servicios adecuados 
en el sistema escolar, lo que a su vez promueve el aprendizaje y la obtención de resulta-
dos de desarrollo satisfactorios, sobre todo en materia de comunicación y alfabetización. 
Por ejemplo, en un metaanálisis de Fuller y Kaiser (2020) de experimentos en pequeña 
escala se muestra que las mayores mejoras relacionadas con los resultados de comuni-
cación provenientes de la identificación e intervención tempranas en niños con autismo 
se observan durante sus primeros años, especialmente a los 3,8 años.

Quizás el cuerpo de evidencia más conocido —y más polémico— sobre identificación 
temprana tiene que ver con la detección prenatal de enfermedades relacionadas con la 
discapacidad. En Europa, en 2015 la detección prenatal, combinada con interrupciones 
selectivas del embarazo, resultó en una reducción de cerca del 54% en la prevalencia de 
nacimientos vivos con síndrome de Down. Esta reducción varió del 0% en Malta al 83% en 
España (De Graaf, Buckley y Skotko, 2021). Los estudios no han demostrado que la detec-
ción prenatal mejore los resultados de salud de los niños nacidos con síndrome de Down 
(Steffensen et al., 2023). Además, los impactos de la detección prenatal en la prevalen-
cia del síndrome de Down son sumamente polémicos en la comunidad que defiende los 
derechos de las personas con discapacidad.

Si bien el enfoque recomendado para identificar la discapacidad en bebés y niños 
es la detección universal, en el caso de los adultos los programas focalizados son los más 
relevantes. Entre quienes están en edad de trabajar, tales programas de detección en el 
trabajo son particularmente útiles para labores que presentan riesgos ocupacionales y 
que pueden resultar en discapacidad (tal es el caso de los exámenes auditivos entre tra-
bajadores de la construcción o fabriles). No existen evaluaciones rigurosas de programas 
de este tipo que se centren en la detección de discapacidades en los adultos en edad 
de trabajar.
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En el caso de los adultos mayores, las iniciativas de detección se centran en las enfer-
medades asociadas a la edad avanzada. En efecto, la detección temprana de afeccio-
nes médicas puede disminuir el deterioro funcional, mejorar la calidad de vida y reducir 
las tasas de mortalidad de enfermedades como el Parkinson o la esclerosis múltiple 
(Cobo-Calvo et al., 2023; Liou et al., 2008). Dados los impactos positivos de la detec-
ción temprana de la discapacidad o de enfermedades relacionadas en las personas de 
edad avanzada, las intervenciones para facilitar la detección (por ejemplo el desarrollo 
de cuestionarios de detección) o para recordar a médicos y enfermeras que verifiquen 
si el paciente tiene enfermedades relevantes, pueden ser particularmente importantes. 
Por ejemplo, Zazove et al. (2020) estudiaron en dos distritos sanitarios de Estados Unidos 
el impacto de alertas electrónicas que recordaban a los médicos preguntar sobre pérdi-
das auditivas en pacientes mayores de 55 años. Esta intervención aumentó significativa-
mente (11,2 puntos porcentuales) las derivaciones a audiología para pacientes en riesgo 
en un sistema de salud, y en 4,0 puntos porcentuales en el otro sistema de salud, sin que 
se detectaran cambios significativos en el grupo de control (Zazove et al., 2020).

Naturalmente, los efectos de los programas de identificación y detección temprana 
dependen de la disponibilidad y el acceso a servicios de rehabilitación. En el contexto del 
auge del movimiento de derechos de las personas con discapacidad en los años setenta, 
la rehabilitación basada en la comunidad (RBC) surgió como alternativa a los servicios de 
rehabilitación tradicionales, que a menudo solo estaban disponibles para personas ins-
titucionalizadas o en zonas urbanas. En sus comienzos, el marco RBC promocionaba la 
rehabilitación en las clínicas locales o en consultorios médicos, de modo que las perso-
nas con discapacidad pudieran seguir viviendo en sus comunidades y no en institucio-
nes. A comienzos de la década de los años 2000, los grupos que abogan por los derechos 
de las personas con discapacidad, así como algunas instituciones multilaterales, recono-
cieron que la rehabilitación también podía darse por fuera de los entornos de atención 
médica (por ejemplo en la escuela y en el trabajo), y que sus impactos probablemente se 
podían mejorar con otro tipo de intervenciones (por ejemplo programas de educación 
y protección social). De ahí que la RBC se comenzara a promover como estrategia más 
general para la inclusión social de las personas con discapacidad en el marco del desa-
rrollo comunitario más amplio, aunque con grandes variaciones entre países y regiones 
(OIT, UNESCO y OMS, 2004).

En efecto, en un metaanálisis realizado por Iemmi et al. (2016), los autores observan 
que la RBC puede ser efectiva para mejorar los resultados clínicos, así como el funciona-
miento y la calidad de vida, aunque al mismo tiempo señalan que la calidad de muchos 
estudios es baja. Por ejemplo, Duarte et al. (2018) encuentran que el acceso a rehabili-
tación especializada acortó las internaciones hospitalarias y redujo los costos médicos 
en comparación con la obtención de cuidados rutinarios para personas con discapaci-
dad que fueron admitidas en tres hospitales del Servicio Nacional de Salud en Inglaterra. 
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La evidencia de Camboya sugiere que la RBC puede tener efectos en la calidad de vida 
(Powell, Mercer y Harte, 2002).

En estos estudios se consideran los efectos de la RBC en general y no los de sus com-
ponentes individuales. Dado que la RBC varía considerablemente de un país a otro, no es 
posible generalizar los resultados positivos a todos los programas de este tipo. Además, 
no está claro qué componentes individuales de la RBC mejoran los resultados de rehabi-
litación y si las iniciativas de RBC superan a las intervenciones de rehabilitación aisladas.

Sin embargo, en unos pocos estudios se evalúan los efectos aislados de la rehabili-
tación, sobre todo los que involucran el suministro de tecnologías de asistencia. En una 
reseña de Saran, White y Kuper (2020) se encuentra que los pocos estudios sobre la efec-
tividad de los dispositivos de asistencia indican impactos positivos. Por ejemplo, un estu-
dio longitudinal de niños con dificultades de audición realizado en Australia (Longitudinal 
Outcomes of Children with Hearing Impairment Study) muestra que dotarlos de disposi-
tivos auditivos lo más temprano posible mejora su desempeño de lenguaje a lo largo del 
tiempo (Ching et al., 2018). Otro estudio en Etiopía mostró que proporcionar sillas de rue-
das a quienes las requerían se asociaba significativamente con un mayor número de 
horas de trabajo, ingresos más elevados y reducción de la mendicidad (Grider y Wydick, 
2016). Mortenson et al. (2012) y Labbé et al. (2019) observaron que las tecnologías de asis-
tencia ayudan a cuidadores y a miembros de la familia, en la medida en que reducen 
parte del esfuerzo físico y emocional invertido en apoyar a quienes tienen discapacidad.

En algunos estudios se examinan los efectos de las mejoras en la cobertura de aten-
ción de salud de las personas con discapacidad. Por ejemplo, Van Gameren y Enciso 
(2023) estudiaron el impacto del Seguro Popular —un programa de seguro sanitario uni-
versal para las personas de ingresos bajos en México— en la progresión de discapacida-
des entre adultos mayores con enfermedades crónico-degenerativas. En el estudio se 
observa que la afiliación al Seguro Popular desaceleró la progresión del deterioro de la 
movilidad y mejoró la funcionalidad de las actividades instrumentales diarias. Ford Shah 
et al. (2012) evaluaron el impacto del programa Medicaid Buy-In (MBI) del estado de 
Washington. Los autores examinaron su efecto en personas empleadas con discapacidad 
cuyos ingresos superaban el umbral para obtener el Medicaid tradicional. El programa 
MBI ofrece a las personas con discapacidad la posibilidad de adquirir una cobertura inte-
gral de Medicaid, pagando una prima mensual determinada por una escala móvil de 
ingresos. Los hallazgos de estos autores señalan que el MBI en el estado de Washington 
no solo promueve el empleo, sino que además aumenta los ingresos, reduce la depen-
dencia de los bonos de alimentos (food stamps) y asegura la cobertura de salud. Estos 
estudios sugieren que incluir a las personas con discapacidad en los sistemas de cober-
tura de salud tradicionales puede ser suficiente para cubrir sus costos de atención médica 
más altos. Sin embargo, esto probablemente varía según el país y según el marco de 
atención médica implementado. Por ejemplo, en el caso de Vietnam, Palmer y Nguyen 
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(2012) observaron que los mecanismos de seguro tradicionales de ese país no proporcio-
nan suficiente cobertura para las personas con discapacidad.

Lecciones clave

Con base en el análisis presentado en este capítulo, no parece que las necesidades de cui-
dado médico de las personas con discapacidad en América Latina y el Caribe estén siendo 
satisfechas. El análisis de los datos de encuestas de hogares de la región muestra que allí 
la cobertura de seguro se sitúa en el mismo nivel para las personas con y sin discapacidad. 
Sin embargo, la accesibilidad a los servicios de salud y la utilización de servicios específicos 
parecen diferir. Más aún, los datos de Argentina, Bolivia y Perú muestran que los hogares de 
personas con discapacidad incurren en gastos de salud más altos. Por lo tanto, es probable 
que en la mayoría de los países de la región las necesidades de atención médica no satisfe-
chas estén relacionadas con la accesibilidad y la calidad de los servicios de salud. Así pues, 
se requieren esfuerzos más sistémicos para asegurar que tanto los servicios como las insta-
laciones de atención médica sean accesibles a las personas con discapacidad. Actualmente 
se están implementando algunos programas, entre ellos los dirigidos a mejorar la accesi-
bilidad física de la infraestructura; plataformas digitales que permiten un mayor acceso a 
la información y a los servicios (por ejemplo iniciativas de salud móvil y telesalud); subtitu-
lado en tiempo real; programas de interpretación en lengua de señas, y capacitación de 
profesionales de la salud en temas relativos a la inclusión de la discapacidad. Sin embargo, 
se requiere evidencia sobre la efectividad de estas intervenciones en función de los cos-
tos, con el fin de orientar mejor las decisiones de política pública. Estas intervenciones, así 
como sus impactos en las personas con discapacidad, deben ser evaluados rigurosamente.

Existe un cuerpo limitado de evidencia sobre programas relacionados con la salud; la 
intervención temprana y la detección universal son los temas más estudiados. La eviden-
cia existente sugiere que estas dos son estrategias particularmente costo-efectivas para 
impedir el deterioro funcional y asegurar que bebés y niños tengan acceso a servicios 
adecuados. La mayoría de los países de la región cuenta con programas de tamizaje neo-
natal, aunque estos varían sustancialmente en cuanto al tipo de afecciones que buscan 
detectar. Es importante apoyar a los países en el fortalecimiento y expansión de sus ini-
ciativas de detección neonatal. Entre tanto, la literatura sobre la identificación focalizada 
en los adultos mayores sugiere que estas intervenciones pueden ralentizar el deterioro 
funcional, mejorar la calidad de vida y reducir las tasas de mortalidad. Las intervenciones 
dirigidas a recordar a los médicos que detecten las condiciones asociadas con la edad 
son particularmente prometedoras.

Existe alguna evidencia positiva sobre los servicios de rehabilitación y dotación de tec-
nologías de asistencia. Si bien la RBC se propuso como marco para satisfacer las necesida-
des de rehabilitación (y otras necesidades del desarrollo) de las personas con discapacidad 
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desde los años setenta, su implementación ha variado notablemente de un país a otro. 
Además, se registra una falta de evaluación rigurosa de la RBC. Aunque hay evidencia indu-
dablemente positiva sobre la importancia de los servicios de rehabilitación médica y la pro-
visión de tecnologías de asistencia, no es claro si proporcionar otros servicios junto con 
las intervenciones médicas tradicionales (por ejemplo en educación o relacionados con el 
empleo) mejora significativamente los resultados de rehabilitación para los beneficiarios 
con discapacidad. Por lo tanto, es necesario contar con más evidencia rigurosa en esta área.

RECUADRO 3.3  Prioridades de investigación sobre políticas de salud

Como se indicó en el recuadro 1.3 del capítulo 1, el BID está llevando a cabo una encuesta en línea 
para conocer las opiniones en la región, especialmente de las personas con discapacidad y sus fa-
milias, sobre cuáles son las políticas e intervenciones de inclusión de la discapacidad que deberían 
priorizarse en las agendas de investigación. En este recuadro se presentan los resultados de las 
respuestas recibidas a mayo de 2024.a Si bien estos resultados se basan en solo 150 respuestas a la 
encuesta, y por lo tanto no son representativos, sí pueden presentar perspectivas interesantes para 
iniciativas futuras, especialmente dadas las dificultades asociadas con encuestar a personas con 
discapacidad. En el marco de la política sanitaria, en el gráfico R.3.3 se presentan las tres prioridades 
principales de investigación, desagregadas por la edad de los encuestados.
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Fuente:  Cálculos del personal del BID con base en los resultados de la encuesta en línea.

(continúa en la página siguiente)
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Los encuestados se mostraron particularmente interesados en que se evalúen los progra-
mas de identificación y detección temprana que permiten que las personas con discapacidad 
se conecten oportunamente con servicios específicos de atención sanitaria. Esta es la prioridad 
número uno de investigación, independientemente de la edad de los encuestados. Sin embargo, 
las prioridades segunda y tercera varían según la edad del encuestado. Los más jóvenes indican 
que la segunda prioridad es evaluar la accesibilidad de los servicios de salud, mientras que los 
mayores consideran más importante evaluar los programas de cobertura sanitaria (los que redu-
cen los costos de los tratamientos y medicamentos o garantizan el acceso a un seguro). Fin del recuadro

a Si usted quiere expresar su opinión sobre las prioridades de investigación para la inclusión de las 
personas con discapacidad, por favor llene la encuesta en el siguiente enlace hasta junio de 2025: 
https://accessiblesurveys.com/s2/-NoXa0IViThWvED1daoy.

Por último, en algunos estudios se examinan el impacto de los programas de salud 
general en personas con discapacidad. Esto es particularmente relevante en interven-
ciones donde es probable que muchos beneficiarios tengan una discapacidad, como es 
el caso de los bancos de medicamentos y las iniciativas de salud mental y desinstitucio-
nalización. Es imperativo que en la investigación futura sobre intervenciones de salud 
general se tengan en cuenta los impactos diferenciales de estos programas según la con-
dición de discapacidad, tal como se analizan otras consideraciones de equidad como el 
género o la raza.

RECUADRO 3.3  Prioridades de investigación sobre políticas de salud
(continuación)
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Capítulo 4

Mercados  
laborales

Por qué es importante promover la inclusión en el 
mercado laboral

Las personas adultas con discapacidad tienen derecho a desempeñarse en un trabajo 
competitivo, significativo y digno que les permita contribuir al bienestar económico de 
sus hogares y comunidades, según el Artículo 27 de la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad (ONU, 2007). En varios países de América Latina y el 
Caribe, la legislación ya incluye importantes compromisos jurídicos dirigidos a proteger 
este derecho. En 14 de los 26 países miembros prestatarios del Banco Interamericano 
de Desarrollo, a 2021 la legislación laboral reconocía el derecho a la no discriminación en 
el empleo por motivos de discapacidad, mientras que en 13 se reconocía el derecho a 
disponer de ajustes razonables1 (Bregalio Lazarte, 2021). Aun así, todavía existen diversas 
leyes problemáticas que afectan a las personas con discapacidad en el mercado laboral, 
como por ejemplo las normas que impiden que algunas de ellas firmen contrato o tra-
bajen en el sector público (recuadro 4.1). Sin embargo, los países de la región reconocen 
cada vez más que la participación en el mercado laboral no debe estar determinada por 
el hecho de que una persona tenga una discapacidad, sino por sus habilidades. No solo 
hay razones morales para incluir a las personas con discapacidad en el mercado labo-
ral. Igualmente se origina un importante costo económico al no aprovechar plenamente 
el potencial de producción, consumo y pago de impuestos de los adultos con discapa-
cidad en edad de trabajar, quienes representan más del 10% de la población de América 
Latina y el Caribe (véase el capítulo 1). Contreras, Riveros y Vargas (2019) utilizan datos de 

1    Los ajustes razonables en el lugar de trabajo son aquellas modificaciones o adecuaciones que se hacen 
en el proceso de postulación o contratación, el empleo mismo, el modo en que se lleva a cabo el trabajo o el 
entorno laboral, y que permiten a una persona cualificada con una discapacidad llevar a cabo las funciones 
esenciales de su trabajo y disfrutar de las mismas oportunidades de empleo. Los ajustes son “razonables” 
cuando no imponen una carga excesiva al empleador.

4
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Costa Rica, Chile y México para estimar el impacto potencial de incluir a las personas con 
discapacidad en el mercado laboral. Estos autores observan que su inclusión representa 
entre el 2 y el 3% del producto interno bruto.2

La inclusión en el mercado laboral también puede disminuir los gastos del Estado al 
reducir la dependencia de programas de protección social (véase el capítulo 5). En efecto, 
si las personas con discapacidad aumentan sus ingresos cuando participan en el mer-
cado laboral, disminuyen sus probabilidades de depender de transferencias monetarias 
y otras medidas de protección social para mantener y mejorar su nivel de vida.

Además, promover la participación de personas con discapacidad en el mercado 
laboral formal aumentaría el total de las contribuciones a la seguridad social. El argumento 
económico a favor de su inclusión en el mercado laboral es especialmente atractivo en el 
contexto del rápido envejecimiento de la población en muchos países de América Latina 
y el Caribe, así como de la creciente preocupación acerca de que el número de personas 
que reciben pensiones contributivas o no contributivas supere el de las que contribuyen 
a la seguridad social.

Las personas con discapacidad deben tener la oportunidad de desarrollar sus habili-
dades de modo que puedan obtener el empleo que desean y que se ajuste a sus aptitudes. 
Esto significa que requieren tener acceso a una educación de alta calidad, especialmente 
en los niveles secundario y terciario. En el capítulo 2 se muestra que el acceso a la edu-
cación más allá de la primaria sigue siendo un reto en la mayor parte de la región y que, 
en algunos países, un alto porcentaje de estudiantes con discapacidad asiste a escuelas 
especiales separadas, donde no es claro si reciben una instrucción comparable a la de la 
educación tradicional. La inclusión en el mercado laboral consta de tres enfoques impor-
tantes: reducir las barreras al empleo, mejorar las competencias de las personas con dis-
capacidad mediante programas de formación, y perfeccionar el acoplamiento entre la 
demanda de talento y su oferta a través de la intermediación laboral. Es importante pro-
porcionar a los diseñadores de políticas públicas evidencia de programas que mejoran 
con éxito la inclusión. De este modo, los países puedan dejar de lado políticas potencial-
mente adversas en favor de intervenciones efectivas. En este capítulo se consideran: (1) el 
estado de la inclusión de personas con discapacidad en el mercado laboral en América 
Latina y el Caribe; (2) la evidencia rigurosa que existe sobre las intervenciones en el mer-
cado laboral para las personas con discapacidad; y (3) las prioridades de los grupos de 
la sociedad civil en relación con la investigación sobre políticas relevantes del mercado 
laboral para las personas con discapacidad.

2    Estas estimaciones se construyen sumando la pérdida de productividad que resulta de no incluir a las per-
sonas con discapacidad en el mercado laboral. Tienen en cuenta el número de personas con discapacidad, la 
productividad promedio de cada país y un factor de ajuste de la productividad por discapacidad. Este último 
considera la brecha salarial de discapacidad y los salarios que las personas con discapacidad podrían obtener, 
teniendo en cuenta sus características observadas.
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RECUADRO 4.1  Los marcos jurídicos relativos al empleo se pueden mejorar

A pesar de que existen importantes argumentos de índole jurídica y moral en favor de la inclusión, 
los marcos legales en América Latina y el Caribe son dispares. En 2021, 14 de los 26 países miem-
bros prestatarios del Banco Interamericano de Desarrollo contaban con legislación que prohíbe la 
discriminación contra las personas con discapacidad, mientras que 13 de ellos también requieren 
ajustes razonables (Bregaglio Lazarte, 2021). Si bien se trata de una proporción importante de países, 
aún quedan muchos contextos en los que los derechos laborales de las personas con discapacidad 
siguen sin reconocimiento legal.

Existen otras normas que pueden desincentivar la participación laboral. Por ejemplo, 17 países 
tienen regulaciones que prohíben recibir subsidios por discapacidad si el beneficiario está traba-
jando. Además, varios países tienen normas bien intencionadas que pueden producir consecuen-
cias no deseadas; tal es el caso de las cuotas (20 países) y de la protección contra el despido (ocho 
países) (Bregaglio Lazarte, 2021). Estas protecciones pueden tener efectos no deseados o adversos; 
por ejemplo, podrían dar lugar a que se reclasifique a algunos empleados como personas con dis-
capacidad, o incluso podrían disuadir a los empleadores de contratar a personas con discapaci-
dad debido a la preocupación por los posibles altos costos de despedirlas si su desempeño no es 
adecuado. Es evidente que un mayor número de leyes no se traduce necesariamente en mejores 
resultados, ya que el espíritu de la ley puede quedar anulado por las respuestas conductuales de 
empresas e individuos. No solo es importante supervisar el cumplimiento de las leyes, sino tam-
bién revisar atentamente su diseño pensando en el comportamiento esperado de los actores. Fin del recuadro

Panorama de las tendencias actuales

A pesar del creciente interés en fomentar la participación de las personas con discapa-
cidad en el mercado laboral, persisten brechas en la obtención de empleo entre aque-
llas y sus pares sin discapacidad. Como se muestra en el cuadro 4.1, las tasas de empleo 
(con base en la población total3) son sistemáticamente más altas para las personas sin 
discapacidad que para las personas con discapacidad. Esta disparidad varía significativa-
mente entre los países analizados. Por ejemplo, en México y Chile la brecha de empleo es 
de 8,6 y 10,5 puntos porcentuales respectivamente, mientras que en Costa Rica se amplía 
a 26,9 puntos porcentuales. Las diferencias de género también inciden en las tasas de 
empleo: estas son sistemáticamente más bajas para las mujeres que para los hombres, 
independientemente de la situación de discapacidad. Sin embargo, la brecha de empleo 
por situación de discapacidad es más pronunciada entre los hombres. En Costa Rica, por 
ejemplo, la brecha es de 23,1 puntos porcentuales para las mujeres en comparación con 
32,7 puntos porcentuales para los hombres.

3    La participación en el mercado laboral es por lo general baja entre las personas con discapacidad. Esto se 
puede atribuir a distintos factores, entre ellos el desistimiento de las personas con discapacidad después de 
búsquedas infructuosas de empleo, y la falta de ajustes razonables en el lugar de trabajo. Por consiguiente, 
para dar una idea clara sobre el empleo en este grupo, aquí se calculan las tasas de empleo con base en la 
población total en edad de trabajar y no solamente en aquellas personas que participan activamente en el 
mercado laboral.



SEMBRAR INCLUSIÓN

68

CUADRO 4.1  |  Tasas de empleo (%) por condición de discapacidad

País Personas sin discapacidad Personas con discapacidad

Bolivia 79,0 68,0

Brasil 78,3 64,1

Chile 78,4 67,9

Colombia 75,6 62,1

Costa Rica 72,5 41,4

México 79,2 70,6

Panamá 76,3 58,4

Perú 83,3 56,4

Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile 
(2022), Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
Nota: Las tasas de empleo representan la proporción de personas entre 25 y 54 años que están empleadas en 
relación con la población total en ese rango de edad. Este cuadro no muestra las diferencias en las tasas de 
empleo por género. Sin embargo, las diferencias en el empleo se mantienen cuando se tiene en cuenta el género.

Teniendo en cuenta las diferencias en las tasas de matrícula en los niveles de edu-
cación secundaria y terciaria (capítulo 2) y la brecha en el empleo, un porcentaje consi-
derable de personas con discapacidad no trabaja ni estudia (cuadro 4.2). Esta brecha es 
de al menos un 20% mayor para las personas con discapacidad en todos los países, y de 
más del doble en Bolivia, Costa Rica y Perú. Como era de esperar, aunque el porcentaje 
de mujeres jóvenes que no estudia ni trabaja es mayor, la brecha es más pronunciada en 
el caso de los hombres.

CUADRO 4.2  | � Porcentaje de personas entre 18 y 25 años que ni estudia 
ni trabaja, por condición de discapacidad

País Personas sin discapacidad Personas con discapacidad

Bolivia 15,7 45,4

Brasil 24,6 32,6

Chile 19,2 23,3

Colombia 26,1 40,2

Costa Rica 21,7 46,5

México 19,4 30,1

Panamá 22,9 42,5

Perú 21,6 62

Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), 
Chile (2022), Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022). Este cuadro no 
muestra las diferencias en la proporción de personas que no trabajan ni estudian por género. Sin embargo, las 
diferencias por discapacidad se mantienen cuando se tiene en cuenta el género.

Si bien en la mayoría de los casos la brecha en el empleo formal es notable, su magni-
tud varía ampliamente entre los cinco países para los que se dispone de datos: desde un 
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porcentaje casi insignificante hasta 14,7 puntos porcentuales (gráfico 4.1). La brecha de 
formalidad es más pronunciada en los países con niveles más bajos de formalidad gene-
ral, y suele ser mayor en el caso de las mujeres trabajadoras.
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GRÁFICO 4.1 |  Brechas en las tasas de empleo formal (puntos porcentuales)
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Chile (2022), Colombia (2022), 
México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
Nota: Aquí se mide la formalidad como el porcentaje de personas empleadas que han firmado contrato con 
sus empleadores. Las brechas representan las diferencias en puntos porcentuales entre las personas con y sin 
discapacidad.

Estas diferencias en la participación en el mercado laboral formal pueden atribuirse a 
múltiples factores, entre ellos la falta de ajustes razonables y de empleos accesibles. Por 
ejemplo, según la encuesta sobre discapacidad de Chile de 2022, el 19,5% de los trabajado-
res con discapacidad empleados declaró que existen barreras importantes en sus puestos 
de trabajo que dificultan su desempeño; solo el 3,4% de los trabajadores sin discapacidad 
reporta barreras similares (Rozas Assael et al., 2023). Las diferencias de participación en el 
mercado laboral formal también pueden atribuirse a la falta de accesibilidad y a la per-
sistencia de sesgos en el proceso de contratación. La evidencia proveniente de estudios 
de correspondencia en los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) revela la presencia de sesgos por parte de los empleadores contra 
las personas con discapacidad. Por ejemplo, en Noruega Bjørnshagen y Ugreninov (2021) 
observan que, para personas que indicaban en su carta de presentación que usaban silla 
de ruedas, las probabilidades de recibir una llamada para una entrevista se reducían a la 
mitad. En Canadá, en otro experimento se reveló a los empresarios la situación de discapa-
cidad de los postulantes a los empleos y se concluyó que los solicitantes sin discapacidad 
recibían el doble de llamadas que sus pares con discapacidad (Bellemare et al. 2020). Las 
brechas en las tasas de devolución de llamadas por condición de discapacidad eran más 
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marcadas en los empleos que requieren una relación directa con el cliente. En un estu-
dio de correspondencia de Ameri et al. (2018) sobre el sector de contabilidad en Estados 
Unidos se asignaron aleatoriamente currículums hipotéticos a dos discapacidades, para-
plejia y autismo de alto funcionamiento, además de un grupo de control sin ninguna 
discapacidad. El impacto fue el mismo para ambos tipos de discapacidad: las tasas de res-
puesta a las entrevistas fueron un 26% inferiores para los currículums en que se declaraba 
alguna discapacidad en comparación con aquellos en los que no se indicaba ninguna. 
En algunos estudios se ha observado que la brecha en las tasas de devolución de llama-
das para diferentes condiciones de discapacidad es menor cuando se requieren niveles 
altos de habilidades (Ravaud, Madiot y Ville, 1992). En Dinamarca también se han encon-
trado sesgos de contratación en experimentos que controlan por el nivel educativo y la 
experiencia de los postulantes (Shamshiri-Petersen y Krogh, 2020). Allí también se observa 
que la oportunidad de postular a ajustes razonables complementarios reduce la brecha en 
la contratación. Si bien no existe aún literatura comparable en América Latina y el Caribe 
que incluya estudios de correspondencia o de viñetas, se están realizando experimentos 
en Ecuador, Perú y otros países, pues se sospecha la presencia de sesgos marcados contra 
los postulantes con discapacidad en la región.

Teniendo en cuenta las barreras de acceso al empleo formal, no es de extrañar que 
numerosas personas con discapacidad se dediquen al emprendimiento. En todos los paí-
ses analizados, las personas con discapacidad tienen mayores probabilidades de traba-
jar por cuenta propia que sus pares sin discapacidad, y menores probabilidades de tener 
empleo formal (cuadro 4.3). Destacan las cifras de países como Colombia y Costa Rica, 
donde las personas con discapacidad tienen 9,2 y 10,1 puntos porcentuales más de pro-
babilidades de trabajar por cuenta propia respectivamente: el 39,2% de los trabajadores 
sin discapacidad trabaja por cuenta propia en Costa Rica y el 14,0% en Colombia, frente 
al 41,2% y el 24,1% de los trabajadores con discapacidad. Además, en general las personas 
con discapacidad tienen más probabilidades de ser trabajadores no remunerados, aun-
que aquí las diferencias son menos pronunciadas (cuadro 4.3).

Dadas las diferencias en los tipos de empleos realizados por los trabajadores con dis-
capacidad, estos últimos ganan considerablemente menos que sus contrapartes sin dis-
capacidad. Los ingresos mensuales de los trabajadores con discapacidad oscilan entre el 
70,4% (Perú) y el 95,4% (Panamá) de los salarios percibidos por las personas sin discapaci-
dad, con una media del 78,2% para toda la región (gráfico 4.2). Las diferencias de ingreso 
suelen ser mayores para los hombres, aunque las de género no son pronunciadas excepto 
en Bolivia, donde las mujeres con discapacidad ganan un 4,3% menos que las mujeres sin 
discapacidad, mientras que entre los hombres son de un sorprendente 14,1%.4 Además, 
en promedio las personas con discapacidad trabajan solo 2,3 horas menos por semana 

4    Cálculos de los autores utilizando datos de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile (2022), Colombia (2022), Costa 
Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
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que las personas sin discapacidad.5 Esta diferencia tan pequeña en horas trabajadas está 
lejos de explicar las diferencias en los ingresos mensuales.

CUADRO 4.3  | � Brechas en categorías laborales entre trabajadores con y 
sin dicapacidad (puntos porcentuales)

País Empleador Cuenta propia Empleado
Empleado no 
remunerado

Bolivia –1,8 7,3 –5,4 0,1

Brasil –0,6 4,9 –5,0 0,7

Chile 0,4 5,1 –5,5 0,0

Colombia –1,3 9,2 –8,8 0,8

Costa Rica –0,4 10,1 –11,2 1,5

México 4,0 3,7 –8,5 0,9

Panamá 0,8 7,8 –8,1 –0,5

Perú 0,8 3,2 –10,9 7,1

Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile 
(2022), Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
Nota: Diferencias en puntos porcentuales entre trabajadores con y sin discapacidad.
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GRÁFICO 4.2 |  Ingreso mensual de los trabajadores con discapacidad como
porcentaje del ingreso mensual de los trabajadores sin discapacidad
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile 
(2022), Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
Nota: Salarios de los trabajadores con discapacidad que corresponden a su empleo principal, como porcentaje 
de los salarios de los trabajadores sin discapacidad.

5    Cálculos de los autores utilizando datos de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile (2022), Colombia (2022), Costa 
Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
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Estas estimaciones no controlan por diferencias de género, experiencia laboral y/o 
educación, que también podrían afectar la disparidad de ingresos entre las personas con 
y sin discapacidad. Cuando se controla por estos factores, la brecha salarial media en 
los ocho países de el gráfico 4.2 se reduce considerablemente a un 11,7%. En términos 
monetarios, esto significa que las personas con discapacidad ganan aproximadamente 
US$0,88 por cada dólar que ganan quienes no la tienen, cuando son del mismo género y 
poseen la misma experiencia laboral y antecedentes educativos.

RECUADRO 4.2  �Impactos de la pandemia del COVID-19 y modalidades 
de trabajo flexible

La pandemia del COVID-19 cambió radicalmente la manera en que trabajamos. Antes de esta, 
solo unos pocos países de América Latina y el Caribe, entre ellos Brasil, Colombia, Costa Rica y 
Perú, tenían leyes que regulaban el teletrabajo (Alaimo et al., 2022). La pandemia permitió que los 
sectores público y privado se dieran cuenta de que muchos trabajos se pueden realizar de forma 
remota y que permitir el trabajo flexible conlleva numerosos beneficios. Como resultado de ello, 
la mayoría de los países en la región actualmente cuenta con leyes que regulan el teletrabajo, y 
son cada vez más los que reconocen y protegen otras modalidades flexibles, como la de trabajar 
en horarios más largos ciertos días para reducir la semana laboral (semana laboral comprimida) o 
promediar las horas trabajadas a lo largo de períodos de más de una semana (trabajo por ciclos) 
(Alaimo et al. 2022).

Los acuerdos de trabajo flexible también pueden resultar particularmente atractivos para 
los trabajadores con discapacidad. En efecto, modalidades como la de trabajo remoto se pueden 
considerar un ajuste razonable, dado que mitigan la necesidad de que los trabajadores con dis-
capacidad se enfrenten a barreras de accesibilidad en su traslado al trabajo, así como en su pro-
pia actividad laboral. Además, ciertas necesidades médicas se gestionan más fácilmente en el 
hogar y, dado que entre las personas con discapacidad son mayores en promedio (véase el capí-
tulo 3), este podría ser otro motivo por el que las modalidades de trabajo flexible pueden benefi-
ciar a los trabajadores con discapacidad.

Aun así, los trabajadores con discapacidad siguen teniendo dificultades para acceder a 
esquemas de trabajo flexible. Los datos para Estados Unidos muestran que, si bien durante la 
pandemia el teletrabajo aumentó para la población trabajadora en general, no benefició a los 
trabajadores con discapacidad en la misma medida. Antes de la pandemia, en Estados Unidos el 
5,5% de las personas con discapacidad trabajaba desde la casa, en comparación con el 4,4% de 
aquellas sin discapacidad (Schur, Ameri y Kruse, 2020). Sin embargo, durante la pandemia el 36% 
de los trabajadores sin discapacidad pasaron a la modalidad de teletrabajo, en comparación con 
solo el 25% de los trabajadores con discapacidad (Kruse et al., 2022).

Estas brechas en el acceso al teletrabajo están relacionadas con las diferencias en los tipos de 
empleo entre las personas con y sin discapacidad. Kruse et al. (2022) indican que el 34% de los tra-
bajadores con discapacidad en Estados Unidos tienen empleos que se pueden realizar completa-
mente en modalidad de trabajo remoto, en comparación con el 40% de aquellos sin discapacidad. 
Por lo tanto, durante la pandemia los trabajadores con discapacidad tenían menos probabilida-
des de encontrarse en empleos que ofrecían la opción del teletrabajo, y por lo tanto tenían más 
probabilidades de ser despedidos; de hecho, en ese país la tasa de desempleo para las perso-
nas con discapacidad aumentó bruscamente durante la pandemia (Schur, Ameri y Kruse 2020).

(continúa en la página siguiente)
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Los datos sobre la manera en que la pandemia del COVID-19 afectó el teletrabajo de las per-
sonas con discapacidad en América Latina y el Caribe son mucho más escasos. Sin embargo, se 
dispone de algunas cifras para Costa Rica (gráfico R4.2.1). El análisis de los datos provenientes de 
las encuestas de hogares desde 2015 hasta 2022 revela que, al igual que en Estados Unidos, el 
teletrabajo en Costa Rica también aumentó de manera drástica durante la pandemia, y que el 
incremento fue menos pronunciado para los trabajadores con discapacidad (Instituto Nacional 
de Estadísticas y Censos de Costa Rica, 2015-2022). 
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GRÁFICO R.4.2 | Porcentaje de trabajadores remotos en Costa Rica por
condición de discapacidad, 2015–22

Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Costa Rica (2015–2022).
Nota: Se excluye del análisis a empleadores, trabajadores por cuenta propia y trabajadores no 
remunerados, de manera que el porcentaje sea el de los empleados formales que trabajan, por condición 
de discapacidad.

Por otro lado, la marcada disminución en el teletrabajo desde 2021 ha sido ligeramente más 
pronunciada para los empleados con discapacidad que para aquellos sin discapacidad. No está 
claro si el teletrabajo seguirá disminuyendo a tasas más pronunciadas entre los empleados con 
discapacidad en países como Costa Rica. Sin embargo, es posible que existan menores probabi-
lidades de que se lo considere como modalidad de trabajo permanente para empleados con dis-
capacidad después de la pandemia.

Por lo tanto, es importante promover el teletrabajo como un posible ajuste razonable impor-
tante para los trabajadores con discapacidad, incluso si se acepta que la mayoría de estos no se 
beneficiaría de las posibilidades inmediatas de trabajar a distancia. Fin del recuadro

 
Panorama de políticas

Si bien los gobiernos de la región buscan fomentar la participación de las personas con 
discapacidad en el mercado laboral mediante diversas políticas, el principal enfoque 
ha consistido en promover su contratación por parte de empresas públicas y privadas, 
muchas veces a través de un esquema de cuotas. Como se mencionó anteriormente, 

RECUADRO 4.2  �Impactos de la pandemia del COVID-19 y modalidades 
de trabajo flexible (continuación)
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20 países de América Latina y el Caribe han establecido leyes de cuotas de empleo para 
los sectores público y/o privado (cuadro 4.4). Los requisitos relativos a estas cuotas osci-
lan entre el 0,5 y el 5% de los empleados, dependiendo del país.

CUADRO 4.4  | � Sistemas de cuotas por discapacidad en América Latina y 
el Caribe

Porcentaje

Sector público/
privado País

Obligatoriedad según el 
tamaño de la empresa Público Privado

Solo público Bahamas >100 1

Colombia Todas 0,5–2

Costa Rica Todas 5

Paraguay Todas 5

Solo privado Uruguay Todas 4

Ambos Argentina Todas 4

Bolivia Todos 4 2

Brasil >50 1–5

Chile >100 1

Ecuador >25 4

El Salvador >25 4

Guatemala Todas 2–5

Haití >1.000 2

Honduras >20 2–4

Panamá >50 2

Perú Público: Todas
Privado: >50

5 3

Nicaragua >50 2

República 
Dominicana

>25 5 2

Venezuela Todas 5

Fuente: Bregaglio Lazarte (2021) y páginas web de los gobiernos.

Mientras tanto, los programas de incentivos son cada vez más comunes (cuadro 
4.5). Estos buscan promover el empleo de las personas con discapacidad disminu-
yendo los costos de contratación. Por ejemplo, Uruguay tiene un programa tradicional 
de subsidio salarial que otorga una subvención mensual al empleador con la condición 
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de que contrate a un nuevo empleado con discapacidad. En Argentina se ofrece un 
subsidio directo a los trabajadores, lo que incentiva a las personas con discapacidad 
desempleadas a buscar trabajo. Este programa también incentiva a los empleadores 
para que contraten a personas con discapacidad, otorgándoles deducciones sobre el 
impuesto a la renta y en las contribuciones a la seguridad social. En varios países, estos 
programas no suelen durar más de un año, por lo cual incentivan continuamente nue-
vas contrataciones.

CUADRO 4.5  | � Programas de subsidios laborales a la discapacidad en América 
Latina y el Caribe

Requisitos de elegibilidad

Subsidio máximo por trabajadorEmpresa Contrato Trabajador

País
Pública/
privada

Tamaño 
de la 

empresa
Salario 

máximo
Horas/ 

semana Género

Máximo de 
pagos por 
trabajador 

al año

% salario 
mínimo 
mensual 

(2023)

Valor 
mensual 

(US$, PPA 
2023)

% salario 
mínimo 

anual 
(2023)

Valor 
anual 
(US$, 
PPA 

2023)

Subsidios a trabajadores con beneficios fiscales para los empleadores

ARG Pública/
privada

Cualquiera Cualquiera ≥40 Cualquiera 12 10,9 120,51 10,9 1.446,09

<40 12,8 70,89 12,8 850,64

Privada ≥40 21,2 233,93 21,2 2.807,12

<40 26,9 148,86 26,9 1.786,35

Subsidios a los empleadores

URU Privada Cualquiera Cualquiera Cualquiera Mujeres 12 1,3 296,28 1,3 3.555,36

Hombres 1,2 259,25 1,2 3.110,99

Cualquiera, 
con 

dependientes

1,5 333,31 1,5 3.999,73

Fuente: Cálculos de los autores con base en datos de páginas web de los gobiernos. ARG = Argentina; 
URU = Uruguay; PPA = paridad de poder adquisitivo.

Asimismo, en la región son cada vez más comunes las iniciativas dirigidas a propor-
cionar a las empresas e instituciones públicas certificaciones o “sellos de inclusión” que 

reconozcan su compromiso con la inclusión de la discapacidad. Por lo general, estos 
programas se acompañan de capacitación sobre reclutamiento, contratación y reten-
ción de empleados con discapacidad. Las empresas son evaluadas según sus prác-
ticas de contratación, la accesibilidad de sus instalaciones y el cumplimiento de los 
requisitos en materia de cuotas. Una vez aprobada la evaluación, las empresas reci-
ben un sello que pueden utilizar en sus materiales de contratación, indicando así a 
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las personas con discapacidad que buscan empleo que se trata de lugares de trabajo 
inclusivos. Argentina, Chile, México y República Dominicana, así como las ciudades 
capitales de Quito en Ecuador y Bogotá en Colombia, cuentan con programas públi-
cos para capacitar y reconocer a aquellas empresas privadas e instituciones del Estado 
que sean inclusivas.

Sin embargo, incluso con incentivos salariales, políticas de cuotas y “sellos” a manera 
de señal positiva de inclusión para las empresas, es posible que resulte difícil para los 
empleadores encontrar postulantes con discapacidad que posean las habilidades nece-
sarias para determinados empleos. Las personas con discapacidad afrontan dificultades 
para acceder a programas de transición de la escuela al trabajo y de educación terciaria 
(véase el capítulo 1); esto las deja en posición de desventaja en términos de acumulación 
de habilidades. Por lo tanto, algunos gobiernos han desarrollado programas para ayudar 
a trabajadores con discapacidad a actualizar sus habilidades técnicas y profesionales, a 
la vez que incrementan sus oportunidades de empleo. Los modelos varían ampliamente 
de un país a otro.

Por ejemplo, en Brasil y México las personas con discapacidad tienen acceso a servi-
cios de rehabilitación vocacional a través del Ministerio de Trabajo. Esto incluye asesoría 
profesional y sobre ajustes razonables, así como capacitación en habilidades específicas. 
Brasil también cuenta con un programa de formación a través del cual los empleadores 
pueden contratar a personas con discapacidad como aprendices. Estos se registran en un 
programa de formación profesional que se ofrece a través del programa Aprendizagem 
Profissional (Ministério do Trabalho e Emprego do Brasil, 2022). En Chile, “Fórmate para 
el trabajo” es una iniciativa que permite que los adultos con discapacidad se inscriban 
en cursos de formación técnica impartidos por el Ministerio de Trabajo. Los participantes 
también obtienen un seguro de salud y reciben pequeñas transferencias cada vez que 
asisten a una clase. Esos montos cubren el transporte y los costos asociados al cuidado 
de niños o de personas de edad avanzada (aproximadamente US$10 al día) (Ministerio 
del Trabajo y Previsión Social de Chile, s.f.). En Argentina, las personas con discapacidad 
que trabajan en talleres protegidos pueden solicitar ayuda del Ministerio de Trabajo para 
comprar las herramientas necesarias para comenzar su propia práctica y cubrir los cos-
tos de obtener un certificado en un oficio específico (Gobierno de Argentina, 2022c). Asi-
mismo, en ese país las organizaciones sin fines de lucro pueden solicitar subvenciones 
al Ministerio del Trabajo para financiar la formación técnica para personas con discapaci-
dad en diversas áreas, desde carpintería hasta panadería. La formación es de corta dura-
ción (3 a 8 meses) y solo puede durar entre 15 y 20 horas semanales; esto para evitar 
que funcionen como talleres protegidos y abusen de la capacidad productiva de las per-
sonas con discapacidad (Gobierno de Argentina, 2022a). Es evidente que no existe una 
respuesta de política consistente para promover la acumulación de habilidades para per-
sonas con discapacidad.
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Por último, las respuestas de política más comunes dirigidas tanto a los trabajadores 
como a los empleadores son las iniciativas de intermediación del mercado laboral, cuyo 
fin es acoplar la oferta y la demanda de talento. Los servicios públicos de empleo por lo 
general ofrecen asesoría laboral y plataformas digitales de búsqueda de puestos de tra-
bajo. Argentina, Bolivia, Colombia, El Salvador, México y Panamá cuentan con programas 
que no solo ayudan a las personas con discapacidad que buscan empleo a tener acceso 
a oportunidades laborales a través de los servicios públicos de empleo, sino que ade-
más les proporcionan apoyo adicional. Por ejemplo, en Argentina las personas con disca-
pacidad que visitan las oficinas de empleo público pueden recibir asesoría sobre cómo 
revelar su discapacidad en el trabajo y sobre ajustes razonables (Gobierno de Argentina, 
2022b). En  El Salvador y Panamá, los ministerios de trabajo organizan ferias laborales 
para personas con discapacidad como parte de las estrategias de intermediación labo-
ral (Ministerio de Trabajo y Desarrollo Laboral de Panamá, s.f.). Si bien la mayoría de países 
no suministran datos sobre el porcentaje de personas con discapacidad entre los bene-
ficiarios de los servicios públicos de empleo, se conocen algunas cifras sobre Bolivia y 
Colombia. En 2022, en Bolivia 247 de los participantes en los servicios públicos de empleo 
fueron identificados como personas con discapacidad (3,2% del total). Sin embargo, no 
está claro qué porcentaje de participantes obtuvo empleo (Ministerio de Trabajo, Empleo 
y Previsión Social de Bolivia, 2023). En 2023, en Colombia 4.036 de las personas que con-
siguieron trabajo a través de los servicios públicos de empleo tenían alguna discapaci-
dad, es decir, 0,4% de todas las colocadas a través del programa (Ministerio de Trabajo de 
Colombia, 2024). Si bien estas políticas son prometedoras, no se sabe con certeza en qué 
medida atraen y apoyan a las personas con discapacidad que buscan colocarse.

Cabe señalar que muchos países miembros de la OCDE proporcionan financia-
miento y asistencia técnica para que el sector público ofrezca ajustes razonables. Existen 
oficinas especializadas que orientan a los empleadores sobre cómo proporcionar estos 
ajustes razonables a la fuerza laboral. A menudo también ofrecen al sector privado y a 
los gobiernos locales la posibilidad de hacer consultas técnicas. Los servicios que brin-
dan suelen incluir la realización de evaluaciones de necesidades laborales del empleado 
y del entorno de trabajo. Puede que el financiamiento para ajustes razonables se limite a 
los trabajadores de ciertos sectores (los del Gobierno Federal, en el caso de Estados Uni-
dos) o que sea más amplio. Por ejemplo, el gobierno australiano proporciona financia-
miento para ajustes razonables a través de su Fondo de Ayuda al Empleo (Employment 
Assistance Fund), que cubre la adquisición de tecnología y equipos, así como la modifi-
cación de instalaciones. Aunque América Latina y el Caribe cuenta con un marco jurídico 
para realizar ajustes razonables en el trabajo, carece de la asistencia técnica y financiera 
necesaria para implementar este enfoque.

Por último, si bien es cierto que hay mayores probabilidades de que las personas 
con discapacidad trabajen por cuenta propia, son pocos los países con programas que 
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tienen en cuenta las necesidades específicas de los emprendedores con discapaci-
dad. Una excepción es el Programa de Empleo Independiente (PEI) en Argentina, a 
través del cual se facilita capacitación y financiamiento a los postulantes selecciona-
dos para que creen sus propias empresas. Los beneficiarios reciben formación en ges-
tión y estrategia empresarial y análisis de mercado, además de que se les presta apoyo 
para encontrar proveedores. Si bien esta iniciativa no está destinada exclusivamente a 
emprendedores con discapacidad, sí se encuentra alineada con “Promover la igualdad 
de oportunidades de empleo”, un programa específico para adultos con discapacidad 
desempleados (Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de Argentina, 2017). No 
se sabe con precisión cuántos beneficiarios del PEI tienen discapacidad. Sin embargo, 
una iniciativa de este tipo puede ser prometedora para apoyar a emprendedores con 
discapacidad.

¿Qué dice la evidencia?

Existe abundante evidencia sobre los cambios en el empleo de las personas con dis-
capacidad en comparación con aquellas sin discapacidad, luego de la aprobación de 
legislación sobre cuotas y contra la discriminación. En su mayor parte, en estas inves-
tigaciones se analizan los efectos de la Americans with Disabilities Act o ADA (Ley para 
los Americanos con Discapacidad), mientras que en unas pocas se estudia la legislación 
en otros países de ingresos altos. Además de prohibir la discriminación en el empleo, 
la ADA requiere que los empleadores proporcionen ajustes razonables a los emplea-
dos con discapacidad, siempre y cuando esto no imponga “dificultades excesivas” a la 
empresa. Los primeros estudios indicaban que la ADA pudo haber tenido un impacto 
negativo poco después de su implementación, al reducir el empleo. Por ejemplo, Ace-
moglu y Angrist (2001) observan que, dependiendo de la especificación del modelo, las 
semanas trabajadas disminuyeron en aproximadamente de dos a tres (una disminu-
ción del 10 al 15%) para los hombres con discapacidad en los primeros años después de 
la aprobación de la ADA; los resultados son similares para las mujeres con discapacidad. 
Los autores atribuyen estos resultados a un aumento estimado del 6 al 10% en el costo 
de contratar a trabajadores con discapacidad, debido a las nuevas disposiciones lega-
les que obligan a los empleadores a proporcionar ajustes razonables. Asimismo señalan 
que estos costos son susceptibles a disminuir a lo largo del tiempo. DeLeire (2000) regis-
tra resultados similares, y estima una disminución de la tasa de empleo del 7,2% en los 
hombres con discapacidad como producto de la ADA, pero también señala que estos 
efectos se observaron solo en personas con ciertos tipos de discapacidad (en su mayo-
ría físicas, intelectuales o psicosociales). Bell y Heitmueller (2009) identifican una situa-
ción parecida en el Reino Unido. Allí la ley contra la discriminación por discapacidad de 
1995 parecía haber limitado inicialmente, en lugar de mejorar, las perspectivas de las 
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personas con discapacidad, al disminuir las tasas de empleo entre 5 y 8 puntos porcen-
tuales, dependiendo de la especificación del modelo. Es posible que estos resultados 
se deban a la incertidumbre sobre los costos de los litigios asociados con el despido de 
personas con discapacidad, a los bajos niveles de conciencia y a una falta de apoyo para 
financiar los ajustes razonables.

En análisis más recientes se ofrece una visión más matizada. Houtenville y Burkhauser 
(2004) reproducen el estudio de Acemoglu y Angrist (2001) utilizando una definición de 
discapacidad de larga duración (una condición que dura dos períodos laborales en lugar 
de uno) y no encuentran evidencia de efectos negativos en el empleo (Houtenville y 
Burkhauser, 2004). Asimismo, Jolls y Prescott (2004) observan una disminución de apro-
ximadamente un 10% en el empleo de personas con discapacidad como resultado de la 
ADA; sin embargo, esta disminución fue pasajera y desapareció después de 1993. Por su 
parte, Houtenville y Burkhauser (2004) sostienen que es probable que la disminución 
observada en el empleo de los trabajadores con discapacidad se deba a la adopción del 
seguro de discapacidad como parte de la seguridad social, el cual se amplió durante el 
mismo período y ha demostrado tener efectos adversos en el empleo de personas con 
discapacidad (Autor y Duggan, 2003).

Otros investigadores (Bound y Waidmann, 2002; Hotchkiss 2004) han señalado que la 
reducción del empleo observada entre las personas con discapacidad a partir de la apro-
bación de la legislación contra la discriminación puede ser artificial. Hotchkiss (2004), en 
particular, sostiene que la disminución del empleo a raíz de la ADA no se debía a que las 
personas abandonaran la fuerza laboral, sino más bien a un aumento del número de per-
sonas desempleadas que se identificaban como personas con discapacidad, atraídas por 
los beneficios por discapacidad de la ley. Entre tanto, Jolls (2004) señala que la ADA ha 
promovido un mayor compromiso educativo entre las personas con discapacidad, lo cual 
influye potencialmente en sus perspectivas de empleo. Beegle y Stock (2003) observan 
que las normas contra la discriminación a nivel estatal a partir de la ADA no influyeron en 
las tasas de empleo. Estos resultados sugieren que, en términos generales, la legislación 
contra la discriminación tiene efectos neutros, sobre todo después de que se han adop-
tado normas más generales contra la discriminación.

En algunos estudios se encuentran incluso efectos positivos de la legislación anti-
discriminación en los resultados laborales, sobre todo para las personas con discapa-
cidad menos severa. Por ejemplo, Kruse y Schur (2003) observan que el impacto de 
la ADA varía dependiendo de la definición de discapacidad utilizada para estimar sus 
efectos. Los impactos negativos se registran cuando se emplea una definición limi-
tada de discapacidad, mientras que se detectan efectos positivos cuando la definición 
está, según los autores, más adecuadamente alineada con la que se emplea en la legis-
lación. De la misma manera, Button (2018) observó que cuando California extendió su 
ley contra la discriminación contra la discapacidad a condiciones menos severas, la 
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probabilidad de ser empleado aumentó en 3,8 puntos porcentuales entre las personas 
con discapacidad. Por su parte, Jolls y Prescott (2004) aprovechan un diseño de diferen-
cia en diferencias para evaluar los efectos de distintos componentes de la ADA. Estos 
autores muestran que la disminución del empleo se asocia con el requisito de que se 
hagan ajustes razonables, más que con la prohibición de la discriminación. Estos resul-
tados sugieren que la legislación contra la discriminación puede afectar positivamente 
la participación en el mercado laboral de personas cuya discapacidad sea entre leve y 
moderada. Cualquier efecto negativo es de corto plazo, y muy probablemente se con-
centra entre los trabajadores con discapacidad más severa que puedan requerir ajus-
tes razonables y apoyo más sustanciales. Esto implica que los programas para financiar 
ajustes razonables podrían ser particularmente relevantes cuando se trata de mitigar 
cualquier efecto negativo de la nueva legislación contra la discriminación.

Las leyes de cuotas también han sido ampliamente evaluadas en los países de ingre-
sos altos; sin embargo, la evidencia existente presenta un panorama diverso sobre su efec-
tividad. En algunos estudios se encuentran efectos positivos moderados; por ejemplo, en 
Japón Mori y Sakamoto (2018) observan que cuando el tamaño de una firma aumenta 
en 100 trabajadores, el número de los que tienen discapacidad crece en 0,013 trabaja-
dores como resultado del programa de cuotas. En España, las evaluaciones registran un 
aumento de 1,4% en el porcentaje de trabajadores con discapacidad en las empresas 
sujetas al sistema de cuotas (Malo y Pagán, 2014). En Austria, las evaluaciones del sistema 
de cuotas son ligeramente más positivas y muestran un aumento del 12% en el empleo 
de personas con discapacidad (Lalive, Wuellrich y Zweimüller, 2013). En Chile también se 
encuentran efectos positivos; allí, Duryea, Martínez y Smith (2024) observan un aumento 
de entre el 15 y 20% en el empleo de personas con discapacidad en las empresas suje-
tas a cuotas. Sin embargo, la evidencia sobre los efectos adversos de las cuotas también 
es amplia. Wagner, Schnabel y Kölling (2001) y Verick (2004) observan que en Alemania 
las cuotas son irrelevantes en las tasas de empleo. Barnay et al. (2019) establecen que en 
Francia las cuotas de discapacidad tienen efectos neutros en el sector público, mientras 
que en el sector privado el impacto negativo es marcado: una disminución del empleo 
de 13 y 19 puntos porcentuales, dos y cinco años después de su implementación res-
pectivamente. Además, en el estudio mencionado anteriormente sobre Austria, Lalive, 
Wuellrich y Zweimüller (2013) observan que hasta un 64% de los trabajadores que se cla-
sificaban como empleados con discapacidad para cumplir con el requisito de cuotas ya 
eran empleados en sus respectivas empresas antes de que se les concediera el estatus 
de discapacidad. De la misma manera, Duryea, Martínez y Smith (2024) observan que el 
42% son trabajadores reclasificados. Por lo tanto, las cuotas no siempre generan resulta-
dos positivos y, cuando los tienen, deberían interpretarse con cautela dado que pueden 
provenir de la reclasificación que hacen los empleadores y no de verdaderos aumentos 
en el empleo.
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Dados los efectos reducidos de las cuotas, en algunos estudios se han evaluado las 
intervenciones que buscan mejorar su desempeño. En estos estudios por lo general se 
establece que aumentar la percepción del riesgo de incumplimiento mejora la eficien-
cia de la cuota. Por ejemplo, De Araújo et al. (2022) observan que en Brasil las cuotas no 
tuvieron efectos significativos cuando se implementaron por primera vez en 2007, pero 
sí en 2016 cuando se evidenció un aumento del empleo de personas con discapacidad 
de cerca de dos trabajadores por empresa. Los autores atribuyen este efecto positivo a 
una mayor vigilancia del cumplimiento de las cuotas a lo largo del tiempo. La eviden-
cia para Brasil también muestra que aumentar el número de inspecciones para verifi-
car el cumplimiento de las cuotas aumenta su impacto en el empleo (Szerman, 2022 y 
De Souza, 2023). Evidencia de Austria y Hungría sugiere que elevar las multas relaciona-
das con el incumplimiento hace que las cuotas sean más efectivas (Krekó y Telegdy, 2022; 
Wuellrich, 2010). Además, en estudios realizados en Chile y Perú se observa que se puede 
promover su cumplimiento mediante correos electrónicos que informen a las empresas 
sobre las estipulaciones relativas a las cuotas y les recuerdan el riesgo de incumplimiento 
(Bosch et al., 2021; Duryea, Martínez y Smith 2024). En general, estos estudios proporcio-
nan evidencia positiva sobre el ejercicio de una mayor vigilancia en el cumplimiento de 
las cuotas.

La evidencia sobre el impacto de las cuotas en los resultados de las empresas es aún 
incipiente. Sin embargo, la evidencia disponible muestra efectos variados. Por un lado, 
no hay evidencia que sugiera un impacto negativo de las cuotas en los resultados de 
las empresas. Mori y Sakamoto (2018) observan que el número de empleados con dis-
capacidad no repercute en las ganancias de una firma. Para Chile, Duryea, Martínez y 
Smith (2024) observan que las empresas no resultan perjudicadas por las cuotas. Por otro 
lado, De Souza (2023) establece que en Brasil el sistema de cuotas redujo los salarios y el 
empleo de los trabajadores sin discapacidad.

La evidencia disponible sobre intervenciones focalizadas en los empleadores es limi-
tada. Y aunque hasta ahora no se han hecho evaluaciones de los programas de subsidios 
salariales de discapacidad en Argentina, Chile y Uruguay, sí hay algunas evaluaciones en 
países de ingresos altos fuera de América Latina y el Caribe. Por ejemplo, Deuchert et 
al. (2017) observan que en Suiza un subsidio de discapacidad tiene efectos neutros en el 
empleo. De la misma manera, en un experimento de correspondencia en Bélgica, Baert 
(2016) observa que dar a conocer el derecho a un subsidio salarial por discapacidad no 
aumenta la tasa de devolución de llamadas para los postulantes con discapacidad, inde-
pendientemente del monto del subsidio (20-40%). Por el contrario, Datta Gupta, Larsen y 
Thomsen (2015) observaron que en Dinamarca un subsidio salarial para trabajadores con 
discapacidad se asociaba con un aumento de 32 a 39 puntos porcentuales en el empleo. 
También registraron que rebajar el valor del subsidio salarial se asocia con una dismi-
nución significativa de la contratación de personas con discapacidad. Angelov y Eliason 
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(2018), por su parte, determinaron que en Suecia los subsidios salariales para personas 
con discapacidad tuvieron efectos mixtos. Por un lado, reducían ligeramente el número 
de salidas del mercado laboral dado que los nuevos beneficiarios de los subsidios cuen-
tan con seguro de discapacidad, lo cual evita despidos y renuncias prematuras. Por otro 
lado, los subsidios salariales estaban asociados a una disminución en las probabilidades 
de obtener un empleo no subsidiado. Es claro que la evidencia sobre los subsidios sala-
riales por discapacidad es limitada y poco concluyente. Además, se requiere evidencia 
proveniente de contextos donde el sector informal represente un porcentaje considera-
ble del empleo.

Dado el poco conocimiento que tienen las empresas sobre los marcos jurídicos y las 
prácticas de inclusión, es de suponer que los programas de formación de empleadores 
en relación con la inclusión son importantes para promover el empleo de las personas 
con discapacidad. Sin embargo, no hay evaluaciones rigurosas de iniciativas de este tipo.

Los servicios de empleo directo varían ampliamente, desde programas de empleo 
apoyado hasta intervenciones menores como rehabilitación vocacional y programas de 
gestión de casos. Estos últimos suelen centrarse en asistir a las personas en sus gestio-
nes con los servicios públicos, especialmente los de empleo. La rehabilitación vocacio-
nal a menudo incluye gestión de casos, aunque también abarca apoyo a las personas 
con discapacidad en la obtención de empleo en el sector privado. A través de la rehabi-
litación vocacional, las personas con discapacidad pueden tener acceso a preparación y 
formación para el empleo (que a veces incluye financiamiento para la educación tercia-
ria), así como asesoría profesional sobre ajustes razonables y servicios de colocación labo-
ral (Duryea, Martínez y Pereira, 2023). Si bien la literatura sobre este tipo de programas es 
limitada, y la mayor parte proviene de países de ingresos altos, por lo general la evidencia 
sugiere la presencia de impactos positivos en los resultados del mercado laboral.

En general, la rehabilitación vocacional y los programas de gestión de casos han 
dado buenos resultados. Se ha observado que estos últimos, a través de los cuales se 
ayuda a las personas con discapacidad en busca de empleo a desenvolverse en los servi-
cios públicos, tienen efectos positivos importantes en la colocación de personas con dis-
capacidad psicosocial (Dieterich et al., 2017). En cuanto a la rehabilitación vocacional, esta 
ha sido objeto de evaluaciones positivas en relación con grupos específicos, en particu-
lar en lo relacionado con el apoyo a jóvenes con discapacidad durante la transición de la 
escuela al trabajo (véase el capítulo 2). Sin embargo, sus efectos en otros adultos en edad 
de trabajar son menos claros. Por ejemplo, Dean y Dolan (1991) estimaron el impacto de 
la rehabilitación vocacional en los ingresos en Estados Unidos y observaron que los efec-
tos positivos se concentran exclusivamente en las mujeres. Un estudio reciente concluye 
que un programa de rehabilitación profesional en Estados Unidos incide positivamente 
en las tasas de empleo, pero negativamente en los ingresos de los solicitantes del pro-
grama con discapacidad física, cognitiva y psicosocial (Dean et al. 2014). Esto contrasta 
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en buena medida con los efectos positivos generalizados que a menudo se observan en 
los jóvenes (véase el capítulo 2). Es posible que aquellos que no suelen beneficiarse de la 
rehabilitación vocacional requieran enfoques más exhaustivos.

El empleo apoyado, y otras intervenciones de complejidad similar, se han desarro-
llado en países de ingresos altos para llegar a las personas con discapacidad que quedan 
al margen de los programas de rehabilitación vocacional. El empleo apoyado es un enfo-
que que se centra en aquellas personas con discapacidad a las que previamente se con-
sideraba “incapaces de trabajar,” atendiendo a sus necesidades de apoyo más elevadas 
para conseguir y retener un empleo. En la mayoría de los casos, estos programas han sido 
desarrollados para personas con discapacidades psicosociales e intelectuales. Además 
de los servicios tradicionales de rehabilitación vocacional, el empleo apoyado a menudo 
incluye servicios de colocación individual, asesoría en el trabajo y subsidios para emplea-
dores que tienen posiciones reservadas para estos programas.

Aunque la evidencia es todavía incipiente, estos programas más exhaustivos cuen-
tan con evaluaciones positivas, sobre todo en países de ingresos altos. Por ejemplo, en 
Estados Unidos, Canadá, Australia, Suecia, Suiza y otros países de ingresos altos se ha 
demostrado sistemáticamente que los programas de empleo apoyado aumentan el 
empleo de personas con dificultades de salud mental y discapacidades psicosociales 
(Bond, Drake y Becker, 2008; Drake et al., 2016; Kinoshita et al., 2013; Luciano et al., 2014). 
Lo anterior coincide con los resultados de Zhang et al. (2017) en China, quienes obser-
varon que las personas con esquizofrenia que participaron en un programa integrado 
de empleo apoyado tenían mayores probabilidades de conseguir trabajo y permanecer 
en él por periodos más prolongados que aquellas que recibieron solamente servicios 
de colocación individual y rehabilitación vocacional tradicional. Por su parte, Fogelgren 
et al. (2023) evaluaron un programa sueco mediante el cual se asigna un trabajador 
social para ayudar a personas con discapacidad a buscar empleo, quien mantiene un 
contacto estrecho tanto con los empleadores como con el empleado y está dispuesto 
a realizar las labores del participante en el lugar de trabajo cuando sea necesario. Este 
programa se asoció con un aumento del empleo de 10 puntos porcentuales, compa-
rado con la rehabilitación vocacional regular. Estos resultados sugieren que los servi-
cios de empleo directo más exhaustivos pueden ser especialmente importantes para 
cerrar las brechas entre aquellos que no se beneficiarían de la rehabilitación vocacio-
nal tradicional.

Lecciones clave

Las tasas de participación de las personas con discapacidad en el mercado laboral 
son más bajas que las de aquellas sin discapacidad, y sus ingresos mensuales también 
son menores. Estas disparidades se deben en parte a variaciones en la productividad 
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acumulada, como lo muestran las diferencias en los niveles educativos señaladas en 
el capítulo 2. La discriminación, la ausencia de sistemas para financiar y proporcionar 
ajustes razonables, y la inaccesibilidad de los sistemas de transporte y de los lugares de 
trabajo también pueden contribuir a las brechas de empleo entre personas con y sin 
discapacidad.

En América Latina y el Caribe, la respuesta de políticas se ha centrado en establecer 
leyes y regulaciones, entre ellas las relativas a cuotas de empleo para personas con dis-
capacidad. La evidencia indica un impacto positivo, aunque limitado, de las cuotas. Los 
resultados de otras regiones también muestran efectos heterogéneos. Tal heterogenei-
dad puede estar relacionada con factores aún no estudiados, como el nivel de las cuo-
tas y otras regulaciones y condiciones del mercado laboral. Por otro lado, no se dispone 
de estudios rigurosos sobre los impactos de las leyes que dificultan el despido de traba-
jadores con discapacidad, a pesar de la preocupación de que produzcan desincentivos 
para contratarlos. La evidencia sobre otras políticas destinadas a alentar la contratación, 
como los subsidios salariales para personas con discapacidad, es limitada y poco con-
cluyente. Las políticas más activas de mercado laboral para las personas con discapa-
cidad, entre ellas la intermediación laboral a través de los servicios públicos de empleo, 
la rehabilitación vocacional, la gestión de casos y el empleo apoyado, han mostrado un 
impacto limitado, aunque generalmente positivo en las evaluaciones realizadas fuera de 
la región. En América Latina y el Caribe, la ejecución correcta de las políticas podría servir 
de soporte a la inclusión de personas con discapacidad. Sin embargo, la calidad de estas 
intervenciones debe supervisarse de cerca y adaptarse a las necesidades propias de la 
región, además de que se requiere más evidencia para su perfeccionamiento bajo con-
diciones específicas.

No se dispone de evidencia rigurosa sobre las repercusiones de los programas para 
capacitar a empleadores y certificar sus negocios como lugares de trabajo inclusivos. Sin 
embargo, estos programas pueden impulsar el empleo de trabajadores con discapaci-
dad al reducir la discriminación y promover la creación de fondos para financiar ajustes 
razonables en las empresas. Dado que este tipo de programas es cada vez más popular 
en América Latina y el Caribe, es importante evaluarlos. Por último, el predominio de la 
informalidad en la región, tanto entre los trabajadores con discapacidad como de aque-
llos sin discapacidad, es un factor crítico que no se debe pasar por alto. Los trabajado-
res con discapacidad tienen una probabilidad significativamente mayor de trabajar por 
cuenta propia y, en algunos países, también tienen una probabilidad ligeramente mayor 
de ser empleadores. Esto sugiere que, dadas las barreras de acceso al empleo formal, 
numerosos trabajadores con discapacidad recurren a la iniciativa emprendedora. Por lo 
tanto, es importante que los países de la región tengan en cuenta las necesidades de las 
personas con discapacidad en programas que promueven el desarrollo de la pequeña y 
mediana empresa, así como la formación profesional técnica y comercial centrada en el 
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emprendimiento. La evidencia sobre las intervenciones centradas en la promoción de 
la inclusión en el sector informal es muy limitada. Además, la elevada prevalencia de la 
informalidad hace que el alcance de las respuestas políticas del sector formal a la inclu-
sión sea más limitado, aunque puedan contar con evaluaciones positivas en otros contex-
tos, como se analiza en este capítulo.

RECUADRO 4.3  �Prioridades para la investigación sobre las políticas 
de empleo

Como se indicó en el recuadro 1.3, el BID está llevando a cabo una encuesta en línea para sondear 
las opiniones existentes en la región, particularmente las de las personas con discapacidad y sus 
familias, sobre cuáles son las políticas y medidas de inclusión de la discapacidad que deberían 
priorizarse en las agendas de investigación. En este recuadro se presentan los resultados de las 
respuestas recibidas a mayo de 2024.a Si bien estos resultados se basan en solo 150 respuestas a la 
encuesta, y por lo tanto no son representativos, sí pueden proporcionar perspectivas interesantes 
para iniciativas futuras, particularmente dadas las dificultades asociadas con encuestar a perso-
nas con discapacidad. En el ámbito de las políticas de empleo, las tres principales prioridades de 
investigación se registran en el gráfico R.4.3.

0
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en los resultados de la encuesta en línea.

Para los encuestados hay dos prioridades de investigación en materia de política de empleo 
que se relacionan con la evaluación de los efectos de la legislación laboral: la legislación contra la 
discriminación (la más mencionada) y las políticas de cuotas (la tercera más mencionada). Este 
resultado es interesante si se tiene en cuenta la baja proporción de encuestados que trabajan 
como asalariados en entidades privadas o públicas (17%). La segunda prioridad es la de los progra-
mas desarrollo de habilidades, lo cual incluye formación de habilidades técnicas y rehabilitación 
vocacional. Las prioridades de investigación no varían dependiendo de la edad de los encuestados.

a Si usted quiere expresar su opinión sobre las prioridades de investigación para la inclusión de las 
personas con discapacidad, por favor llene la encuesta en el siguiente enlace hasta junio de 2025: 
https://accessiblesurveys.com/s2/-NoXa0IViThWvED1daoy. Fin del recuadro

https://accessiblesurveys.com/s2/-NoXa0IViThWvED1daoy
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Capítulo 5

Protección social

Política pública en protección social: crucial para 
la inclusión y autonomía

El objetivo de los programas de protección social es reducir la pobreza, la vulnerabili-
dad y la exclusión social prestando apoyo a las personas y a los hogares que lo necesi-
tan. Existe un sólido argumento moral para garantizar que los programas de protección 
social sean inclusivos y accesibles para las personas con discapacidad, quienes, al igual 
que las demás, deberían poder acceder a los programas de reducción de la pobreza y 
transferencias monetarias; de emergencia alimentaria; de transferencias en especie; de 
vivienda; de cuidado, y a otras medidas de protección social. Como se ha mostrado en 
capítulos anteriores, las personas con discapacidad tienen ingresos, niveles educativos y 
tasas de empleo más bajos, por lo que pueden ser más propensas a beneficiarse de las 
iniciativas de protección social. Además, algunos programas de protección social se diri-
gen activamente a las personas con discapacidad para abordar barreras y necesidades 
que no están cubiertas a través de otros programas gubernamentales.

El compromiso con el derecho de acceso a la protección social se establece en 
el artículo 28 de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad (CDPD) (ONU, 2007). El artículo abarca explícitamente una amplia gama 
de programas, entre los cuales figuran los de reducción de pobreza, prestaciones de 
jubilación y vivienda pública. La mayoría de los países de América Latina y el Caribe, 
habiendo ratificado la CDPD, también dispone de legislación nacional que reconoce la 
igualdad de derechos de las personas con discapacidad a pensiones de ingresos y a la 
seguridad social (Stang Alva, 2011). Un número significativo de estos tienen leyes que 
reconocen los derechos de las personas con discapacidad o que establecen progra-
mas de protección social para ellas, como por ejemplo el derecho a recibir beneficios 
fiscales y exenciones tributarias (16 países), tecnologías de asistencia (13), transferencias 

5
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monetarias por discapacidad (12), descuentos en las tarifas de transporte público (12), 
ayudas para vivienda pública e hipotecas (12), así como el reconocimiento del derecho 
de recibir cuidados (3) (Vásquez Encalada y Pereira, 2023). No obstante, muchos países 
siguen trabajando para lograr el cumplimiento de estos marcos jurídicos y garantizar 
que sus sistemas de protección social abandonen un enfoque caritativo en favor de otro 
basado en la promoción de la autonomía y la autodeterminación de las personas con dis-
capacidad.

Asimismo, existen motivos económicos por los cuales la protección social es de cru-
cial importancia en la promoción de la inclusión social de las personas con discapacidad. 
Cuando las políticas de educación, mercado laboral, salud y de otra índole promueven 
la formación de habilidades y la inclusión en empleos de calidad, disminuye la necesi-
dad de apoyo económico a través de programas de protección social. Al mismo tiempo, 
estos últimos pueden producir un retorno económico en la medida en que, por ejemplo, 
facilitan que las familias con miembros con discapacidad inviertan en la educación de la 
próxima generación. Aun así, e incluso con políticas de educación y empleo más inclusi-
vas, es posible que las personas con necesidades significativas de apoyo requieran polí-
ticas de protección social que garanticen su autodeterminación y condiciones de vida 
adecuadas.

Instantánea de las tendencias regionales

Dado que los recursos son limitados, hasta la fecha la mayoría de programas de protec-
ción social en América Latina y el Caribe ha estado dirigida a los hogares pobres, a los 
cuales pertenece una parte considerable de la población con discapacidad. Sin embargo, 
las estimaciones de las tasas de pobreza extrema (ingreso del hogar inferior a US$3,1 al 
día) realizadas con base en encuestas de hogares recientes en ocho países no varían sis-
temáticamente según el estado de discapacidad, a diferencia de investigaciones ante-
riores en que se utilizaron datos de 2002-2004 para cuatro países de la región (Mitra, 
Posarac y Vick, 2013).1 En cinco de los ocho países, las tasas de extrema pobreza de los 
hogares con personas con discapacidad son mayores en menos de tres puntos porcen-
tuales que las de los hogares sin personas con discapacidad. En los tres países restan-
tes, las tasas de pobreza son 4,7 puntos porcentuales más altas. Sin embargo, como se 
observa en el gráfico 5.1, si se considera un umbral de pobreza levemente más elevado 
(un ingreso del hogar inferior a US$5,1 al día), las tasas de pobreza moderada son sis-
temáticamente más altas en los hogares con personas con discapacidad; las diferen-
cias superan los cinco puntos porcentuales en cinco de los ocho países y son inferiores a 
tres puntos porcentuales en los tres restantes. En general, estos resultados sugieren que 

1    Esto se calcula utilizando un umbral de US$3,1 PPA de 2011 al día del ingreso per cápita de los hogares. 
El umbral para la pobreza moderada es de US$5,1 PPA de 2011 al día.
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las personas con discapacidad tienen más probabilidades de ser pobres que sus pares 
sin discapacidad, aunque la diferencia es menos pronunciada cuando se consideran las 
líneas de pobreza extrema.2
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 | Diferencias en puntos porcentuales en las tasas de pobreza entre
hogares con y sin miembros con discapacidad
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile 
(2022), Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
Nota: La brecha de pobreza extrema y moderada entre los hogares con y sin personas con discapacidad se 
expresa como la diferencia en las tasas de pobreza entre los hogares con al menos un miembro con alguna 
discapacidad, menos los hogares sin personas con discapacidad. En los cálculos se utiliza el ingreso per 
cápita de los hogares con un umbral de US$3,1 PPA de 2011 para la extrema pobreza, y de US$5,1 PPA para la 
pobreza moderada. El ingreso per cápita de los hogares comprende tanto el ingreso laboral como el no laboral, 
incluyendo transferencias sociales o subsidios, a saber, transferencias monetarias, pensiones no contributivas 
y otras transferencias públicas.

Cuando se analiza la distribución del ingreso en diferentes países, las probabilida-
des de las personas con discapacidad de vivir en la pobreza también son mayores, en 
comparación con sus pares sin discapacidad. En efecto, los hogares con miembros con 
discapacidad tienen más probabilidades de situarse en los quintiles más bajos de la dis-
tribución del ingreso. Las personas con discapacidad tienen menos probabilidades de 
tener un empleo formal y también perciben ingresos más bajos que sus pares sin disca-
pacidad con el mismo nivel de educación y experiencia (véase el capítulo 4). Esto contri-
buye a que existan diferencias en la distribución del ingreso monetario per cápita entre 

2    Dada la gran proporción de personas de edad avanzada entre la población con discapacidad, aquí se ana-
liza la relación entre edad y discapacidad. Se observa que las brechas de pobreza entre las personas con y sin 
discapacidad varían cuando se excluyen del análisis aquellos miembros del hogar cuya edad es de 55 años o 
más, aunque no de manera sistemática. En Bolivia y México, las brechas por discapacidad son más reducidas 
cuando se excluyen estos hogares, mientras que en Brasil, Chile, Costa Rica, Panamá y Perú sucede lo con-
trario (gráfico 5.1). En Colombia, la composición por edad de los hogares no parece estar relacionada con las 
diferencias en las tasas de pobreza.
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los hogares con y sin personas con discapacidad (cuadro 5.1). De hecho, los hogares con 
miembros con discapacidad están sobrerrepresentados en el 40% inferior de los ingre-
sos de los hogares, mientras que aquellos sin miembros con discapacidad están sobre-
rrepresentados en el 40% superior. Además, los hogares con miembros con discapacidad 
también están sobrerrepresentados en el tercer quintil del ingreso, lo que significa que 
son más vulnerables a caer en los quintiles inferiores, en comparación con los hogares sin 
miembros con discapacidad.

CUADRO 5.1  | � Distribución del ingreso promedio per cápita de los hogares según 
el estado de discapacidad (ocho países)

Hogares

Quintil Sin personas con discapacidad Con personas con discapacidad

Q1 17,3 24,8

Q2 18,6 23,3

Q3 19,1 19,7

Q4 20,5 17,9

Q5 24,6 14,3

Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile 
(2022), Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
Nota: En los cálculos se utiliza el ingreso per cápita de los hogares. Se muestran los promedios de los quintiles 
en los ocho países estudiados.

Estos resultados sugieren que, si bien las personas con discapacidad no tienen más 
probabilidades de vivir en extrema pobreza en todos los países, sí tienen más probabili-
dades que sus pares sin discapacidad de ser moderadamente pobres, y menos probabili-
dades de vivir en hogares de altos ingresos. Sin embargo, la pobreza no se puede resumir 
solo a partir de medidas de ingreso monetario; la pobreza también implica la falta de 
acceso a educación, atención médica y estándares básicos de vida. Este es el marco con-
ceptual que subyace al Índice de Pobreza Multidimensional (IPM), en el cual se agregan 
las privaciones en 10 medidas diferentes (Alkire y Jahan, 2018).3 Algunos análisis recientes 
sugieren que las diferencias en materia de pobreza multidimensional entre las personas 
con y sin discapacidad en la región no son muy marcadas. Si bien en análisis anterio-
res sí se señalaban algunas diferencias en pobreza multidimensional entre las personas 

3    El IPM se construye utilizando dos indicadores de salud (desnutrición y mortalidad infantil), dos indicadores 
de la dimensión educativa (culminar al menos seis años de escolaridad de los miembros de los hogares que 
deberían haber terminado la escuela primaria, y asistencia escolar de los niños hasta la edad en que deberían 
completar el octavo grado), y seis indicadores asociados con el nivel de vida (falta de acceso a electricidad, 
saneamiento, agua potable, vivienda adecuada y combustible para cocinar); y carencia de acceso a por lo 
menos un activo clave del hogar como una radio, un televisor, un teléfono o una computadora. Véase Alkire 
y Jahan (2018) para más información sobre cómo se construye el IPM.
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con y sin discapacidad en la región (Pinilla-Roncancio, 2018), existen estudios que utilizan 
encuestas más recientes y una muestra más amplia de países en los cuales se han encon-
trado brechas más reducidas. En un análisis para el cual se utilizan encuestas demográfi-
cas y de salud de 11 países de ingresos medios y bajos entre 2010 y 2014, incluyendo cuatro 
de América Latina y el Caribe, se encontró que las personas que viven en hogares con 
miembros con discapacidad no registraban niveles más altos de pobreza multidimensio-
nal o de privación que los de aquellas que vivían en hogares sin miembros con discapaci-
dad (Pinilla-Roncancio y Alkire, 2021).

Aunque no es posible calcular la pobreza multidimensional con los datos de este 
informe, existen otras medidas que pueden utilizarse para explorar las diferencias en el 
nivel de vida entre las personas con y sin discapacidad.4 Por ejemplo, en algunos análisis 
empíricos se ha observado que el costo de vida de las personas con discapacidad es más 
alto debido a los gastos adicionales necesarios para alcanzar la misma calidad de vida 
que sus pares sin discapacidad (World Health Organization y World Bank, 2011). En otras 
palabras, las familias que tienen un miembro con alguna discapacidad necesitan más 
ingresos para alcanzar la misma calidad de vida que los hogares sin familiares con disca-
pacidad. La condición de discapacidad se asocia con costos adicionales de bienes y servi-
cios como atención de salud, dispositivos de apoyo y adecuaciones habitacionales (Mitra 
et al., 2017). En análisis de datos recientes sobre gastos en Argentina se observa que las 
personas con discapacidad tienen niveles más elevados de gastos en salud, aunque no 
en otros rubros (ver recuadro 3.2 del capítulo 3). Si bien los costos más altos de la disca-
pacidad no se reflejan normalmente en las medidas de pobreza, ingresos monetarios o 
pobreza multidimensional en la región, pueden contribuir a otras diferencias en las con-
diciones de vida.

Por ejemplo, en algunos países los hogares con personas con discapacidad tienen 
una probabilidad levemente mayor de estar privados de condiciones clave de vivienda 
adecuada. En el gráfico 5.2 se observa la diferencia en puntos porcentuales de priva-
ción moderada y severa entre hogares con y sin miembros con discapacidad en varios 
de estos aspectos clave. Se considera que los hogares sufren privación de moderada 
a severa si cumplen con tres o más de las siguientes condiciones: hacinamiento en la 
vivienda, carencia de electricidad, ausencia de sistemas de saneamiento adecuados, falta 
de una fuente de agua segura, carencia de combustible adecuado para cocinar, o pre-
sencia de materiales de construcción no permanentes en el techo, las paredes o el piso 
de la vivienda. En Chile, Costa Rica, Perú y Bolivia, los hogares de personas con discapa-
cidad tienen entre 0,01 y 3,37 puntos porcentuales más de probabilidades de cumplir tres 
o más de las condiciones anteriores (véase el gráfico 5.2). Cuando se utiliza un número 

4    No es posible calcular el IPM con base en las encuestas de hogares utilizadas en este informe, ya que estas 
no incluyen preguntas sobre tres de los indicadores utilizados en la construcción del IPM, a saber, desnutrición, 
mortalidad infantil y asistencia escolar.

https://journals.sagepub.com/doi/abs/10.1177/1044207320919942
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diferente de privaciones para el umbral, las diferencias siguen siendo inferiores a 4 pun-
tos porcentuales en todos los países. En los países que han logrado un acceso casi uni-
versal a los servicios básicos –principalmente electricidad, agua adecuada y sistemas de 
saneamiento mejorados– las diferencias son, por definición, menores. Sin embargo, en 
casos como el de Bolivia, donde el acceso universal a este tipo de servicios aún no se ha 
logrado, es probable que las diferencias entre hogares con y sin miembros con discapa-
cidades sean más pronunciadas. Esto debería evaluarse más a fondo en otros países de 
América Latina y el Caribe, sobre todo en aquellos donde el acceso universal a los servi-
cios básicos aún no se ha alcanzado. 

 Diferencias en puntos porcentuales entre hogares con y sin
miembros con discapacidad que sufren privación entre 
moderada y severa en las condiciones de la vivienda

GRÁFICO 5.2 |
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Chile (2022), Costa 
Rica y Perú (2022).

Como se observa en el gráfico 5.2, las diferencias en las privaciones de vivienda pare-
cen ser pequeñas. Sin embargo, son mayores para algunas condiciones de vivienda. Por 
ejemplo en Chile, Costa Rica y Perú, los hogares donde hay miembros con discapaci-
dad tienen menores probabilidades de vivir en hacinamiento que aquellos sin miem-
bros con discapacidad, y sus probabilidades de carecer de acceso a electricidad, agua y 
saneamiento no son significativamente mayores. Sin embargo, en Bolivia y Perú las pro-
babilidades de que las viviendas de los hogares con miembros con discapacidad tengan 
suelos, paredes o techos construidos con materiales no permanentes son cinco puntos 
porcentuales más altas.

Las diferencias más acentuadas entre los hogares con y sin miembros con disca-
pacidad se reflejan en los indicadores asociados con la conectividad. En  Bolivia, Chile, 
Costa Rica y Perú se registran grandes diferencias en puntos porcentuales en materia de 
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acceso a internet, telefonía celular y disponibilidad de computadoras entre los hogares 
con y sin miembros con discapacidad (gráfico 5.3). Evidentemente, cada país se enfrenta 
a desafíos únicos a la hora de garantizar la misma calidad de vida para las personas con 
discapacidad y sus familias, en comparación con sus pares sin discapacidad.

 0
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Chile (2022), Costa 
Rica (2022) y Perú (2022).

El tema de la inseguridad alimentaria entre personas con discapacidad ha sido 
estudiado en países de ingresos altos (Schwartz, Buliung y Wilson, 2019; Brucker y 
Coleman-Jensen, 2017), pero mucho menos en América Latina y el Caribe. El diagnóstico 
al respecto requiere tener en cuenta múltiples dimensiones del consumo de alimentos, 
incluyendo acceso, utilización y estabilidad de la alimentación (Salazar, 2023).5 En un artí-
culo reciente se examina la relación entre el estado de discapacidad y la seguridad ali-
mentaria en Bolivia, Chile y México (cuadro 5.2). Después de controlar por la residencia 
geográfica y la información demográfica de los hogares, todas las medidas de inseguridad 
alimentaria son significativamente más altas para las personas con discapacidad que para 
aquellas sin discapacidad en los tres países (Senra, Duryea y Pereira, próximo a publicarse). 
El estado de discapacidad se asocia con un aumento de entre 8 y 19 puntos porcentua-
les en la probabilidad de experimentar inseguridad alimentaria, dependiendo del modelo.

5    El acceso se refiere a la disponibilidad de recursos físicos y financieros para que los hogares tengan alimen-
tos. La utilización se refiere a la calidad de los alimentos para lograr una condición nutricional adecuada y vivir 
una vida sana. La estabilidad se refiere a la capacidad de mantener el acceso y la disponibilidad constante de 
alimentos nutritivos y de calidad. La disponibilidad se refiere a la oferta de alimentos a nivel nacional o local, 
y por lo tanto es la cuarta característica de la seguridad alimentaria. Sin embargo, las encuestas de hogares 
no proporcionan información sobre esta dimensión.
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CUADRO 5.2  | � Porcentaje de personas con inseguridad alimentaria según su 
estado de discapacidad (%)

Medida de 
inseguridad

Bolivia Chile México

Personas con 
discapacidad

Personas sin 
discapacidad

Personas con 
discapacidad

Personas sin 
discapacidad

Personas con 
discapacidad

Personas sin 
discapacidad

Acceso 32,6 23,9 23,2 17,9 32,7 23,5

Estabilidad 50,6 43,2 39,7 34,8 46,5 37,6

Utilización 37,6 29,4 36,3 29,5 42,8 31,8

Fuente: Senra, Duryea y Pereira, próximo a publicarse.

La demografía de las personas con discapacidad también es relevante para las 
políticas de protección social. Las mujeres constituyen una proporción mayor de la 
población total con discapacidad en la región, aunque este no es el caso en todas las 
edades. Las tasas de prevalencia específicas por edad son normalmente más altas 
para los hombres que para las mujeres entre los menores de 18 años, según el prome-
dio de las tasas específicas por edad en los ocho países analizados (gráfico 5.4). Las 
tasas de prevalencia más altas para las mujeres en edades avanzadas, así como sus 
mayores tasas de supervivencia en esas edades, contribuyen a que haya un mayor 
número total de mujeres que de hombres con discapacidad en la población global.
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Esto es relevante, dado que numerosos programas de protección social, como por 
ejemplo las pensiones de jubilación y las políticas de cuidado, se centran en los adultos 
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mayores. Las pensiones de jubilación se basan principalmente en la edad, mientras que 
los distintos paquetes de políticas de asistencia incluyen una evaluación de la depen-
dencia. Es así como los gobiernos han creado programas específicamente diseñados 
para las personas dependientes, ya sea por su avanzada edad o por otras razones. Sin 
embargo, es importante reconocer que, si bien la discapacidad y la dependencia funcio-
nal están relacionadas, son conceptos distintos. No todas las personas con discapacidad 
son funcionalmente dependientes, y no todas aquellas que tienen una dependencia 
funcional tienen una discapacidad.6 Según el modelo social de la discapacidad, esta se 
define por la interacción entre un impedimento permanente y las barreras externas. 
Estrictamente hablando, las personas que no tienen un impedimento permanente 
no tienen una discapacidad, aunque tengan limitaciones funcionales en la vida diaria. 
Todos los niños cumplen con los criterios de dependencia incluso si no tienen limita-
ciones funcionales, al igual que muchas personas mayores; sin embargo, dado que ni la 
infancia ni la vejez se consideran impedimentos, estas personas no necesariamente tie-
nen una discapacidad.

Al mismo tiempo, muchas personas con discapacidad —particularmente aquellas 
con mayores necesidades de asistencia— son funcionalmente dependientes y se apo-
yan en familiares no remunerados para que las ayuden con sus actividades diarias. Las 
cifras de México y Chile indican que entre el 14 y el 37% de las personas con alguna dis-
capacidad severa cuentan con la ayuda de otra persona en el hogar para realizar tareas 
cotidianas como comer, bañarse o vestirse. Las mujeres son las que brindan la mayor 
parte del apoyo y cuidado no remunerado para los miembros de la familia con discapa-
cidad que lo requieren. En Perú y Chile, más del 95% de las personas con discapacidad 
que reciben ayuda declaró contar con el apoyo de miembros de la familia o de amigos, 
y solo alrededor del 5% de quienes brindan asistencia recibe alguna remuneración por 
las tareas realizadas. En Chile, el 9,8% de los adultos tienen alguna discapacidad y tam-
bién son funcionalmente dependientes. Cerca del 60% de esta población recibe asis-
tencia personal, cuya mayor proporción (85%) es suministrada por algún miembro del 
hogar. De los miembros del hogar que prestan apoyo en Chile, el 70% son mujeres, 
sobre todo hijas, esposas o madres (Ministerio de Desarrollo Social y Familia de Chile, 
s.f.). En México se documentó una necesidad no satisfecha de asistencia; un tercio de las 
personas de edad avanzada con discapacidad severa tenía alguna necesidad insatisfe-
cha de asistencia.7

6    Actividades de la vida diaria como comer, vestirse y cuidar de sí mismo son indicadores de la condición 
funcional y de la capacidad de cuidar de sí mismos sin ayuda. La imposibilidad de llevar a cabo las actividades 
de la vida diaria tiene como resultado una dependencia funcional de otras personas o de dispositivos de apoyo.
7    Las estadísticas presentadas en este párrafo se fundamentan en los cálculos de los autores con base en 
datos de encuestas de discapacidad de Perú, México y Chile (INEI, 2012; Centro de Investigación en Evaluación 
y Encuestas del Instituto Nacional de Salud Pública de México, 2010; y Servicio Nacional de la Discapacidad 
de Chile, 2016).



SEMBRAR INCLUSIÓN

96

Se requiere más información sobre las características demográficas y las condiciones 
de vida de las personas con discapacidad en instituciones residenciales de gran escala en 
la región, entre ellas hospitales psiquiátricos, orfanatos y prisiones, ya sean públicas o pri-
vadas.8 En la mayoría de los países, estas instituciones no se incluyen en los censos u otras 
encuestas. Las condiciones en estos centros tampoco se monitorean de manera sistemá-
tica, en parte porque muchas son administradas por organizaciones no gubernamenta-
les. Si bien en algunos países se han establecido normas e indicadores de calidad para 
tales organizaciones (por ejemplo, límites a la cantidad de personas por institución), no 
es evidente que se monitoreen o se hagan cumplir. En informes sobre instituciones espe-
cíficas en la región se han registrado condiciones abusivas, así como una falta de meca-
nismos específicos para impedir los internamientos involuntarios (Ríos-Espinosa, 2018; 
Rodríguez, 2015).

Panorama de políticas

La inclusión de una perspectiva de discapacidad en la protección social se puede enten-
der como un proceso que opera a lo largo de un continuo con dos vertientes relaciona-
das: el enfoque universal y el enfoque específico de la discapacidad. Si bien el primero 
apunta a asegurar que todos los programas de protección social sean inclusivos y acce-
sibles para las personas con discapacidad, el segundo busca cerrar las brechas del bien-
estar entre las personas con y sin discapacidad, y puede ofrecer servicios y programas 
específicos o diferenciados. Dado que muchos de los programas específicos se dirigen a 
familias de bajos ingresos, se requieren instrumentos para identificar la discapacidad y la 
condición de pobreza para demostrar la elegibilidad. En esta sección se analizan las prin-
cipales políticas y programas ofrecidos en el marco de la protección social.

Acceso universal

Si bien aquí los esfuerzos tienden a ser fragmentados más que sistemáticos, algunas de 
las iniciativas más comunes de programas de protección social accesibles e inclusivos en 
la región comprenden esfuerzos de capacitación y toma de conciencia para los trabaja-
dores de primera línea sobre marcos de la discapacidad y prácticas inclusivas, así como 
intervenciones para que los programas sean más accesibles. Esto exige asegurar que 
los establecimientos sean físicamente accesibles y que cuenten con los ajustes razona-
bles necesarios para la prestación de servicios, como interpretación en lengua de señas 
en tiempo real o información y procesos de aplicación en formatos accesibles. Si bien 

8    Si bien para este trabajo no se cuenta con buenas mediciones del número de niños y adultos con discapa-
cidad que viven en instituciones, los informes entregados a la CDPD dan cuenta de numerosas instituciones 
de la región que han negado a las personas la posibilidad de vivir en la comunidad.
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numerosos países cuentan con códigos de construcción vigentes en materia de accesi-
bilidad para proyectos de construcción nuevos y para la modernización de edificaciones 
más antiguas, la vigilancia del cumplimiento es deficiente. En general, la información dis-
ponible sobre la accesibilidad de la infraestructura y los servicios de protección social es 
escasa. Esto limita a su vez el uso de estos programas.

Han surgido algunas perspectivas novedosas para la utilización de uno de los pro-
gramas de protección social más amplios de la región: las transferencias monetarias. 
Estas últimas hacen parte de un grupo más amplio de estrategias de protección social 
diseñadas para reducir la pobreza monetaria aumentando el consumo, y para romper 
la transmisión intergeneracional de la pobreza promoviendo la acumulación de capital 
humano. Los investigadores han analizado si los programas de transferencias monetarias 
son inclusivos para las personas con discapacidad y, más específicamente, si las familias 
con algún miembro con discapacidad tienen menos probabilidades de recibir un subsi-
dio de transferencia monetaria condicionada. La evidencia empírica para Bolivia, Chile, 
Costa Rica y México indica que los programas tradicionales de transferencias monetarias 
no excluyen desproporcionadamente a los hogares donde hay miembros con discapaci-
dad (Duryea, Pinzón y Pereira, próximo a publicarse). Si bien estos resultados no ponen 
en entredicho la necesidad de programas y características específicos para la discapaci-
dad, son alentadores en cuanto a la universalidad de los beneficios de los programas en 
estos países.

Más aún, el análisis preliminar de datos sugiere que las transferencias monetarias 
cumplen una función especialmente importante en la reducción de la pobreza entre las 
personas con discapacidad. Se registra un patrón decisivo en la relación entre recibir trans-
ferencias monetarias y experimentar niveles más bajos de pobreza, siendo las reducciones 
entre dos y tres veces mayores en los hogares con personas con discapacidad (gráfico 5.5). 
En las ocho encuestas analizadas, la reducción en las tasas de extrema pobreza oscila 
entre 3,1 y 9,7 puntos porcentuales para los hogares con personas con discapacidad como 
resultado de recibir transferencias monetarias, mientras que para los hogares sin perso-
nas con discapacidad esa reducción oscila entre 1,4 y 2,9 puntos porcentuales.9 Asimismo, 
en el caso de las tasas de pobreza moderada la reducción oscila entre 2,0 y 9,9 puntos por-
centuales para los hogares con personas con discapacidad, y entre 1,2 y 3,1 puntos por-
centuales para las personas sin discapacidad. Bolivia, Chile, Costa Rica, Panamá y México 
muestran diferencias especialmente marcadas en la reducción de la tasa de pobreza 
según el estado de discapacidad, asociadas con los ingresos de transferencias monetarias 
(gráfico 5.5). Estos resultados sugieren que las transferencias monetarias están llegando a 
los hogares con personas con discapacidad, que están sobrerrepresentados en los quinti-
les más bajos de la distribución de ingresos (cuadro 5.1).

9    El análisis del efecto de las transferencias tiene en cuenta todas las transferencias monetarias del gobierno, 
siendo las transferencias por pobreza y las pensiones no contributivas las partidas usualmente más grandes.
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en encuestas de hogares de Bolivia (2021), Brasil (2022), Chile 
(2022), Colombia (2022), Costa Rica (2022), México (2022), Panamá (2022) y Perú (2022).
Nota: Los cálculos se basan en el ingreso per cápita de los hogares utilizando el umbral de US$3,1 PPA de 2011 
para la pobreza extrema y de US$5,1 PPA de 2011 para la pobreza moderada. Las transferencias o subsidios 
sociales incluyen transferencias monetarias, pensiones no contributivas y otras transferencias públicas. HcD = 
hogares con personas con discapacidad; HsD = hogares sin personas con discapacidad.

Cabe destacar que la elegibilidad para numerosas transferencias (incluyendo aque-
llas específicamente destinadas a personas con discapacidad) termina a los 65 años. 
A esa edad, las personas sin una pensión de jubilación formal en algunos países reciben 
una transferencia básica a través de otro conjunto de programas de protección social 
implementados: las pensiones de jubilación no contributivas. Estas pensiones no están 
dirigidas específicamente a personas con discapacidad. Sin embargo, dado que las per-
sonas con discapacidad tienen menos probabilidades de trabajar en el sector formal 
(véase el capítulo 4), y por lo tanto tienen tasas menores de aportes a los sistemas con-
tributivos, es probable que se beneficien desproporcionadamente de estos programas. 
Existe un conjunto sólido y creciente de evidencia sobre el impacto de las pensiones de 
jubilación no contributivas en la reducción de la pobreza y en la mejora del bienestar de 
las personas de edad avanzada en la región (Bando, Galiani y Gertler, 2020, 2022; Galiani, 
Gertler y Bando, 2016). Se requiere más investigación sobre los impactos de esos mismos 
programas en las personas con discapacidad.

Enfoques centrados en la discapacidad

Certificación de la discapacidad y focalización de la pobreza
Si bien el acceso a los programas de protección social en general es clave, los países de 
América Latina y el Caribe han reconocido que las personas con discapacidad pueden 
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tener necesidades adicionales de protección social que no están cubiertas por los progra-

mas tradicionales. Por lo tanto, varios de ellos han desarrollado enfoques de protección 

social específicos a la discapacidad que complementan los programas convenciona-

les.10 La elegibilidad para los programas de protección social específicos para personas 

con discapacidad —independientemente de si brindan subsidios de ingresos, servicios 

o dispositivos de apoyo— generalmente requiere una certificación de la condición de 

discapacidad y una evaluación para comprobar el nivel de pobreza. Las dificultades de 

tramitar y gestionar el proceso de certificación de la discapacidad obstaculizan el acceso 

a la protección social y a otros programas para personas con discapacidad que requieren 

dicha certificación. Además, en numerosos países los instrumentos utilizados para focali-

zar la pobreza y la discapacidad no son los mismos para todos los programas. Esto intro-

duce brechas de cobertura y genera altos costos de transacción asociados con procesos 

de aplicación redundantes.

Los trámites de certificación varían ampliamente en toda la región, aunque la mayo-

ría de las certificaciones comienza con la evaluación de alguna condición. En algunos 

países, el proceso se rige completamente por los resultados de exámenes médicos y se 

resume en un informe oficial, a menudo diligenciado por un médico cualificado del sec-

tor público. Por otro lado, numerosos países están en proceso de transición hacia una 

evaluación de la discapacidad que también considera cómo el diagnóstico médico inte-

ractúa con factores externos, y por lo tanto agrava o alivia las limitaciones funcionales 

experimentadas por la persona con discapacidad. Argentina y Colombia, por ejemplo, 

utilizan herramientas internacionalmente validadas como la Clasificación Internacional 

del Funcionamiento, cuyo fin es evaluar la limitación que existe para que la persona par-

ticipe en actividades esenciales de la vida diaria (Gobierno de Argentina, s.f.c; Secretaría 

Distrital de Salud de Bogotá, s.f.). Otros países utilizan métodos diferentes para incor-

porar las limitaciones que afectan la participación social de las personas con discapaci-

dad. En Chile, por ejemplo, además del informe médico, los postulantes también deben 

presentar un informe de su red de apoyo y un informe de evaluación del desempeño 

comunitario, los cuales deben ser diligenciados por organismos públicos específicos 

(Servicio Nacional de la Discapacidad de Chile, s.f.). La incorporación de barreras socia-

les y ambientales en el proceso de cualificación, tal y como sucede en Argentina, Colom-

bia y Chile, por ejemplo, puede contribuir a que se refleje mejor la verdadera situación 

de la discapacidad, que si solo se hiciera desde una perspectiva médica. Sin embargo, 

la implementación de estos procesos más integrales de certificación de la discapacidad 

10    Es importante que estos programas complementen, y no dupliquen, estrategias de protección social más 
amplias. Los costos administrativos pueden ser menores si las prestaciones por discapacidad se proporcio-
nan dentro de programas de protección social más amplios en lugar de como programas independientes. 
El programa de transferencia monetaria condicionada Tekoporâ en Paraguay es un ejemplo de ello, ya que 
proporciona prestaciones adicionales a los hogares con personas con discapacidad.
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es compleja y a menudo requiere coordinación entre múltiples profesionales, así como 
capacitación para poder aplicar las herramientas de evaluación. Más aún, esta transi-
ción también implica desarrollar sistemas de información más robustos para almacenar 
y analizar las cualificaciones.

Como parte del proceso de certificación, los solicitantes normalmente deben presen-
tar numerosos documentos, entre ellos los resultados de análisis o informes de exámenes 
médicos y una prueba de ciudadanía o residencia, además del formulario de aplica-
ción; sin embargo, el número de documentos requeridos varía según el país. Argentina, 
Ecuador y Perú requieren que los solicitantes estén físicamente presentes mientras un 
evaluador —ya sea una persona o un consejo— revisa todos los documentos presenta-
dos y adopta una decisión en relación con la expedición o no del certificado de discapa-
cidad (Gobierno de Argentina, s.f.c; Gobierno de Ecuador, s.f.; Gobierno de Perú, 2024). 
Durante esa revisión, los documentos presentados suelen usarse para estimar el grado 
de discapacidad. Si el porcentaje o grado de discapacidad supera un umbral estable-
cido, se confiere la identificación de la discapacidad. En varios países, los solicitantes reci-
ben la identificación de discapacidad inmediatamente después de la evaluación; en otros 
deben volver en una fecha posterior.

Evidentemente, los procesos y requisitos para la certificación varían ampliamente de 
un país a otro y pueden tardar más o menos tiempo. Estas variaciones en el número de 
citas y de documentos requeridos para recibir una identificación de discapacidad impli-
can diferencias en los costos de transacción asociados con la aplicación a la certificación. 
Como se observa en el gráfico 5.6, no existe una relación clara entre el número de citas 
y el número de documentos requeridos para la certificación. Esto sugiere que los proce-
sos pueden simplificarse para reducir la carga de trámites en muchos países, sobre todo 
teniendo en cuenta que la mayoría de ellos exigen una nueva certificación al cabo de 
cierto número de años.

Más aún, las diferencias en las cargas que implican los costos de transacción de los 
sistemas de certificación de discapacidad tienen importantes consecuencias en térmi-
nos de la facilidad con que las personas con discapacidad se pueden convertir en benefi-
ciarias de los programas de protección social que la exigen. Por este motivo, varios países 
están explorando la manera de facilitar el acceso al proceso de aplicación. Por ejemplo, 
Panamá está ampliando los servicios de certificación a zonas más remotas e invirtiendo 
en la interoperabilidad de los sistemas de información para reducir aún más la fragmen-
tación. Por otro lado, durante la pandemia del COVID-19, varios países permitieron que 
las aplicaciones a la certificación de discapacidad se diligenciaran en línea, y algunos 
todavía ofrecen la modalidad virtual. Por ejemplo, en Barbados, Chile, Colombia, Costa 
Rica y Paraguay, todo el proceso o una parte de este todavía se puede tramitar en línea 
(Barbados Council for the Disabled, 2022; Servicio Nacional de la Discapacidad de Chile, 
s.f.; Servicio Nacional de la Discapacidad de Paraguay, s.f.; Secretaría Distrital de Salud de 
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Bogotá s.f.; CONAPDIS, s.f.). En Chile, los solicitantes no tienen que recoger sus identifica-
ciones en persona; las reciben por correo postal (Servicio Nacional de la Discapacidad de 
Chile, s.f.). Por último, la mayoría de los países ofrecen la certificación de discapacidad sin 
costo alguno; la excepción es México, que requiere que los solicitantes paguen el equiva-
lente de US$4,50 (Gobierno de México s.f.).
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 |  Carga de los costos de transacción de los procesos de certificación
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Fuente: Cálculos del personal del BID con base en datos de los sitios web oficiales de los gobiernos, citados en 
sección de Referencias.

La certificación de discapacidad suele ser uno de los dos requisitos principales para 
acceder a los programas de protección social. Los solicitantes de estos programas por lo 
general también deben estar por debajo de un umbral determinado de pobreza. En las 
últimas dos décadas, los países de América Latina y el Caribe han adquirido amplios cono-
cimientos sobre los sistemas de focalización de la pobreza a través del diseño e implemen-
tación de programas de transferencias monetarias condicionadas. Los aciertos y errores 
de estos programas han sido bien documentados (Robles, Rubio y Stampini, 2019) y usa-
dos para desarrollar programas similares focalizados en grupos específicos de población, 
como el de las personas con discapacidad. Si bien varios países han desarrollado registros 
de pobreza utilizando información sobre las condiciones y bienes de los hogares (cono-
cida como comprobación sustitutiva de medios de vida o proxy means methodology), 
son pocos los algoritmos que tienen en cuenta los gastos más altos en que incurren los 
hogares con personas con discapacidad.
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Transferencias monetarias por discapacidad
Varios países de la región han implementado programas de transferencias específica-
mente para las personas con discapacidad, los cuales se pueden clasificar según sus 
objetivos principales: (1) los que abordan los costos más altos asociados con vivir con 
alguna discapacidad; (2) los que asisten a personas con más necesidades de apoyo; (3) 
los diseñados para la sustitución de ingresos, y (4) los destinados a niños con discapaci-
dad.11 Cada categoría satisface un objetivo distinto para aliviar las cargas financieras a las 
que se enfrentan las personas con discapacidad. En el cuadro 5.3 se registran los progra-
mas en cada categoría, junto con los montos promedio de las transferencias y el número 
de beneficiarios.

Como se puede observar en el cuadro 5.3, los niveles de las transferencias varían con-
siderablemente de un país a otro. Los subsidios mensuales de los programas de pen-
sión por discapacidad tienden a ser particularmente elevados, comparados con los de 
otros programas; los montos oscilan entre US$319 y US$517 al mes en cinco países. Sin 
embargo, cabe señalar que los montos de las transferencias son particularmente altos en 
unos pocos programas para personas con más necesidades de apoyo. Es de suponer que 
lo anterior se relaciona con la existencia de costos más elevados asociados con el hecho 
de garantizar la asistencia personal en una parte de estos programas. Este tema se tra-
tará en profundidad más adelante.

CUADRO 5.3  | � Programas de transferencias monetarias por discapacidad en 
América Latina y el Caribe

Tipo País Programa Acrónimo

Valor 
promedio de la 
transferencia 
mensual (US$, 

PPA 2024)
Número de 

beneficiarios

Tipo I: 
Programas 
para cubrir 
los costos 
más altos 
de la 
discapacidad

Bolivia Bono mensual para las 
PcD

BO_BD 96,90 4.551 
(Dic. 2021)

Costa Rica Pobreza y Discapacidad CR_PD 376,18 1.926 
(Mar. 2023)

Ecuador Pensión para  
Personas con 
Discapacidad

EC_PPD 111,11 79.949 
(Mar. 2023)

Ecuador Pensión toda una vida EC_PTV 222,22 1.482.451 
(Ene. 2024)

11    Varios países aún conservan los nombres originales de los programas, en los cuales se utiliza un lenguaje 
que hoy se considera anticuado, cuando no ofensivo, como por ejemplo las numerosas versiones de “pensión 
por invalidez”.

(continúa en la página siguiente)
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Tipo País Programa Acrónimo

Valor 
promedio de la 
transferencia 
mensual (US$, 

PPA 2024)
Número de 

beneficiarios

México Pensión para el 
Bienestar de las PcD 
Permanente

MX_PB 150,00 ND

Paraguay Tekoporâ 
(discapacidades entre 
leves y moderadas)

PY_TM 58,88 ND

Tipo II: 
Programas 
para 
personas 
con mayores 
necesidades 
de apoyo

Costa Rica Promoción de la 
Autonomía Personal de 
las PcD

CR_PAP 815,22 157 
(Dic. 2021)

Ecuador Bono Joaquín Gallegos 
Lara

EC_JGL 533,33 42.027 
(Mar. 2023)

Panamá Programa Ángel 
Guardián

PA_AG 186,05 19.462 
(Dic. 2023)

Paraguay Tekoporâ 
(discapacidades  
severas)

PY_TM 108,70 ND

Perú Programa CONTIGO 
(Pensión para PcD 
severa y situación de 
pobreza)

PE_PC 80,65 107.027 
(Dic. 2023)

Tipo III: 
Programas 
de 
sustitución 
de ingresos

Argentina Pensión no contributiva 
por invalidez

AR_PI 319,45 1.238.382 
(Sep. 2023)

Brasil Prestação Continuada 
de Assistência Social, 
Benefício assistencial à 
pessoa com deficiência 
(BPC)

BR_BPC 517,22 5.894.761 
(Abr. 2024)

Chile Pensión Básica Solidaria 
por Invalidez

CH_PS 450,89 195.118 
(Mar. 2024)

Trinidad y 
Tobago

Disability Assistance 
Grants

TT_DA 439,02 21.828 
(Sep. 2023)

Uruguay Pensión por invalidez UY_PI 398,19 61.101 
(Dic. 2022)

Tipo IV: 
Programas 
para 
niños con 
discapacidad

Chile Subsidio para menores 
de 18 con discapacidad 
mental

CH_SDM 225,45 18.219 
(Dic. 2022)

CUADRO 5.3  | � Programas de transferencias monetarias por discapacidad en 
América Latina y el Caribe (continuación)

(continúa en la página siguiente)
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Tipo País Programa Acrónimo

Valor 
promedio de la 
transferencia 
mensual (US$, 

PPA 2024)
Número de 

beneficiarios

Guatemala Subsidios Familiares GT_SF 123,76 3.002 
(Dic. 2023)

Argentina Asignación familiar por 
hijo con discapacidad

AR_AFD 225,96 57.576 
(Sep. 2023)

Trinidad y 
Tobago

Disability Assistance 
Grants for Minors

TT_DAM 365,85 3.483 
(Sep. 2023)

Fuente: Duryea, Pinzón y Pereira, próximo a publicarse.
Nota: ND = no disponible.

Como se puede observar en el cuadro 5.3, los niveles de las transferencias varían 
considerablemente de un país a otro. Los subsidios mensuales de los programas de pen-
sión por discapacidad tienden a ser particularmente elevados, comparados con los de 
otros programas; los montos oscilan entre US$319 y US$517 al mes en cinco países. Sin 
embargo, cabe señalar que los montos de las transferencias son particularmente altos 
en unos pocos programas para personas con más necesidades de apoyo. Es de suponer 
que lo anterior se relaciona con la existencia de costos más elevados asociados con el 
hecho de garantizar la asistencia personal en una parte de estos programas. Este tema 
se tratará en profundidad más adelante.

El impacto fiscal de las transferencias por discapacidad depende del monto del 
beneficio y del número de beneficiarios. Esto da lugar a niveles variables de gasto 
gubernamental. En los países para los cuales se dispone de cifras, estos gastos exhiben 
importantes variaciones. En México, las transferencias por discapacidad representan un 
mínimo 0,01% del total del presupuesto. Esto refleja o bien una base de beneficiarios 
relativamente pequeña o montos más reducidos. En Uruguay, por su parte, estas trans-
ferencias constituyen el 1,61% del presupuesto público, lo que indica un mayor número 
de beneficiarios o montos de transferencia más sustanciales (gráfico 5.7). Esta dispari-
dad subraya los diversos compromisos fiscales con el apoyo a la discapacidad en dife-
rentes contextos nacionales. Además, debido a la transición demográfica en curso, es 
importante tener en cuenta cómo el envejecimiento afectará a los beneficiarios poten-
ciales y presupuestos de estos programas.

Por último, cabe notar que si bien los programas de transferencias monetarias son 
más populares en la región, unos pocos países cuentan con programas de protección 
social cuyo propósito es distribuir dispositivos de apoyo como lectores de pantalla, pró-
tesis, bastones inteligentes o sillas de ruedas. Estos programas suelen basarse en el 

CUADRO 5.3  | � Programas de transferencias monetarias por discapacidad en 
América Latina y el Caribe (continuación)
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nivel de pobreza y son gestionados por los consejos nacionales de discapacidad (CONA-
DIS o SENADIS) de cada país. Por ejemplo, las personas con discapacidad en la Repú-
blica Dominicana pueden solicitar dispositivos de apoyo gratuitos al Consejo Nacional 
de Discapacidad (CONADIS, República Dominicana, s.f.). Aunque varios países cuentan 
con programas similares, su escala por lo general tiende a ser reducida. Los programas 
de mayor envergadura suelen coordinarse directamente a través del sistema sanitario 
(véase el capítulo 3).
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 |  Total asignado a las transferencias por discapacidad como
porcentaje del presupuesto público total

GRÁFICO 5.7

0,01 0,02 0,06 0,06 0,11

0,59 0,60

1,12 1,15

1,61

Fuente: Duryea, Pinzón y Pereira, próximo a publicarse; Astudillo y Pessino, próximo a publicarse.
Notas: Las estimaciones anteriores se basan en el presupuesto de los siguientes programas en los respectivos 
países: Benefício de Prestação Continuada (BPC) de Brasil; Pobreza y Discapacidad, promoción de la 
autonomía personal de las personas con discapacidad de Costa Rica; Pensión básica solidaria de invalidez, 
Subsidio para menores de 18 con discapacidad mental de Chile; Bono Joaquín Gallegos Lara, Pensión toda una 
vida de Ecuador; Pensión para el bienestar de las personas con discapacidad permanente de México; Ángel 
Guardián de Panamá; Programa Contigo de Perú; Disability Assistance Grants de Trinidad y Tobago; y Subsidios 
Familiares de Guatemala.

Política de cuidados
Teniendo en cuenta el envejecimiento de la población en la región, así como la carga des-
proporcionada que asumen las mujeres al realizar trabajo de cuidado no remunerado 
(Fabiani, 2023), los gobiernos están creando sistemas para abordar la creciente necesi-
dad de cuidados en diversas poblaciones. En efecto, países como Uruguay y Chile han 
creado incluso sistemas de cuidados para coordinar, financiar y facilitar la interoperabili-
dad de un vasto conjunto de programas y están incrementando sus inversiones en este 
ámbito. En 2019, el presupuesto para el sistema de cuidados en Uruguay representaba el 
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0,2% del Producto Interno Bruto (Salvador, 2019). En Chile, el gobierno aumentó el presu-
puesto asignado a las políticas de cuidados en un 20% en 2024 (Gobierno de Chile, s.f.). 
Sin embargo, incluso en estos países donde la coordinación de las políticas de cuidados 
se encuentra más avanzada, los programas con perspectiva de discapacidad por lo gene-
ral se hallan en una fase mucho más incipiente comparados con los servicios de presta-
ción de cuidados para niños, personas de edad avanzada o para los mismos proveedores 
de cuidados, que han constituido el principal foco de estas políticas.

Existen tres tipos de servicios para personas con discapacidad y dependencia fun-
cional especialmente importantes, cuya implementación es cada vez más generalizada: 
(1) los programas de asistencia personal, (2) los de atención en centros diurnos y (3) los 
de vivienda asistida. El objetivo de estos servicios es trabajar mancomunadamente para 
apoyar a las personas con discapacidad que salen de instituciones (como hospitales psi-
quiátricos, por ejemplo), a las que están en riesgo de ser admitidas en ellas o a quienes 
pueden quedarse sin techo. Cabe señalar igualmente que los programas públicos emer-
gentes a menudo emulan los programas gestionados por organizaciones de personas 
con discapacidad y sin fines de lucro, que históricamente han sido las principales pro-
veedoras de estos servicios. Los gobiernos de varios países están aprovechando las aso-
ciaciones público-privadas con organizaciones de este tipo para ampliar la escala de los 
servicios.

La asistencia personal se refiere al apoyo humano que se presta a las personas con 
discapacidad, específicamente para promover su autonomía y en la conducción de las 
actividades de la vida diaria (Vásquez Encalada y Pereira, 2023). Al igual que en el cuidado 
tradicional, las personas con discapacidad pueden requerir apoyo o asistencia individual 
solo durante algunas horas del día o de la semana, de modo que estos programas pue-
den ofrecer un respiro a los cuidadores familiares. Sin embargo, el paradigma de la asis-
tencia personal es diferente al del cuidado tradicional, pues en el primero se permite a 
las personas con discapacidad decidir qué apoyo necesitan, y cuándo y cómo lo reciben. 
Por ejemplo, mientras que un cuidador tradicional puede decidir qué come una persona 
y cuándo, un asistente personal preguntaría a la persona con discapacidad qué quiere 
comer, le ayudaría a preparar sus propios alimentos y, si la persona con discapacidad lo 
solicita, la ayudaría a consumirlos. Dado que ser asistente personal exige un cierto grado 
de objetividad, algunas personas con discapacidad prefieren que ese papel no lo desem-
peñe un miembro de su propia familia, sobre todo cuando se trata de recibir apoyo en 
aspectos delicados como las finanzas, las relaciones o la salud. Aun así, la mayoría de las 
personas con discapacidad recibe apoyo de sus familiares.

En la región, los programas de asistencia personal suelen estar vinculados directa-
mente a las transferencias monetarias por discapacidad para las personas con más nece-
sidades de apoyo. De hecho, para abordar los elevados costos en que incurre este grupo, 
países como Ecuador, Panamá, Paraguay y Perú han proporcionado un nivel mayor de 
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transferencias monetarias que para personas sin discapacidades o para personas sin 
dependencia funcional (Duryea, Pinzón y Pereira, próximo a publicarse). Estos progra-
mas, clasificados como Tipo II en el cuadro 5.3, suponen que las transferencias se pueden 
utilizar para contratar los servicios de un asistente personal, pero no ofrecen recomen-
daciones ni orientación para encontrar proveedores. Esto a menudo conduce a que las 
personas con discapacidad y sus familias encuentren dificultades para encontrar provee-
dores. El impacto de estos programas en el bienestar de los cuidadores familiares o de 
las personas con más necesidades de apoyo no ha sido evaluado. El enfoque de Uruguay 
difiere de manera importante. Con el fin de apoyar principalmente la asistencia perso-
nal para personas con discapacidad con dependencia funcional, Uruguay proporciona 
un cupón12 que se puede utilizar para recibir apoyo hasta por 80 horas al mes, depen-
diendo de las necesidades del destinatario. En Costa Rica, el programa “Promoción de la 
autonomía personal para personas con discapacidad” da acceso a un asistente personal 
y hace énfasis en la capacidad jurídica de las personas con discapacidad con más nece-
sidades de apoyo para tomar decisiones en relación con el cuidado y la asistencia que 
reciben (Duryea, Pinzón y Pereira, próximo a publicarse). La agencia de discapacidad en 
Costa Rica evalúa las necesidades de apoyo, diseña un plan individual y proporciona un 
asistente personal y otros recursos para asegurar una vida independiente. A diferencia 
del programa de Uruguay, en Costa Rica los beneficiarios no tienen límites en el número 
de horas de asistencia personal que pueden recibir (Duryea, Pinzón y Pereira, próximo a 
publicarse). Sin embargo, ampliar este programa más allá de 200 beneficiarios ha sido 
un desafío.

Una alternativa a la asistencia personal ha sido la prestación de cuidados y apoyo en 
centros diurnos. En países como Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador y Uruguay, tanto 
los gobiernos como las organizaciones sin fines de lucro han invertido en iniciativas de 
este tipo (Vásquez Encalada y Pereira, 2023). En estos programas se suelen combinar 
rehabilitación, recreación y/o programas de capacitación para personas con discapaci-
dad y adultos de edad avanzada con dependencia funcional. De esta manera, los cuida-
dores familiares no remunerados pueden ocuparse de sus propios asuntos mientras que 
la persona a su cargo recibe servicios en un centro diurno, regresando a casa una vez que 
el centro cierra. Sin embargo, el desafío del transporte accesible suele ser un obstáculo, y 
los programas a menudo están segregados entre aquellos con y sin discapacidad. De ahí 
que su disponibilidad sea más común en las zonas urbanas y en países de ingresos altos, 
donde los servicios de transporte son más accesibles.

Por último, los programas de vivienda asistida se enfocan en aquellas personas 
con discapacidad cuyos cuidados y apoyo continuos no pueden ser suministrados de 

12    En numerosos programas de transferencias por discapacidad, los pagos se transfieren directamente a las 
cuentas bancarias de los miembros de la familia, desatendiendo los derechos de personas con discapacidad 
de utilizar estos recursos para su propio cuidado.
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manera adecuada por miembros de la familia u otros asistentes personales, ni tam-
poco en centros diurnos. Las personas con discapacidad que se encuentran en pro-
gramas de vivienda asistida a menudo han salido de instituciones residenciales de 
gran escala y no pueden vivir de manera independiente. Por lo tanto, a estas perso-
nas se les da la opción de vivir en hogares en grupos de ocho a 20 personas con disca-
pacidad, donde reciben cuidados y apoyo continuos. El menor número de residentes, 
y la posibilidad de disfrutar de una mayor libertad, es lo que en principio diferencia a 
estos hogares de las instituciones residenciales tradicionales de mayor tamaño. Ade-
más, su objetivo es ayudar al desarrollo de habilidades de las personas con discapa-
cidad, de modo que estas puedan lograr autonomía, eventualmente vivir de manera 
independiente y participar en sus comunidades. Sin embargo, no está claro si estos 
programas cuentan con las condiciones sanitarias requeridas y respetan los derechos 
humanos básicos de los residentes, incluido el de tomar sus propias decisiones en la 
vida diaria, comenzando con la de ingresar a estos hogares. Argentina, Brasil, Chile, 
Paraguay, Perú y Uruguay apoyan modelos de vivienda asistida, aunque no es claro 
cuán extendidos están estos programas (Vásquez Encalada y Pereira, 2023). En gene-
ral, la cobertura de los programas de asistencia personal, centros diurnos y de vivienda 
asistida en la región es limitada y no ha sido evaluada rigurosamente. Además, no 
está claro hasta qué punto estos programas detectan condiciones de abuso y negli-
gencia; esto es imperativo dado que los cuidadores y asistentes personales a menudo 
están involucrados en asuntos muy privados e íntimos, que pueden poner a las per-
sonas con discapacidad en riesgo de explotación física o financiera. Se requiere com-
parar de manera sistemática los modelos de las políticas de cuidados que producen 
buenos resultados y que son económicamente viables, teniendo en cuenta la situa-
ción fiscal en la región.

Exenciones fiscales y otras exoneraciones o descuentos
Varios países en América Latina y el Caribe ofrecen exenciones fiscales y descuentos a 
personas con discapacidad para que reduzcan los costos del consumo de bienes y servi-
cios. Como se mencionó anteriormente, por lo menos 16 de los 26 países miembros pres-
tatarios del Banco Interamericano de Desarrollo tienen leyes que establecen beneficios 
fiscales más allá de los subsidios para las personas con discapacidad (Vásquez Encalada 
y Pereira, 2023). Ecuador es, de lejos, el país que ofrece la mayor cantidad de benefi-
cios de este tipo y es también el único donde las personas con discapacidad certificadas 
están exentas del impuesto al valor agregado en todas sus compras (Asamblea Nacional 
de la República del Ecuador, 2012).13 Aun así, son numerosos los países de la región que 

13    Uruguay también exime a las personas con discapacidad de pagar el impuesto al valor agregado, pero 
solo en el consumo de bienes y servicios relacionados con la salud (Astudillo y Pessino, próximo a publicarse).
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cuentan con sistemas similares y han establecido diversos beneficios fiscales y progra-
mas de descuentos para las personas con discapacidad. Por ejemplo, Argentina, Brasil y 
Ecuador eximen a las personas con discapacidad del pago de impuestos sobre la renta 
(Astudillo y Pessino, próximo a publicarse).

Ahora bien, los beneficios fiscales más comunes tienen que ver con las exencio-
nes y reducciones de las tarifas aduaneras para la importación de bienes específicos. 
Varios países, entre ellos Argentina, Chile, Ecuador, México, Perú, Panamá y Uruguay, 
ofrecen exenciones arancelarias para la importación de vehículos adaptados (Astudillo 
y Pessino, próximo a publicarse; Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2012; 
Gobierno de la República de Panamá, 2016; Gobierno del Perú, 2017). En Ecuador, 
Panamá y Uruguay, las personas con discapacidad también están exentas de los aran-
celes a las importaciones de dispositivos de apoyo, prótesis, órtesis y medicamentos 
que no se producen en el país (Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2012; 
Gobierno de la República de Panamá, 2016; Astudillo y Pessino, próximo a publicarse).

Asimismo, varios países les proporcionan descuentos adicionales. En Brasil, si bien 
las personas con discapacidad no pueden importar vehículos adaptados exentos de 
impuestos, sí pueden acceder a un descuento del 50% en la compra de vehículos en el 
país (Astudillo y Pessino, próximo a publicarse). Allí también, los beneficiarios del pro-
grama de Benefício de Prestação Continuada (BPC), el cual se dirige a personas con dis-
capacidad o de edad avanzada en situación de pobreza, pueden recibir una reducción de 
hasta el 65% del pago de la factura de electricidad (“Tarifa Social”) (Agência Nacional de 
Energia Elétrica do Brasil, s.f.). En Ecuador, las personas con discapacidad tienen derecho 
a un descuento de hasta el 50% en los pagos de los servicios de agua, alcantarillado, elec-
tricidad, teléfono fijo, teléfono celular e internet (Astudillo y Pessino, próximo a publicarse; 
Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2012). En Argentina, Brasil, Ecuador y 
Perú, las personas con discapacidad tienen acceso gratuito o con descuento al trans-
porte público, aunque muchos de los sistemas de transporte no son accesibles (Astudi-
llo y Pessino, próximo a publicarse; Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2012; 
Gobierno del Perú, 2017).14 Ecuador y Brasil también otorgan descuentos hasta del 50 y 
del 80% respectivamente, en los precios de reservas para que personas con discapaci-
dad puedan viajar con empresas privadas (por ejemplo, reservas de vuelos) (Astudillo y 
Pessino, próximo a publicarse y Asamblea Nacional de la República del Ecuador, 2012). 
En Brasil, Ecuador y Perú, las personas con discapacidad pueden acudir a eventos e ins-
talaciones culturales y deportivas (como conciertos, competiciones deportivas o museos) 
de manera gratuita o con descuentos (Astudillo y Pessino, próximo a publicarse; Asam-
blea Nacional de la República del Ecuador, 2012; Gobierno del Perú, 2017).

14    En el caso de Perú, el descuento del transporte público es solo para personas con discapacidad severa; 
estas pueden usar el transporte público de manera gratuita.
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Apoyo a la vivienda
Los sistemas de protección social desempeñan un papel clave para la reducción de la 
pobreza y contribuyen a garantizar el acceso a una vivienda adecuada. Más aún, a medida 
que los países se esfuerzan cada vez más por desinstitucionalizar a las personas con disca-
pacidad —sobre todo a aquellas con discapacidades psicosociales—, también han recono-
cido la necesidad de ofrecer alternativas de vivienda que promuevan la vida independiente. 
Por lo tanto, no sorprende que la legislación de por lo menos 12 de los países miembros 
prestatarios del Banco Interamericano de Desarrollo incluya medidas destinadas a promo-
ver el acceso a una vivienda adecuada para las personas con discapacidad y sus familias 
(Vásquez Encalada y Pereira, 2023).15 Estas medidas se pueden categorizar en tres gru-
pos: (1) priorización dentro de las iniciativas generales de vivienda pública, (2) subsidios a la 
vivienda para adecuar o construir viviendas con criterios de accesibilidad, y (3) programas 
de vivienda asistida para personas que hayan salido de instituciones o que se encuentren 
en riesgo de ser ingresadas o de quedarse sin techo.

La primera medida se centra en incluir a las personas con discapacidad y a sus fami-
lias en programas públicos integrales cuyo fin sea ayudarlas a comprar, construir o mejo-
rar sus viviendas. Por lo menos el 4% de la vivienda pública gestionada por la Agencia 
Estatal de Vivienda de Bolivia (2024) debe asignarse a personas con discapacidad y a 
sus familias. En 2023, un total de 615 familias con miembros con discapacidad fueron 
ubicadas en viviendas públicas, cifra equivalente al 4,9% de todos los beneficiarios de 
este tipo de programas (Agencia Estatal de Vivienda de Bolivia, 2024). En la República 
Dominicana, a mayo de 2024 el 5% de las viviendas públicas construidas a través del Plan 
Familia Feliz había sido asignado a familias con miembros con discapacidad. La iniciativa 
aprovecha asociaciones público-privadas para construir viviendas de bajo costo, cuyos 
propietarios primerizos contribuyen solamente entre el 2 y el 5% de su valor (Gobierno 
de la República Dominicana, 2024). Entre junio de 2021 y mayo de 2022, el Ministerio de 
Vivienda de Colombia desembolsó subsidios de vivienda destinados a 79 hogares con 
miembros con discapacidad, lo que representa el 3,2% de todos los subsidios otorgados 
(Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio de Colombia, 2022). Iniciativas de este tipo 
representan los esfuerzos que están haciendo los países para asegurar que las perso-
nas con discapacidad tengan acceso igualitario a los programas de vivienda pública. Sin 
embargo, el alcance de algunas de estas iniciativas es limitado.

Algunos países han reconocido que los subsidios y los apoyos tradicionales para 
adquirir vivienda pública pueden no ser suficientes para asegurar una vivienda adecuada 
en términos de accesibilidad. Por eso han creado programas específicos para adecuar o 
construir viviendas con consideraciones de accesibilidad y diseño universal. Por ejemplo, 

15    Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México, Panamá, Perú, República Dominicana, Uruguay 
y Venezuela.
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el valor máximo del subsidio nacional de vivienda de Costa Rica es casi US$7.000 más 
alto para los hogares con miembros con discapacidades que para aquellos sin discapa-
cidades. Esto permite que estos hogares soliciten un subsidio mayor para dotar a las 
viviendas de adecuaciones específicas, como por ejemplo puertas más anchas, rampas y 
barras de apoyo o seguridad en los cuartos de baño (INVU, s.f.).

¿Qué dice la evidencia?

Si bien en los países de ingresos altos la investigación rigurosa sobre los efectos de los 
programas de protección social en las personas con discapacidad es muy común, no 
sucede lo mismo en los de ingresos medios y bajos. En efecto, en una reseña de la eviden-
cia sobre discapacidad en países de ingresos bajos y medios, publicada entre 2000 y 2018 
utilizando un criterio de evaluación rápida, se determinó que la protección social figuraba 
entre los temas menos estudiados (Saran, White y Kuper, 2020). Y aunque esta tendencia 
general también se manifiesta en América Latina y el Caribe, es posible extraer conclu-
siones importantes para la región con base en la evidencia disponible.

Como se indicó anteriormente, las dificultades a la hora de obtener y gestionar una 
certificación de discapacidad complican a su vez la inscripción en los programas de pro-
tección social. Sin embargo, se prevé que la reducción de las barreras para la certifica-
ción de discapacidad aumente las aplicaciones y que también se refleje en el bienestar 
de estas personas a través de su elegibilidad para estos programas.

En general, algunos estudios sobre Estados Unidos indican que la simplificación 
de los procesos de certificación produce resultados positivos. Por ejemplo, Deshpande 
y Li (2019) observan que las solicitudes de las personas con discapacidad que tienen 
un menor nivel de educación, y las de aquellas con condiciones moderadamente seve-
ras, disminuyen desproporcionadamente debido al cierre de oficinas donde se rea-
lizan los trámites para solicitar beneficios por discapacidad. Foote, Grosz y Rennane 
(2019) estudiaron el impacto de modernizar, mediante un sistema en línea, el proceso 
de solicitud para la certificación por discapacidad requerida para recibir beneficios por 
ese concepto (Social Security Disability Insurance-SSDI y Supplemental Security Inco-
me-SSI) en Estados Unidos. El sistema en línea redujo los costos de transacción de 
desplazarse a las oficinas para postular a los beneficios. Se observó que esa reducción 
aumentaba las solicitudes y apelaciones de manera significativa. En América Latina 
y el Caribe, muchas solicitudes de certificación de discapacidad y programas fue-
ron reformuladas para permitir la solicitud digital durante el pico de la pandemia del 
COVID-19; sin embargo, no se han realizado estudios rigurosos que evalúen los efec-
tos de estos cambios.

En relación con las transferencias monetarias y el apoyo a los ingresos, la investigación 
se ha centrado principalmente en determinar si estos programas operan como desincentivo 
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al trabajo de las personas con discapacidad (Autor y Duggan, 2003; Bound, 1989, 1991; Gru-
ber, 2000). Las solicitudes para obtener subsidios por discapacidad han demostrado res-
ponder a las condiciones del mercado laboral: disminuyen cuando las condiciones son 
mejores. Las personas que tienen ingresos bajos son más sensibles a estas fluctuaciones 
(Autor y Duggan, 2003). La investigación en Estados Unidos, Canadá y Europa se ha enfo-
cado fundamentalmente en los trabajadores que accedieron a pensiones contributivas a 
través del seguro de discapacidad. En estos estudios se han encontrado efectos negativos 
tanto en la probabilidad de empleo, como en los ingresos de los beneficiarios. Por ejemplo, 
Maestas, Mullen y Strand (2013) observaron que la obtención de seguro por discapacidad 
en Estados Unidos reducía el empleo en 28 puntos porcentuales, aunque no para las per-
sonas con discapacidad severa. Asimismo, Gelber, Moore y Strand (2017) encontraron que 
por cada dólar adicional recibido por seguro de discapacidad (SSDI), los ingresos devenga-
dos se reducían por 0,20 centavos. 

Dado el tamaño considerable del sector informal en América Latina y el Caribe, las 
pensiones por discapacidad no contributivas desempeñan un papel aún más importante 
que en los países de ingresos altos. Si bien las pensiones no contributivas por discapa-
cidad son distintas a los seguros de discapacidad —ya que no hay requisitos previos de 
trabajo o contribuciones fiscales mínimas—, a menudo tienen condiciones similares con 
respecto a si los beneficiarios pueden trabajar, y ambos proporcionan apoyo a los ingre-
sos. Por lo tanto, se podría suponer que las transferencias monetarias no contributivas 
y los programas de seguro de discapacidad tienen efectos similares. Sin embargo, los 
impactos de las transferencias monetarias en la participación de las personas con disca-
pacidad en el mercado laboral no han sido estudiados rigurosamente en América Latina 
y el Caribe, a pesar de su adopción generalizada. Una excepción es Britto et al. (próximo 
a publicarse), quienes observan que la pensión por discapacidad no contributiva del pro-
grama BPC de Brasil reduce el empleo formal en solo 0,2 meses por año, es decir, un 
efecto mucho más reducido en el empleo formal que el observado en los estudios sobre 
el seguro de discapacidad en los países de ingresos altos. Sin embargo, esto no tiene en 
cuenta los efectos del empleo informal, que es más difícil de medir.

Además, si bien los desincentivos para la participación en el mercado laboral son 
importantes, no son los únicos resultados posibles de las transferencias monetarias por dis-
capacidad y los programas de apoyo a los ingresos. De hecho, en estudios recientes se ha 
encontrado que estos programas tienen resultados significativos en la calidad de vida. Por 
ejemplo, Britto et al. (próximo a publicarse) observan mejoras en el estatus financiero de 
los hogares debido a la participación en el programa BPC en Brasil. Autor et al. (2019) obser-
van que, si bien los ingresos disminuyen con el seguro de discapacidad en Estados Unidos, 
el gasto de consumo aumenta en un 16%, lo cual indica efectos positivos significativos en 
el bienestar. Deshpande, Gross y Su (2021) analizaron los efectos de lograr aprobación para 
obtener el SSI y el SSDI en el grado de estabilidad financiera. Estos autores encuentran que 
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tres años después de recibir el SSI y el SSDI, la probabilidad de estar en ejecución hipote-
caria entre los propietarios de vivienda disminuye en dos puntos porcentuales, y la proba-
bilidad de vender su vivienda disminuye en tres puntos porcentuales. Gelber et al. (2023) 
también encuentran efectos positivos del SSI y SSDI en relación con la reducción de la tasa 
de mortalidad, sobre todo entre los beneficiarios de menores ingresos. En los Países Bajos 
se observó que un seguro por discapacidad similar tenía impactos significativos en la reduc-
ción de la mortalidad, aunque solo entre las mujeres (García-Mandicó et al., 2020). Más aún, 
utilizando un enfoque de regresión discontinua, Deshpande y Mueller-Smith (2022) mues-
tran que, en Estados Unidos, cuando los jóvenes con discapacidad dejan de recibir apoyo 
a los ingresos a los 18 años, aumentaba en 20% la probabilidad de ir a la cárcel durante los 
siguientes 20 años. Aquellos que pierden el apoyo a los ingresos por discapacidad pueden 
recurrir a actividades ilegales como el robo, el allanamiento de morada y la prostitución 
para obtenerlos, y es menos probable que los adquieran vía empleo. El estudio demues-
tra que el apoyo al ingreso por discapacidad tiene beneficios económicos potenciales de 
largo plazo, dado que los ahorros estimados para los contribuyentes por concepto de un 
menor encarcelamiento son similares a los costos del programa de apoyo al ingreso por 
discapacidad. Los programas en América Latina y el Caribe también deberían ser evalua-
dos para determinar si tienen efectos similares en los indicadores de calidad de vida, inclui-
dos gasto de consumo, estabilidad financiera, mortalidad, delincuencia y encarcelamiento.

La obtención de beneficios por discapacidad también ha demostrado tener impor-
tantes efectos intergeneracionales, aunque diversos. Por ejemplo, utilizando datos admi-
nistrativos de los Países Bajos, Dahl y Gielen (2021) observan que los niños cuyos padres 
veían disminuidas sus prestaciones por discapacidad tenían menos probabilidades de 
tener que recibirlas ellos mismos en su edad adulta, más probabilidades de culminar la 
escuela secundaria, menos probabilidades de haber sido detenidos e ingresos más altos. 
En Canadá se observó que cuando los padres obtenían transferencias más grandes por 
discapacidad cuando su hijo tenía entre 5 y 15 años, las calificaciones del niño en los exá-
menes estandarizados de matemáticas mejoraban, y la probabilidad de que continuara 
a la educación postsecundaria aumentaba (Chen, Osberg y Phipps, 2019). Deshpande 
(2020) observa que, en Estados Unidos, retirar a los jóvenes con discapacidades del SSI a 
la edad de 18 años reducía significativamente los ingresos de sus hermanos más jóvenes 
en la edad adulta, en cerca de US$5,000 al año.

En cuanto a las transferencias en especie de dispositivos de apoyo, los estudios cau-
sales han sido escasos o con poco poder estadístico. Según se analiza en el capítulo 3, 
solo en un pequeño estudio en Etiopía se ha analizado cuidadosamente el efecto de 
suplir la necesidad no satisfecha de una silla de ruedas. Los resultados para Etiopía sugie-
ren que el suministro de una silla de ruedas para las personas con una necesidad insatis-
fecha aumenta las horas laborales y el ingreso, y reduce la mendicidad (Grider y Wydick, 
2016). El cuerpo de evidencia sobre el efecto de proporcionar anteojos correctivos a los 
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alumnos con discapacidad visual es una excepción importante en la brecha de conoci-
miento general, aunque aquí los estudios se centran principalmente en los efectos en el 
aprendizaje (véase el capítulo 2).

Por último, la investigación causal sobre los impactos de políticas y programas de 
cuidados, exenciones y descuentos fiscales y/o de apoyo a la vivienda para las personas 
con discapacidad es particularmente escasa. A medida que estas iniciativas adquieran 
importancia y popularidad en la región, es fundamental construir un cuerpo de eviden-
cia sobre estas intervenciones.

Principales lecciones

La protección social sigue siendo un área en la que se registra una brecha de evidencia 
profunda. Incluso en los países de ingresos altos hay temas de política pública críticos 
para los cuales la falta de evidencia es preocupante; entre ellos figuran la capacitación 
de trabajadores de primera línea y los beneficios de programas de prestación de tecno-
logías de asistencia. La proliferación de políticas de cuidados en todo el mundo apunta 
a responder a las necesidades insatisfechas de asistencia personal y a proporcionar un 
respiro a los cuidadores familiares no remunerados. Sin embargo, actualmente no existe 
ninguna evidencia rigurosa sobre los impactos de estos programas que pueda guiar a 
los formuladores de política pública a la hora de decidir qué programas se deben escalar.

Sorprende que en América Latina y el Caribe no se haya investigado el impacto de 
iniciativas que han demostrado ser importantes fuera de la región, como la reducción 
de los costos de transacción de la inscripción en programas de discapacidad. Y no se ha 
hecho, incluso a pesar de los esfuerzos dirigidos a ampliar la cobertura geográfica de 
las respectivas agencias administrativas y a mejorar la accesibilidad de las plataformas 
digitales de registro en los programas, incluyendo los procesos de certificación de dis-
capacidad. Asimismo, aunque existe una base de conocimiento emergente en la cual 
se documenta que en los países de ingresos altos los subsidios por discapacidad tienen 
resultados positivos en la calidad de la vida —desde reducción de la mortalidad hasta 
estabilidad financiera y disminución de la delincuencia—, en América Latina y el Caribe 
los estudios rigurosos sobre sus impactos siguen siendo limitados. Esto, a pesar de que 
tales subvenciones representan una proporción considerable de los gastos presupuesta-
rios en buena parte de la región. La incidencia y efectividad de las numerosas exenciones 
fiscales en las personas con discapacidad no han sido estudiadas, como tampoco lo han 
sido los efectos de diferentes iniciativas en materia de cuidados y de vivienda. Es necesa-
rio movilizar más fondos para la investigación, pues la lista de lo que se necesita supera 
con creces los fondos disponibles. Es esencial que todas las partes interesadas en el área 
de la discapacidad cumplan un papel clave en el proceso de priorización de temas y que 
participen activamente durante la investigación, revisión y comunicación de resultados.
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RECUADRO 5.1.  �Prioridades de investigación sobre políticas de protección 
social

Como se menciona en el recuadro 1.3 de la introducción a este volumen, el BID está llevando a cabo 
una encuesta en línea para conocer las opiniones en la región —particularmente de las personas 
con discapacidad y sus familias—, sobre cuáles son las políticas públicas y medidas de inclusión 
que deberían priorizarse en las agendas de investigación. En este recuadro se presentan los re-
sultados de las respuestas recibidas a mayo de 2024.a Si bien estos no son representativos (solo 
150 respuestas) debido a las dificultades para encuestar a personas con discapacidad, sí ofrecen 
una serie de ideas que podrían ser evaluadas en iniciativas futuras.

En el gráfico R.5.1 se presentan las tres prioridades principales de investigación sobre polí-
ticas de protección social, desagregadas por la edad de los encuestados.

\
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| Principales prioridades de investigación sobre políticas de
protección social 

GRÁFICO R.5.1

Fuente: Cálculos del personal del BID con base en los resultados de la encuesta en línea.

No sorprende que, independientemente de la edad de los encuestados, las dos priorida-
des de investigación principales sobre protección social tengan que ver con los programas más 
generalizados en la región, a saber, la certificación de la discapacidad y las transferencias moneta-
rias. Por otro lado, la investigación sobre la asistencia personal y los programas de cuidados pare-
cen ser la tercera prioridad más importante entre los encuestados más jóvenes, mientras que los 
encuestados de mayor edad están más interesados en que se evalúen los programas de transfe-
rencias en especie de dispositivos de apoyo. Fin del recuadro

a Si usted quiere expresar su opinión sobre las prioridades de investigación para la inclusión de las 
personas con discapacidad, por favor llene la encuesta en el siguiente enlace hasta junio de 2025: 
https://accessiblesurveys.com/s2/-NoXa0IViThWvED1daoy.

https://accessiblesurveys.com/s2/-NoXa0IViThWvED1daoy
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